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I. Introducción

El relevante desarrollo que a partir de 1995 ha sufrido la jurisdicción cons-
titucional del Estado mexicano, ha dado lugar al surgimiento de diversos 
medios de control de la constitucionalidad, los que dada su mayor o menor 
vinculación generan la posibilidad de referirse a un sistema nacional de jus-
ticia constitucional integrado por diversas jurisdicciones. El estudio de estas 
jurisdicciones puede abordarse desde diversas ópticas que van desde la tra-
dicional visión aislada que implica analizar cada medio de control sin tomar 
en cuenta la trascendencia de los demás, tanto en lo sustantivo como en lo 
procesal, hasta una visión integral que conlleva analizar los términos en que 
se articulan la totalidad de esos medios, considerando sus diversos efectos 
sobre las posibles conductas materia de control.

A esta última visión es a la que contribuye el derecho procesal constitu-
cional, ya que al ocuparse del “estudio sistemático de las instituciones y de 
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los órganos por medio de los cuales pueden resolverse los conflictos relati-
vos a la aplicación de los principios, valores y disposiciones fundamentales, 
con el objeto de reparar las violaciones de los mismos”,1 permite advertir 
los aspectos procesales sobre los que es conveniente reflexionar para mejo-
rar dicho sistema, con el objeto de que brinde un mayor acceso a la justicia 
y un incremento de los índices de constitucionalidad del quehacer de los 
que debemos regirnos por el orden jurídico de esta nación.2

Por ese motivo, en este artículo se propone realizar un análisis sistemáti-
co desde dos diferentes enfoques.3 En primer lugar, es necesario comparar 
los supuestos de procedencia de los medios de control de la constituciona-
lidad, lo que implica analizar si determinada conducta es controvertible si-
multáneamente en uno o más de éstos o es inimpugnable en todos ellos por 
mera restricción jurisprudencial, si se establecen mecanismos que permitan 
atender a la pretensión efectivamente planteada y, en su caso, para determi-
nar a instancia de parte o de oficio, la jurisdicción o el medio de control por 
el que debe sustanciarse la pretensión respectiva, cuáles son sus diversos 
beneficios o limitantes procesales, así como la compatibilidad y armonía de 
los efectos de las sentencias dictadas en cada uno de ellos. A este enfoque lo 
podemos denominar como análisis de articulación horizontal.

Desde otro enfoque, también debe considerarse como un aspecto relevante 
de la articulación de los medios de control de la constitucionalidad, analizar 
la impugnabilidad de lo resuelto en esos medios, lo que implica estudiar las 
diversas consecuencias de las sentencias dictadas en un juicio constitucional, 

1		 Fix Zamudio, Héctor, “Breves reflexiones sobre el concepto y el contenido del derecho 
procesal constitucional”, en Ferrer Mac-Gregor, Eduardo (coord.), Derecho procesal consti-
tucional, 4a. ed., México, Porrúa, 2003, p. 301.

2		 En ese rubro se comparte la propuesta de Rafael Estrada Michel, en el sentido de 
“avanzar hacia la construcción de un Estado garantista que [...] se concentre en el buen hacer 
de los juzgadores constitucionales para dar paso a la dimensión sustancial de la constitucio-
nalidad y de su control... labor inmensa que requiere de un buen número de garantías institu-
cionales, jurídicas, políticas y culturales”. Estrada Michel, Rafael, Nuevas variaciones sobre 
el tema cultural en la justicia constitucional en México, en Ferrer Mac-Gregor, Eduardo y 
Zaldívar Lelo de Larrea, Arturo (coords.), La ciencia del derecho procesal constitucional. 
Estudios en Homenaje a Héctor Fix Zamudio en sus cincuenta años como investigador 
del derecho, México, Instituto de Investigaciones Jurídicas-Marcial Pons, UNAM, México, 
2008, t. III, p. 173.

3		 Coello Cetina, Rafael, “La articulación del juicio de amparo y los diversos medios de 
control de la constitucionalidad”, en Ferrer Mac-Gregor, Eduardo y Zaldívar Lelo de Larrea, 
Arturo (coords.), Procesos constitucionales, Memoria del I Congreso Mexicano de Derecho 
Procesal Constitucional, México, Porrúa-Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM, 
2007, pp. 96 y 97.
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determinando sus efectos vinculatorios y, especialmente, si lo concluido en 
ellas puede o no ser materia de análisis en otro medio de control. A este enfo-
que lo podemos denominar análisis de articulación vertical.

Importa destacar que la referida articulación se sustenta tanto en las nor-
mas generales que regulan los medios de control como en su interpretación 
jurisprudencial. 

Cabe señalar que para lograr un sistema de administración de justicia 
que preste un servicio adecuado a la sociedad es indispensable lograr una 
elevada articulación de las jurisdicciones y medios que lo integran, privile-
giando, en todo momento, los principios de acceso efectivo a la justicia y 
de seguridad jurídica. 

En ese tenor, atendiendo al grado de articulación horizontal y vertical 
de los medios de control y de las jurisdicciones constitucionales del Estado 
mexicano, en el presente escrito se desarrollan algunas bases sobre la pro-
blemática que actualmente presenta la articulación de la jurisdicción consti-
tucional ordinaria y la constitucional electoral en México,4 con el objeto de 
realizar una propuesta de reformas legislativas que permitan un funciona-
miento más estrecho entre las referidas jurisdicciones en aras de incremen-
tar los niveles de acceso a la justicia. Es importante señalar que el presente 
estudio toma en cuenta la complejidad que en ocasiones implica determinar 
cuál es el medio de control de la constitucionalidad procedente para impug-
nar alguna conducta y tiene como única finalidad llamar a la reflexión sobre 
las mejores prácticas jurisdiccionales que pudieran brindar a la sociedad 
mexicana una justicia constitucional más accesible, reconociendo en todo 
momento el relevante papel que han jugado tanto la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación (SCJN) como el Tribunal Electoral del Poder Judicial de 
la Federación (TEPJF), al ensanchar los cauces de la justicia.

4		 La preocupación por abordar esta temática ya ha sido revelada en diversos estu-
dios. Al respecto, véase Galván Rivera, Flavio, “Un tríptico de indefensión constitucional 
electoral”, en Ferrer Mac-Gregor, Eduardo y Zaldívar Lelo de Larrea, Arturo (coords.), 
op. cit., pp. 361-381 y Raigosa, Luis, “Consideraciones sobre la «actitud jurisdiccional» 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación ante cuestiones ubicadas en el 
límite entre el derecho electoral y el derecho parlamentario”, Justicia Electoral, México, 
núm. 6, 2010, pp. 267-292, en donde se concluye señalando: “estamos conscientes de la 
necesidad de ahondar en estudios relativos a las relaciones de control y de colaboración 
entre los tribunales de última instancia y otros órganos de superior jerarquía normativa, 
para favorecer precisamente el entendimiento de los límites entre los órganos jurisdic-
cionales y los no jurisdiccionales que, como bien se sabe, están en el núcleo de la prob-
lemática constitucional de hoy”.
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II. Jurisdicciones constitucionales del Estado mexicano  
y bases normativas de su articulación

En nuestro orden jurídico es posible referir, por una parte, a una jurisdic-
ción constitucional nacional, en la que se verifica que las conductas de los 
sujetos de derecho que se someten al orden jurídico nacional se apeguen a 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) y, por 
otra parte, a una jurisdicción constitucional local, cuyo objetivo es verificar 
que las conductas controvertidas respeten lo establecido en las respectivas 
Constituciones de los Estados.5 En complemento a esta distinción, dentro 
de la jurisdicción constitucional nacional es factible distinguir entre la or-
dinaria, integrada por el juicio de amparo, la controversia constitucional, y 
la acción de inconstitucionalidad, respecto de las cuales la SCJN constituye 
un órgano terminal ordinario o por vía de atracción, y la electoral, integra-
da por el juicio de inconformidad, el juicio para la protección de los 
derechos político-electorales del ciudadano (JDC), el recurso de apelación 
y el juicio de revisión constitucional electoral (JRC), de los cuales conoce 
como órgano terminal ordinario o por vía de atracción,6 la Sala Superior del 
TEPJF.

En el ámbito de la articulación horizontal de los medios de control de la 
constitucionalidad, se advierte que en la CPEUM no se presenta un principio 
o regla expresa que obligue a los tribunales a atender a la pretensión efec-
tivamente planteada con el objeto de reencauzar la vía denominada inco-
rrectamente por su promovente. En todo caso, si se atiende a los principios 
garantizados en el artículo 17, párrafo segundo, de la CPEUM el legislador 
podría regular lo conducente o bien los tribunales jurisprudencialmente po-
drían generar los criterios que obliguen a dicho reencauzamiento.7 

5		 La de más reciente establecimiento es la del Estado de Yucatán, incorporada en el artí-
culo 70 de su Constitución mediante reforma publicada el 17 de mayo de 2010 en su Diario 
Oficial. Dicha jurisdicción constitucional se integra por los siguientes medios de control: 
controversias constitucionales, acciones de inconstitucionalidad, acciones contra la omisión 
legislativa o normativa y las cuestiones de control previo de la constitucionalidad de los 
proyectos de ley aprobados por el Pleno del Congreso del Estado.

6		 Se estima que todos esos medios configuran la jurisdicción constitucional electoral, 
tomando en cuenta que en las sentencias que se emitan en ellos tanto la Sala Superior como 
las Salas Regionales del TEPJF cuentan con la atribución para inaplicar leyes electorales por 
estimarlas contrarias a la CPEUM, en términos de lo previsto en el párrafo sexto del artículo 
99 de la CPEUM.

7		 Al respecto, destacan las resoluciones de la Sala Superior del TEPJF, en las que re-
encausa la vía promovida, de las que derivó la tesis jurisprudencial 12/2004, de rubro “me-
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En el mismo ámbito, si bien en el artículo 106 de la CPEUM se faculta al 
Poder Judicial de la Federación para resolver los conflictos competenciales 
que se susciten entre los tribunales de la Federación, entre éstos y los de los 
Estados o del Distrito Federal, entre los de un Estado y los de otro, o entre 
los de un Estado y los del Distrito Federal, lo cierto es que dicha atribución 
queda sujeta a lo que se establezca en las leyes respectivas, destacando que 
únicamente conforme a lo previsto en los artículos del 47 al 56 de la Ley de 
Amparo y respecto de los juicios de amparo, los conflictos competenciales 
que se presenten para conocer de juicios de esa naturaleza se resuelven de 
oficio sin afectar la tutela que se pretende, sin que dichas reglas se hayan 
extendido a las controversias constitucionales o bien a otros medios de con-
trol de la constitucionalidad. Ante ello, el error sobre el medio promovido 
dará lugar, generalmente, a la improcedencia, y provocará, según el mo-
mento procesal en que se estime acreditada fehacientemente, el desecha-
miento o el sobreseimiento.

En cuanto a los mecanismos para evitar el dictado de resoluciones con-
tradictorias cuando una misma conducta es impugnada en diversos medios 
de control de la constitucionalidad, destaca lo previsto en el artículo 37 de 
la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del artículo 105 de la CPEUM 
(LR105), al tenor del cual la resolución de amparos en revisión radicados 
ante la SCJN, puede aplazarse mediante acuerdos generales dictados por el 
Pleno de la SCJN siempre y cuando las normas impugnadas en una contro-
versia constitucional o en una acción de inconstitucionalidad sean las mis-
mas que en los referidos amparos.8

dios de impugnación local o federal. posibilidad de reencauzarlo a través de 
la vía idónea”, cuyo primer precedente fue el JDC 107/2001, en donde se reencauzó el 
juicio respectivo, dando trámite a la demanda como un recurso de apelación previsto en la 
legislación procesal electoral del Estado de Michoacán. En los mismos términos, sucedió 
en la resolución dictada por esa Sala el 14 de julio de 2010, en el JDC 178/2010, en la cual 
un juicio de esa naturaleza se reencausó al juicio para la protección de los derechos político 
electorales del ciudadano previsto en la legislación del Estado de Quintana Roo. En la SCJN, 
por el momento destacan los proveídos dictados por el ministro Juan N. Silva Meza, Presi-
dente de la SCJN, en los recursos de revisión en amparo directo números 11/2011, 241/2011 
y 509/2011, en los cuales tomando en cuenta que lo impugnado mediante el recurso respec-
tivo fue un proveído del Presidente de un Tribunal Colegiado de Circuito, mediante el cual 
se desechó una demanda de amparo directo, se concluyó que lo efectivamente interpuesto 
fueron sendos recursos de reclamación, los que se devolvieron debidamente reencauzados 
al respectivo Tribunal Colegiado de Circuito.

8		 En este rubro destacan los esfuerzos interpretativos del Pleno de la SCJN, el cual 
ha llegado a suspender la resolución de amparos en revisión radicados en los Tribunales 
Colegiados de Circuito, de los que conocen en competencia delegada por ese Alto Tribunal 
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En el mismo aspecto, resulta relevante la causa de improcedencia del 
juicio de amparo prevista en la fracción VII, del artículo 73, de la Ley de 
Amparo, de acuerdo con la cual no será procedente dicho medio contra los 
actos o resoluciones emitidos por los organismos y autoridades electorales, 
disposición que si bien evita el dictado de resoluciones contradictorias entre 
la jurisdicción constitucional ordinaria y la electoral, lo cierto es que tiene 
consecuencias desproporcionadas para los justiciables, máxime cuando ya 
se cuenta con esta última jurisdicción, por lo que es necesario proponer una 
reforma legal que más adelante se precisará.

Por lo que se refiere a la articulación vertical, la posición constitucional 
que asiste a la SCJN, como órgano jurisdiccional terminal del Estado mexi-
cano y órgano cúpula del Poder Judicial de la Federación, ha provocado que 
en la CPEUM se estime innecesario indicar la definitividad e inatacabilidad 
de sus resoluciones e, incluso, la improcedencia de un diverso medio de 
control respecto de lo que determine en los de su competencia; sin embar-
go, este principio se reproduce en los artículos 73, fracciones I y II, de la 
Ley de Amparo y 19, fracción I, del artículo 19 de la LR105. En cambio, al 
tratarse de las sentencias dictadas por las Salas del TEPJF en el acápite del 
párrafo cuarto del artículo 99 de la CPEUM, se establece que éstas serán 
definitivas e inatacables, lo cual da lugar a que en el artículo 10, párrafo 1, 
inciso g), de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Ma-
teria Electoral (LSMIME) se establezca la improcedencia de los medios de 
impugnación previstos en dicha Ley para impugnar resoluciones dictadas 
por las Salas del TEPJF.

Dicho mandato implica incluso que lo resuelto por estas Salas no puede 
ser materia de impugnación en una controversia constitucional o en un jui-
cio de amparo.

En cuanto a la fuerza jurídica de lo determinado en la jurisdicción cons-
titucional ordinaria respecto de las potestades de la jurisdicción constitucio-
nal electoral, debe tomarse en cuenta que en el párrafo séptimo del artículo 

mediante el Acuerdo General 5/2001, cuando en aquéllos y en una controversia constitu-
cional subsiste el análisis de constitucionalidad de una misma norma general, como sucede 
en el caso del Acuerdo General 14/2009 o, incluso, aplicando por analogía lo previsto en el 
citado artículo 37 para aplazar la resolución de amparos en revisión de los que conocen los 
Tribunales Colegiados de Circuito hasta en tanto la SCJN establece, en diversos amparos en 
revisión, jurisprudencia sobre las mismas disposiciones generales, acudiendo en este caso 
a la aplicación supletoria de lo previsto en el artículo 366 del Código Federal de Proced-
imientos Civiles, al tenor del cual “el proceso se suspenderá cuando no pueda pronunciarse 
la decisión, sino hasta que se pronuncie una resolución en otro negocio, y en cualquier otro 
caso especial determinado por la Ley”.
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99 de la CPEUM se establece la facultad del Pleno de la SCJN para determi-
nar el criterio que debe prevalecer cuando se dé una contradicción de tesis 
entre las sustentadas por el Pleno o las Salas de ésta y las Salas del TEPJF. 

En abono a lo anterior, el artículo 235 de la Ley Orgánica del Poder Ju-
dicial de la Federación (LOPJF) establece que la jurisprudencia del Pleno 
de la SCJN será obligatoria para las Salas del TEPJF cuando se refiera a la 
interpretación directa de un precepto de la CPEUM y en los casos que re-
sulte exactamente aplicable. Como se advierte, al desarrollar lo previsto en 
el artículo 94, párrafo octavo, de la CPEUM, el legislador federal estableció 
una especial fuerza vinculatoria a los criterios jurisprudenciales aprobados 
por el Pleno de la SCJN respecto de la jurisdicción electoral. Las bases de 
las veredas interpretativas que permiten fijar el alcance de estos preceptos 
serán objeto de análisis en el último apartado de este escrito.

Finalmente, otra disposición a considerar es la derivada de lo establecido 
en el artículo 10, párrafo 1, inciso f), de la LSMIME, en el cual se indica que 
los medios de impugnación previstos en ese ordenamiento serán improce-
dentes cuando en ellos se solicite, exclusivamente, la no aplicación de una 
norma general en materia electoral, cuya validez haya sido declarada por 
la SCJN, en los términos de la fracción II del artículo 105 de la CPEUM. 
Aun cuando esta disposición pareciera ser lo suficientemente clara, también 
resulta conveniente reflexionar con mayor detenimiento sobre su alcance.

Por otro lado, en cuanto a las relaciones existentes entre las jurisdiccio-
nes constitucionales nacional y las locales, si bien no existen en la CPEUM 
las bases para su adecuada articulación, lo que afecta el desempeño de la 
local, lo cierto es que ello no obsta para reconocer los beneficios que im-
plica el establecimiento de ésta,9 sin menoscabo de que resulte necesario 
profundizar sobre la problemática que genera la existencia de jurisdiccio-
nes constitucionales electorales en el ámbito local y los diversos medios de 
control de la jurisdicción constitucional nacional, lo que escapa a la materia 
del presente escrito.10

9		 Cfr. Penagos López, Esteban, “La actividad constitucional en las entidades federati-
vas”, en Ferrer Mac-Gregor, Eduardo y Molina Suárez, César, El juez constitucional en el 
siglo XXI, México, UNAM-SCJN, 2009, t. II, p. 40; así como Coello Cetina, Rafael, “El 
sistema de medios de control de la constitucionalidad en el Estado de Nayarit (Propuesta)”, 
en Madero Estrada, José Miguel (coord.), Estudios sobre la Constitución y el poder, México, 
Universidad Autónoma de Nayarit-Universidad del Valle de Matatipac, 2010, pp. 15-62.

10		 Un primer acercamiento a esta problemática se advierte en la tesis jurisprudencial del 
Pleno de la SCJN que lleva por rubro y datos de identificación: “amparo directo. procede 
contra las sentencias de la sala constitucional del tribunal superior de justi-
cia del estado de veracruz, en materia de derechos humanos, salvo tratándose 
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A pesar de lo anterior, debe señalarse que en el ámbito de la articulación 
vertical entre esas dos jurisdicciones, se ha estimado que, por su propia na-
turaleza, las sentencias dictadas en la jurisdicción local sí son impugnables 
en los medios de control de la constitucionalidad, nacionales debiendo ana-
lizarse, en todo caso, cuál o cuáles de ellos son los procedentes, tal como se 
ha reconocido en el caso de las sentencias dictadas en un juicio local para la 
protección de derechos fundamentales, como deriva de la tesis jurispruden-
cial recién referida al pie, en la cual se reconoce la procedencia del amparo 
directo contra las sentencias de la Sala Constitucional del Tribunal Superior 
de Justicia del Estado de Veracruz o como sucede en el caso del JRC que 
en términos de lo previsto en el artículo 86, párrafo primero, de la LSMI-
ME, es procedente para impugnar las resoluciones de las autoridades loca-
les competentes para resolver controversias que surjan con motivo de los 
comicios locales, con lo que expresamente se permite impugnar las senten-
cias de los tribunales electorales locales que pudieran realizar un ejercicio 
de control de la normativa electoral estatal confrontándola con lo previsto 
en la respectiva Constitución local.11

Son éstas las bases normativas que actualmente rigen la articulación de 
las jurisdicciones constitucionales del Estado Mexicano las que, como se 
verá a continuación, se estiman insuficientes para lograr su adecuado fun-
cionamiento, sin menoscabo de reconocer que tanto la SCJN como la Sala 
Superior del TEPJF realizan cada día más esfuerzos para evitar las conse-
cuencias de esa insuficiencia normativa.

En ese orden, a continuación se analizan las diversas definiciones que 
sobre lo electoral se han desarrollado por la jurisprudencia de la SCJN y se 
abordan algunos de los principales problemas de articulación que actual-
mente presentan las jurisdicciones constitucionales nacionales, la ordinaria 
y la electoral, con el objeto de proponer algunas modificaciones al marco 
jurídico aplicable y, en su caso, a determinados criterios jurisprudenciales, 

de cuestiones electorales” (Tesis: P./J. 68/2010, Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Novena Época, t. XXXII, agosto de 2010, p. 5), así como en Elizondo Gasperín, 
María Macarita, “Dweling banjos entre la Suprema Corte y el Tribunal Electoral”, Justicia 
Electoral, México, núm. 6, 2010, pp. 87-113, en el cual se refiere a la creación de la Sala 
Constitucional Electoral del Poder Judicial del Estado de Nayarit.

11		 De dicha atribución gozan el Tribunal Electoral del Estado de Durango (artículo 97, 
apartado A, de la Constitución del Estado), la Sala Constitucional-Electoral del Tribunal 
Superior de Justicia del Estado de Nayarit (artículo 91, párrafo último, de la Constitución 
del Estado) y el Tribunal Electoral del Poder Judicial del Estado de Tabasco (artículo 63 bis, 
párrafo cuarto, de la Constitución del Estado). 
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tomando en cuenta que para llevarlas a cabo resulta innecesario reformar el 
texto de la CPEUM.

III. La definición de lo electoral para la procedencia de los medios 
de control de la jurisdicción constitucional ordinaria 

Actualmente, en los artículos 73, fracción VII, de la Ley de Amparo y 19, 
fracción II, de la LR105, se establece, respectivamente, que el juicio de am-
paro es improcedente contra las resoluciones o declaraciones de los orga-
nismos y autoridades en materia electoral y que la controversia constitucio-
nal es improcedente contra normas generales o actos en materia electoral.

Para analizar estas causas, de improcedencia es importante recordar que 
conforme a los criterios del Pleno de la SCJN la definición de la materia 
electoral es diferente, si se atiende al contexto procesal dentro del cual se 
inserta; incluso, que son diversas a la derivada directamente del párrafo 
cuarto del artículo 99 constitucional, el cual al establecer que las resolucio-
nes del TEPJF son definitivas e inatacables implica la imposibilidad de que 
las determinaciones emitidas por ese órgano jurisdiccional sean impugna-
bles en algún medio de control de la constitucionalidad.

En ese tenor, con el objeto de sentar un panorama completo de la pro-
blemática, es conveniente precisar cuál es el alcance que se ha dado al con-
cepto de materia electoral utilizado en la regulación que rige a la acción de 
inconstitucionalidad, a la controversia constitucional y al juicio de amparo.

1. La materia electoral para efectos de la acción de inconstitucionalidad

Si se trata de la acción de inconstitucionalidad debe tomarse en cuenta 
que en el artículo 105, fracción II, párrafos segundo, inciso f) y tercero, de 
la CPEUM, se alude a las leyes electorales con el objeto de precisar, por una 
parte, el tipo de normas generales impugnables por los partidos políticos y, 
por otra parte, para limitar la impugnación de la constitucionalidad de ese 
tipo de normas generales únicamente a ese medio de control. Ante ello, el 
Pleno de la SCJN, al resolver la acción de inconstitucionalidad 10/1998,12 

12		 De esta ejecutoria derivan las tesis que llevan por rubro, texto en lo conducente y 
datos de identificación: “acción de inconstitucionalidad. materia electoral para 
los efectos del procedimiento relativo. [...] Se llega al convencimiento de que las 
normas generales electorales no sólo son las que establecen el régimen normativo de los 
procesos electorales propiamente dichos, sino también las que, aunque contenidas en or-
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estableció un concepto amplio de lo que debe entenderse por “leyes electo-
rales”, si se considera que son aquellas que establecen el régimen normativo 
de los procesos electorales propiamente dichos, así como las que, aunque 
contenidas en ordenamientos distintos de una ley o código electoral, regu-
lan aspectos vinculados directa o indirectamente con los procesos electorales 
o que deben influir en ellos de una manera o de otra.13 Incluso, atendiendo 
al concepto de leyes electorales para efectos de la procedencia de una ac-
ción de inconstitucionalidad, el Pleno14 ha aceptado que encuadran dentro 

denamientos distintos a una ley o código electoral sustantivo, regulan aspectos vinculados 
directa o indirectamente con dichos procesos o que deban influir en ellos de una manera o 
de otra, como por ejemplo, distritación o redistritación, creación de órganos administrativos 
para fines electorales, organización de las elecciones, financiamiento público, comunicación 
social de los partidos, límites de las erogaciones y montos máximos de aportaciones, deli-
tos y faltas administrativas y sus sanciones. Por lo tanto, esas normas pueden impugnarse 
a través de la acción de inconstitucionalidad […]” (Tesis: P./J. 25/99, Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. IX, abril de 1999, p. 255) y “acción de 
inconstitucionalidad. la ley del servicio profesional electoral del estado de 
nuevo león es de naturaleza electoral, y el procedimiento para impugnarla 
por la vía mencionada se rige por las disposiciones específicas que prevé la ley 
reglamentaria de las fracciones i y ii del artículo 105 de la constitución polí-
tica de los estados unidos mexicanos. [...] Atento a lo anterior, las disposiciones de 
la ley impugnada que ve lo relativo a la organización, operación y desarrollo del servicio 
profesional electoral y al personal de la Comisión Estatal Electoral, sí constituyen normas 
que trascienden directa o indirectamente en los procesos electorales, pues dan efectividad 
a las disposiciones de la Ley Electoral del Estado en lo concerniente a la Comisión Estatal 
Electoral que participa directamente en el desarrollo de dichos procesos, lo que confirma el 
hecho de que la ley que rige el servicio profesional electoral y a la citada comisión, sí es 
de naturaleza electoral y, por tanto, rigen al efecto las disposiciones específicas que para 
este tipo de asuntos prevé la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del artículo 105 de 
la Constitución Federal, máxime que la fracción II de este último artículo no hace distingo 
entre las disposiciones electorales para efectos de la tramitación que deba dársele a la acción 
de inconstitucionalidad, por razón de su contenido o materia específica que regulan, (Tesis: 
P./J. 26/99, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. IX, abril de 
1999, p. 252).

13		 Entre los precedentes recientes destaca la tesis del Pleno de la SCJN que lleva por 
rubro y datos de identificación: “acción de inconstitucionalidad. es procedente la 
promovida por un partido político contra normas que faculten a un congreso 
local a designar concejos municipales entre periodos regulares de gobierno” 
(Tesis: P./J. 54/2010, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. 
XXXI, abril de 2010, p. 1485).

14		 Al respecto, destaca la tesis derivada de la acción de inconstitucionalidad 30/2001, 
promovida por los partidos políticos de la Revolución Democrática y Convergencia por 
la Democracia, la cual lleva por rubro, texto en lo conducente y datos de identificación: 
“acción de inconstitucionalidad. los artículos 69 de la constitución y 78 de la 
ley orgánica del poder judicial, ambas del estado de jalisco, son de naturaleza 
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de aquél los actos formalmente legislativos que regulan la integración de 
un Tribunal Electoral, lo que dio lugar a que se analizara la validez norma-
tiva de esa naturaleza en un medio de control de esa índole y que el proce-
dimiento respectivo se rigiera por las reglas establecidas para ese tipo de 
acciones en la LR105.

En relación con este criterio jurisprudencial debe tomarse en cuenta que 
se refiere específicamente a la interpretación del inciso f) de la fracción II 
del artículo 105 de la CPEUM, es decir, a determinar cuáles son las leyes 
electorales que los partidos políticos pueden impugnar mediante una acción 
de inconstitucionalidad, lo que permite comprender la fijación de un con-
cepto amplio que permita un mayor ámbito de tutela a dicho medio de control 
y una mayor eficacia a la legitimación de los partidos políticos para acudir 
a éste.

Ello, pues al tratarse de una norma constitucional que regula los alcances 
de la legitimación para acudir a un medio de control de la constituciona-
lidad, que atiende al derecho fundamental de acceso efectivo a la justica 
garantizado en el artículo 17 de la CPEUM, lógico resulta arribar a una 
interpretación favorable a la procedencia de ese medio de control, de tal 
suerte que dentro del concepto de leyes electorales —para efectos de la 
procedencia de una acción de inconstitucionalidad— se incluyan todos los 
actos formal y materialmente legislativos que directa o indirectamente tras-
cienden al ejercicio de los derechos político-electorales.

Por ello, dentro de este concepto pueden encuadrar leyes que regulan el 
nombramiento, suspensión o remoción de los titulares de las autoridades u 

electoral, por lo que el procedimiento para impugnarlos por esa vía se rige por 
las disposiciones específicas que prevé la ley reglamentaria de las fracciones i 
y ii del artículo 105 de la constitución federal (decreto publicado en el periódi-
co oficial del estado de jalisco de diecisiete de julio de dos mil uno). Los artículos 
citados establecen, respectivamente, que el Tribunal Electoral del Estado de Jalisco es el ór-
gano jurisdiccional competente para resolver las controversias en dicha materia, guardando 
autonomía en sus funciones e independencia en sus decisiones y contando con un cuerpo de 
magistrados y secretarios […]. En tal sentido, las aludidas normas son de naturaleza elec-
toral, toda vez que así lo considera el artículo 116, fracción IV, inciso c), de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos cuando se refiere a la autonomía e independencia 
en las decisiones de las autoridades jurisdiccionales que resuelvan las controversias en esa 
materia, y que trasciende directa e indirectamente en los procesos electorales, por lo que 
para efectos de su impugnación, a través de la acción de inconstitucionalidad, deben aplicar-
se, en principio, las reglas específicas que para ese tipo de asuntos prevé la Ley Reglamen-
taria de las Fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Federal” (Tesis: P./J. 5/2002, 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XV, febrero de 2002, p. 
553).
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órganos electorales, sean administrativas o jurisdiccionales, las relaciones 
de dichos órganos con sus trabajadores, su régimen de responsabilidades 
administrativas e incluso los delitos en materia electoral, siendo irrelevante 
para esta definición de leyes electorales si sus actos de aplicación son im-
pugnables o no en la jurisdicción electoral, pues tal circunstancia no puede 
limitar la procedencia de la acción de inconstitucionalidad, ya que es ajena 
a sus fines de tutela abstracta de la CPEUM, es decir, con independencia del 
interés que asista al promovente de ese medio, ya que la legitimación para 
hacerlo valer se confiere en la regulación procesal respectiva, atendiendo a 
la naturaleza o funciones del accionante.

Situación diferente es la del párrafo tercero de la fracción II del artículo 
105 constitucional, en el cual se establece que “la única vía para plantear 
la no conformidad de las leyes electorales a la Constitución es la prevista 
en este artículo”, ya que aun cuando se trata de una diversa referencia al 
concepto “leyes electorales” realizada en la misma fracción de un mismo 
precepto constitucional, lo cierto es que al tratarse de una norma restrictiva 
del derecho fundamental de acceso a la justicia, lógico resulta arribar a una 
diferente interpretación de ese concepto.

Para determinar el alcance de esta restricción, es importante tomar en 
cuenta el ámbito competencial de la jurisdicción de las Salas del TEPJF, ya 
que la limitante constitucional en comento de ninguna manera tuvo como 
finalidad restringir el derecho de los justiciables para controvertir la validez 
de leyes que aun cuando pueden trascender a lo electoral, lo cierto es que 
al no corresponder a la materia electoral directa su aplicación tiene lugar en 
actos de autoridad que no son controvertibles ante la jurisdicción electoral, 
sino en otras de diversa naturaleza, pues de lo contrario se hubiera limitado 
la procedencia de la impugnación de leyes que no rigen un proceso electoral 
ni son aplicables por autoridades que desempeñan funciones materialmen-
te electorales, como sucede en el caso de los juicios penales sobre delitos 
electorales o los procedimientos de responsabilidad administrativa de los 
servidores públicos que integran autoridades electorales. 

En abono a lo anterior, debe tomarse en cuenta lo señalado en el párra-
fo sexto del artículo 99 de la CPEUM, el cual señala “sin perjuicio de lo 
dispuesto por el artículo 105 de esta Constitución, las salas del Tribunal 
Electoral podrán resolver la no aplicación de leyes sobre la materia electo-
ral contrarias a la presente Constitución. Las resoluciones que se dicten en 
el ejercicio de esta facultad se limitarán al caso concreto sobre el que verse 
el juicio. En tales casos la Sala Superior informará a la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación”.
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Cabe señalar que las consecuencias de esta atribución de las Salas del 
TEPJF pueden ser múltiples15 y, por lo que se refiere a las leyes electorales 
inimpugnables en una vía diversa a la acción de inconstitucionalidad, des-
taca que si entre los fines de la reforma constitucional que confirió dicha 
facultad a las Salas del TEPJF se refirió al fortalecimiento de dicho Tribunal 
y, por ende, a no limitar las defensas de los justiciables, por lo que debe con-
cluirse que las leyes electorales que únicamente pueden controvertirse en la 
acción de inconstitucionalidad son aquéllas cuya inaplicación pueden de-
terminar dichas Salas, es decir, las que regulan los actos que son materia 
de impugnación en la jurisdicción electoral, lo cual permite considerar a las 
normas que rigen éstos como disposiciones generales de la materia electo-
ral directa y a las restantes que inciden en lo electoral, pero que rigen actos 
que no son controvertibles en la jurisdicción electoral, como disposiciones 
generales de la materia electoral indirecta.

En ese tenor, tomando en cuenta lo previsto en el artículo 99 constitu-
cional, resulta indiscutible que los actos formal y materialmente legislati-
vos que regulan los delitos en materia electoral o las faltas administrativas 
de los servidores públicos de los institutos electorales, federal o locales, al 
aplicarse en actos que no pueden ser materia de análisis en la jurisdicción 
electoral, no encuadran en el concepto de leyes electorales impugnables, 
únicamente en la acción de inconstitucionalidad, ya que no son materia 
electoral directa. Por ello, en los medios de control de la constitucionalidad 
procedentes contra sus respectivos actos de aplicación, generalmente el jui-
cio de amparo, ya sea contra la sentencia definitiva dictada por un juzgador 
penal respecto de un delito electoral o por una Sala del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, al reconocer la validez de la sanción por 
responsabilidad administrativa impuesta a un servidor público del Instituto 
Federal Electoral en términos de lo previsto en el artículo 387 del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales (COFIPE), se podrá 
cuestionar la validez de las leyes que prevén delitos electorales o incluso lo 
indicado en los artículos del 381 al 387 del propio COFIPE.

15		 Entre otras: 1) establecer una excepción a la inimpugnabilidad de leyes electorales en 
vía diversa a la acción de inconstitucionalidad; 2) el reconocimiento de que en nuestro siste-
ma constitucional el control difuso no existe y, por ende, para inaplicar leyes por estimarlas 
inconstitucionales se requiere de atribución expresa, y 3) la posibilidad de que al analizar la 
validez de un proceso electoral se afecten los principios de certeza y equidad al estimar incon-
stitucional una ley a la que se sometieron los partidos contendientes desde el inicio de dicho 
proceso.
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En cambio, la regulación que rige las relaciones laborales de las auto-
ridades electorales se encuentra en una situación peculiar, ya que al ser 
competente el TEPJF para conocer de los conflictos de trabajo entre este 
Tribunal o el IFE y sus trabajadores, las resoluciones que emita al respecto 
serán inatacables mediante el juicio de amparo, tal como lo determina el 
artículo 99, párrafo cuarto, fracciones VI y VII, de la CPEUM, a diferencia 
de lo que sucede con la regulación que rija las relaciones de esa naturaleza 
entre los institutos y los tribunales electorales locales y sus trabajadores, en 
virtud de que los fallos emitidos por los órganos competentes para dirimir 
los conflictos que surjan entre ellos sí serán impugnables en amparo.16 Es 
cierto que en el primer supuesto la imposibilidad de controvertir las leyes 
laborales respectivas tiene su origen en la referida causa de improcedencia 
prevista en sede constitucional y no precisamente porque el ordenamiento 
respectivo tenga naturaleza electoral; sin embargo, debe reconocerse que, 
en principio, la validez de la ley y demás normativa laboral que rija las re-
laciones entre las autoridades electorales federales y sus trabajadores, úni-
camente será impugnable con motivo de su aplicación ante la jurisdicción 
constitucional electoral y con motivo de su entrada en vigor a través de la 
acción de inconstitucionalidad, incluso bajo el concepto de “ley electoral”, 
si ésta fuera promovida por un partido político.

En situación intermedia se encuentran las normas generales que rigen 
la integración, suspensión y permanencia de los titulares de los institutos 
electorales y de los tribunales electorales de los Estados, pues como se ana-
lizará en el siguiente capítulo de este escrito, constitucionalmente resulta 
cuestionable que el análisis de los actos de aplicación de esa normativa sea 
de la competencia de la jurisdicción electoral, al no tratarse de regulación 
relacionada con los derechos político-electorales de los ciudadanos.

Por tanto, es posible sostener que las leyes electorales impugnables úni-
camente en la acción de inconstitucionalidad, son las que regulan los actos 
materia de impugnación en la jurisdicción electoral, las que únicamente 
pueden cuestionarse en ese medio de control con motivo de su publicación 
o en la jurisdicción electoral en virtud de su aplicación y a las cuales se pue-
de considerar como integrantes de la materia electoral directa.

16		 Así deriva de la tesis de la SCJN que lleva por rubro y datos de identificación: “tribu-
nal electoral del distrito federal. las resoluciones que pronuncie en conflic-
tos laborales que se susciten entre el instituto electoral del distrito federal 
y sus servidores, si bien son definitivas e inatacables en la vía ordinaria, pueden 
ser combatidas por medio del juicio de amparo” (Tesis: 2a./J. 73/2003, Semanario Ju-
dicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XVIII, septiembre de 2003, p. 579).
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En ese tenor, es posible considerar que el Poder Revisor de la Constitu-
ción estableció un sistema de impugnación de las leyes que trascienden a 
lo electoral basado en un criterio esencialmente formal más que material, 
ya que con motivo de su entrada en vigor todas ellas serán cuestionables 
mediante la acción de inconstitucionalidad y ante su aplicación serán im-
pugnables; únicamente en la jurisdicción constitucional electoral todas las 
que rijan los actos materia de impugnación en esta jurisdicción, y en el jui-
cio de amparo o en la controversia constitucional las que regulen actos que 
aun cuando trascienden a lo electoral, conforme al marco constitucional no 
son impugnables en la jurisdicción electoral, por lo que corresponden a la 
materia electoral indirecta, ubicándose en esta categoría ejemplos claros y 
otros discutibles.

2. La materia electoral para efectos de la controversia constitucional

En el artículo 105, párrafo primero y fracción I, de la CPEUM, se indica: La 
Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale 
la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: I. De las controversias cons-
titucionales que, con excepción de las que se refieren a la materia electoral y 
a lo establecido en el artículo 46 de esta Constitución, se susciten entre […]. 

En relación con esta disposición, conviene precisar que conforme al sis-
tema procesal actual constituye una regla de procedencia de la controversia 
constitucional y no una regla de competencia. Ello porque de presentarse 
un juicio de esa naturaleza contra un acto en materia electoral, la determi-
nación adoptada será de improcedencia, no de incompetencia, ya que el 
legislador ordinario así lo interpretó en la fracción II, del artículo 19, de la 
LR105, al establecer que constituye una causa de improcedencia de ese tipo 
de juicios, la impugnación de normas generales o actos en materia electo-
ral; interpretación que se inserta en un marco jurídico que carece de reglas 
para atender y resolver, en aras de tutelar el derecho de acceso efectivo a la 
justicia, problemas de competencia entre medios de control de la constitu-
cionalidad que correspondan a diversa jurisdicción. 

En ese contexto normativo se advierte que el uso del vocablo “materia 
electoral” tiene como finalidad restringir la procedencia de ese medio de 
control, por lo que su interpretación debe llevar también a una conclusión 
que no limite el derecho de acceso efectivo a la justicia más allá de los fines 
del legislador constitucional.



EL JUICIO DE AMPARO. A 160 AÑOS DE LA PRIMERA SENTENCIA196

En ese orden de ideas, desde la controversia 49/2005, promovida por el 
Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Jalisco contra el acuerdo le-
gislativo del Congreso del propio Estado, mediante el cual se resolvió la 
imposibilidad de llevar a cabo el procedimiento para la ratificación de los 
magistrados del Tribunal Electoral de ese Estado, resuelta el 27 de enero de 
2007, ya se advertía el establecimiento de un concepto de materia electoral 
diverso al fijado para efectos de las acciones de inconstitucionalidad, dado 
que al estudiar la improcedencia planteada por el Congreso demandado, en 
el considerando Quinto del citado fallo, se sostuvo que el acto impugnado 
no corresponde a la materia electoral, ya que no se trata de actos propios de 
un proceso electoral.

Más adelante, el 16 de agosto de 2007, al resolver la controversia cons-
titucional 114/2006, el Pleno sostuvo que para definir cuando se está en 
presencia de un acto en materia electoral para efectos de la controversia 
constitucional, debe evitarse la aplicación automática de definiciones de-
sarrolladas respecto de otros medios de control, considerándose que para 
determinar si en un juicio de controversia constitucional se impugna un acto 
en materia electoral debe verificarse: 1) que en la demanda no se impugnen 
leyes electorales conforme al concepto fijado para efectos de las acciones 
de inconstitucionalidad; 2) superado este primer criterio debe comprobar-
se que en la demanda de controversia constitucional no se impugnan actos 
cuyo conocimiento corresponde a las autoridades jurisdiccionales electora-
les, es decir, verificar que no se trata de actos que se inscriban en la materia 
electoral directa, y 3) revisar que se satisfagan los demás requisitos de pro-
cedencia de la controversia constitucional. 

En el citado fallo se concluye que las controversias que se susciten en el 
ámbito de lo electoral —sólo en sentido indirecto—, por lo regular involu-
cran a sujetos distintos de los que contienden en los juicios electorales, por 
lo que sí pueden ser conocidas por la SCJN, poniéndose especial énfasis en 
que este criterio se sitúa en un punto intermedio entre la definición amplia 
de materia electoral aplicable en acciones de inconstitucionalidad y la de-
finición estricta aplicable en materia de amparo.17 Conforme a este criterio, 
una controversia constitucional no será procedente contra una ley electoral 
pero sí contra sus actos de aplicación cuando éstos no se refieran a actos 

17		 De esta sentencia deriva la tesis jurisprudencial que lleva por rubro y datos de iden-
tificación: “materia electoral. definición de ésta para efectos de la procedencia 
de la controversia constitucional” (Tesis: P./J. 125/2007, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XXVI, diciembre de 2007, p. 1280).
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cuyo conocimiento corresponde a la jurisdicción electoral, es decir, a la 
materia electoral directa.

La relevancia de este criterio estriba en determinar que la improcedencia 
de la controversia constitucional contra actos concretos en materia electoral 
únicamente puede presentarse cuando dichos actos sean impugnables en la 
jurisdicción electoral, lo que exige a la SCJN analizar minuciosamente los 
supuestos de procedencia de los medios que conforman esta jurisdicción, 
con lo que se evita, en cierta medida, dejar en estado de indefensión a los 
promoventes de la controversia respectiva cuando el acto reclamado no sea 
impugnable a través de esos medios, aun cuando ello no se logre cuando 
éste sí sea electoral, pues indefectiblemente deberá desecharse o sobreseer-
se en la controversia constitucional, cuestión que no acontecería con la pro-
puesta que más adelante se realiza.

A pesar de lo anterior, sin menoscabo de reconocer el relevante aporte de 
este criterio, se estima necesario matizarlo, ya que como se precisó párrafos 
atrás, el concepto de leyes electorales fijado para efectos de la procedencia 
de la acción de inconstitucionalidad —el cual trasciende la regulación que 
rige el ejercicio de derechos político-electorales incluyendo toda normativa 
legal que incida en lo electoral— es diverso al concepto de leyes en mate-
ria electoral impugnables únicamente en ese medio de control, por lo que 
pueden suscitarse actos de aplicación de normativa que, aun cuando pudie-
re ser impugnable como electoral por un partido político en una acción de 
inconstitucionalidad, lo cierto es que al aplicarse, por no haberse cuestio-
nado o invalidado previamente en un medio de esta índole, y no regular un 
acto materia de impugnación en la jurisdicción electoral, corresponden a 
la materia electoral indirecta y sí pueden cuestionarse en una controversia 
constitucional.18 De sostenerse el criterio antes reseñado, la validez de estas 

18		 Conforme a lo sostenido en este párrafo, se estima discutible el criterio plasmado en 
la tesis de la Primera Sala que lleva por rubro, texto en lo conducente y datos de identifica-
ción: “controversia constitucional. es improcedente contra normas electora-
les, aun cuando su inconstitucionalidad pretenda sostenerse en aspectos presu-
puestarios. En términos de los artículos 105, fracción I, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y 19, fracción II, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II 
del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las controver-
sias constitucionales son improcedentes contra normas o actos en materia electoral. En ese 
sentido, si se impugnan preceptos que regulan aspectos como la duración en el cargo de los 
Consejeros Electorales; su renovación escalonada; el procedimiento para su elección, sus-
titución y remuneración; las reglas relativas a los cargos que podrán o no ocupar durante y 
después del plazo para el que fueron electos; así como previsiones del financiamiento de los 
partidos políticos, es indudable que al ser normas relacionadas con la materia electoral, tal 
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normas generales no podría cuestionarse ni en la jurisdicción constitucional 
electoral ni mediante una controversia constitucional o un juicio de amparo. 

Así, verbigracia, en el caso de un magistrado de un Tribunal Electoral 
incorporado a un Poder Judicial local, si el órgano legislativo de la entidad 
federativa decidiera no evaluarlo para efectos de resolver sobre su ratifica-
ción, aplicando una reforma legislativa que hubiere eliminado el sistema 
respectivo, no podría desconocerse que si bien dicha reforma encuadraría 
en el concepto de “ley electoral” para efectos de la procedencia de una ac-
ción de inconstitucionalidad, lo cierto es que al tratarse de regulación de la 
materia electoral, indirecta, el respectivo acto de aplicación no sería impug-
nable en la jurisdicción electoral ya que no implicaría afectación alguna a 
un derecho político-electoral ni incidiría sobre las bases constitucionales 
que rigen el desempeño de las autoridades que organizan y califican los 
comicios o resuelven las controversias que surjan en ellos, ni sería un acto 
emitido dentro de un procedimiento cuya finalidad sea dar cauce al ejercicio 
de los derechos político-electorales, por lo cual no sería un acto impugnable 
en la jurisdicción electoral, como se profundizará en el siguiente capítulo de 
este escrito. Además, dicho acto sí afectaría la esfera del Poder Judicial y la 
esfera jurídica del magistrado en comento.

Por ello, se estima que la controversia constitucional es improcedente 
para impugnar disposiciones generales que encuadren en el concepto am-
plio de leyes electorales para efectos de la procedencia de la acción de in-
constitucionalidad o respecto de sus actos de aplicación, cuando se trate de 
normas generales que regulen actos impugnables en la jurisdicción electo-
ral, es decir, los que regulan la materia electoral directa, bien sea por que 
afectan derechos político-electorales, tanto las condiciones para su ejercicio 
como los procedimientos para ello, o bien desarrollan las bases constitucio-
nales que rigen el desempeño de las autoridades que organizan y califican 
los comicios o resuelven las controversias que surjan en ellos. 

impugnación resulta improcedente a través de una controversia constitucional, aun cuando 
los argumentos de invalidez se hagan consistir en aspectos presupuestarios, de gasto público 
o de ingresos del Estado […]”(Tesis: 1a. C/2010, Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, t. XXXII, agosto de 2010, p. 1751). En relación con este criterio se 
estima discutible sostener la improcedencia de la controversia constitucional contra leyes 
que regulan aspectos relacionados con la integración de las autoridades electorales, pues 
como se precisará en apartado posterior, pudiera sostenerse que los actos de aplicación de 
esa normativa, conforme al marco constitucional aplicable, no son de la competencia del 
TEPJF.
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En consecuencia, la controversia constitucional sí es procedente para im-
pugnar normas generales que incidan en lo electoral de manera indirecta, 
con motivo de su entrada en vigor o de su aplicación, al tratarse de normati-
va que rige actos no impugnables en la jurisdicción constitucional electoral.

3. La materia electoral para efectos del juicio de amparo

De especial relevancia resulta analizar lo establecido en los criterios de 
la SCJN en cuanto a la improcedencia del juicio de amparo contra resolu-
ciones o declaraciones de los organismos y autoridades en materia electo-
ral, prevista en la fracción VII, del artículo 73, de la Ley de Amparo. 

En relación con esta limitante, en primer lugar debe recordarse que al 
tenor de lo previsto en la fracción II, párrafo tercero, del artículo 105 de 
la CPEUM, la única vía para plantear la inconstitucionalidad de las leyes 
electorales es la acción de inconstitucionalidad, por lo que al atender a su 
alcance fijado anteriormente, el juicio de amparo será improcedente contra 
disposiciones generales con rango de ley y respecto de sus actos de aplica-
ción cuando éstos puedan ser impugnables en la jurisdicción constitucional 
electoral, es decir cuando se refieran a la materia electoral directa, como son 
las que regulen derechos político-electorales, es decir tanto las condiciones 
para su ejercicio como los procedimientos para ello, o bien desarrollen las 
bases constitucionales que rigen las funciones de las autoridades que orga-
nizan y califican los comicios o resuelven las controversias que surjan en 
ellos. 

Por ello, el juicio de amparo sí será procedente para impugnar normas 
generales que sólo inciden indirectamente en lo electoral19 dentro de las que 

19		 Un ejemplo de la impugnación de leyes que inciden indirectamente en lo electoral, por 
lo que alcanzan a ser cubiertas por el concepto de leyes electorales para efectos de la legi-
timación de los partidos políticos para promover acciones de inconstitucionalidad, pero no 
en cuanto a la restricción consistente en que únicamente pueden ser impugnables en esa vía, 
son las que regulan la integración, permanencia y remoción de los integrantes de institutos 
electorales y tribunales electorales, de lo cual es revelador la tesis de la Segunda Sala de la 
SCJN que lleva por rubro y datos de identificación: “amparo contra normas electora-
les. procede excepcionalmente cuando se afectan garantías individuales, como 
cuando se prohíbe la ratificación o reelección de magistrados de justicia elec-
toral” (Tesis: 2a. XLVI/2008, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, t. XXVII, mayo de 2008, p. 223). Este criterio se comparte en su conclusión relativa 
a la procedencia del amparo contra ese tipo de normas generales, aun cuando no respecto 
a la consideración relativa a que ello es así porque se hacen valer violaciones de garantías 
individuales, pues como se precisará más adelante en este escrito, ello no hace procedente el 
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se ubican las que aun cuando se insertan en leyes formalmente electorales,20 
materialmente no son de esa naturaleza. 

En cuanto a los actos concretos en materia electoral, bien sea jurisdic-
cionales o administrativos, en estrecha relación con lo antes concluido, el 
juicio de amparo será improcedente21 respecto de los actos de autoridad 
que guarden relación con el ejercicio de los derechos político-electorales 
o bien sean resultado del ejercicio de las facultades derivadas de las bases 

amparo, ya que si se impugnan leyes que inciden en la materia electoral directa o sus actos 
de aplicación, es decir las que regulan el ejercicio de los derechos político-electorales o el 
desempeño de las autoridades encargadas de organizar y calificar comicios o de resolver los 
conflictos que surjan en éstos, el amparo será improcedente aunque se hagan valer violacio-
nes a garantías individuales.

20		 Como ejemplo de este tipo de leyes destaca la referida en la tesis jurisprudencial que 
lleva por rubro y datos de identificación: “código electoral del distrito federal. el 
artículo 272, vigente hasta el 19 de octubre de 2005, es de naturaleza laboral, 
aunque forma parte de aquél” (Tesis: 2a./J. 181/2005, Semanario Judicial de la Fede-
ración y su Gaceta, Novena Época, t. XXIII, febrero de 2006, p. 658). 

21		 Véase la tesis aislada del Pleno de la SCJN que lleva por rubro y texto: “AMPARO. 
es improcedente cuando se impugnan normas, actos o resoluciones de contenido 
materialmente electoral o que versen sobre derechos políticos. De la interpreta-
ción de la fracción VII del artículo 73 de la Ley de Amparo, que establece la improcedencia 
del juicio de garantías contra resoluciones o declaraciones de los organismos y autoridades 
en materia electoral, así como de los artículos 41, 94, 99, 103 y 105, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que contienen, por un lado, el sistema 
integral de justicia en materia electoral, que permite impugnar leyes electorales vía acción 
de inconstitucionalidad, así como los actos o resoluciones en materia electoral ante el Tri-
bunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y, por el otro, el juicio de amparo como 
una garantía constitucional procesal que tiene por objeto la protección o salvaguarda de los 
derechos fundamentales de los individuos frente a los actos de autoridad o las leyes, se con-
cluye que la improcedencia del juicio de amparo no surge sólo por el hecho de que la norma 
reclamada se contenga en un ordenamiento cuya denominación sea electoral, o porque el 
acto o resolución provenga de una autoridad formalmente electoral, ni mucho menos de lo 
argumentado en los conceptos de violación de la demanda, sino por el contenido material 
de la norma, acto o resolución, es decir, es necesario que ese contenido sea electoral o verse 
sobre derechos políticos, pues en esos supuestos la norma, acto o resolución están sujetos 
al control constitucional, esto es, a la acción de inconstitucionalidad si se trata de normas 
generales, o a los medios de impugnación del conocimiento del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación en el caso de actos o resoluciones. Se exceptúan de lo anterior 
las resoluciones pronunciadas por el mencionado tribunal en los asuntos de su competen-
cia, contra las cuales el juicio de amparo siempre es improcedente, independientemente del 
contenido material de dichas resoluciones, aun cuando no verse estrictamente sobre materia 
electoral, ya que en este caso la improcedencia deriva del artículo 99 constitucional, confor-
me al cual las resoluciones dictadas por el citado Tribunal en los asuntos de su competencia 
son definitivas e inatacables” (Tesis: P. LX/2008, Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, t. XXVIII, septiembre de 2008, p. 5).
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constitucionales que rigen el desempeño de las autoridades que organizan y 
califican los comicios o resuelven las controversias que surjan en ellos, sin 
que ésta improcedencia se supere por la naturaleza de los derechos funda-
mentales, cuya violación se haga valer en la demanda de garantías, por lo 
que ese juicio podrá ser procedente contra resoluciones de las autoridades 
electorales22 cuando éstas no sean impugnables ante la jurisdicción consti-
tucional electoral.

Cabe señalar que esta definición sobre actos concretos de autoridades 
electorales respecto de los cuales es improcedente el juicio de amparo se 
extrae, incluso, de los principales pronunciamientos emitidos en los últimos 
años por el Pleno y la Segunda Sala de la SCJN, sin reproducir algunos ele-
mentos fijados en los fallos respectivos que pudieran estimarse discutibles y 
respecto de los cuales es necesario realizar algunas precisiones.

En principio, importa precisar que encuadran dentro de los actos mate-
rialmente electorales aquellos emitidos por las autoridades electorales que 
trasciendan a los derechos políticos electorales, es decir, a los derechos de 
votar, ser votado, afiliarse a los partidos políticos y asociarse individual 
y libremente en forma pacífica en asuntos políticos, debiendo tomarse en 
cuenta que existen otros derechos políticos, de carácter fundamental al estar 
contemplados en la propia CPEUM, que asisten a los ciudadanos y que no 
son electorales, como el indicado en la fracción II, del artículo 35 constitu-
cional, en cuanto a poder ser nombrado para cualquier empleo o comisión, 
distinción23 respecto de la cual se profundizará en el siguiente capítulo de 
este escrito y que resulta relevante, en tanto que la causa de improcedencia 
prevista en la fracción VII, del artículo 73, de la Ley de Amparo, no guarda 
relación alguna con los actos en los que se afecte el referido derecho polí-
tico no electoral.

22		 Como ejemplo de resoluciones de autoridades electorales que sí pueden impugnarse 
en amparo, destaca la referida en la tesis que lleva por rubro y datos de identificación: “tri-
bunal electoral del distrito federal. las resoluciones definitivas o que ponen 
fin al juicio, dictadas en los procedimientos especiales relativos a conflictos 
laborales entre el propio tribunal y sus servidores, son impugnables a través 
del juicio de amparo directo” (Tesis: .11o.T.4 L, Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Novena Época, t. XV, enero de 2002, p. 1382).

23		 Cabe señalar que esta distinción pareciera no tomarse en cuenta en la tesis P. LX/2008, 
del Pleno de la SCJN antes transcrita, ya que refiere en general a derechos políticos; sin 
embargo, de la lectura integral de dicha tesis se advierte que conceptualiza a los derechos 
políticos como los tutelables ante la jurisdicción del TEPJF, por lo que finalmente puede 
sostenerse que en ese criterio no se aludió a la improcedencia del amparo contra actos de 
autoridad que afecten derechos políticos diversos a los electorales.
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El otro criterio para determinar cuándo se está en presencia de un acto en 
materia electoral, consiste en precisar cuáles son las bases constitucionales 
que rigen el acceso a los cargos públicos por la vía de la elección popular, 
elemento que ha tomado en cuenta la Segunda Sala de la SCJN al resolver 
los amparos en revisión 400/2010 y 515/2010, el 7 de julio de 2010 y el 2 de 
marzo 2011, respectivamente, para concluir que es improcedente el juicio 
de amparo promovido, en el primero de esos asuntos, contra diversos pre-
ceptos de la Ley Federal de Radio y Televisión, y en el segundo, del Regla-
mento de Acceso a Radio y Televisión en Materia Electoral, concluyéndose 
que en ambos supuestos se trata de normativa materialmente electoral, ya que 
regula el régimen de acceso a radio y televisión de los partidos políticos 
que deriva de la base III del artículo 41 constitucional.

Importa señalar que el Pleno de la SCJN, en los fallos dictados el 16 de 
agosto de 2005 en el amparo en revisión 743/2005 y el 11 de marzo de 2008 
en el amparo en revisión 1043/2007, brindó algunos elementos para deter-
minar lo que debe entenderse por materia electoral. En el primer caso, se 
consideró como materia electoral, en vía de ejemplo, las cuestiones relativas 
a la regulación de los partidos políticos en cuanto a financiamiento, estatutos, 
control, vigilancia, acceso a medios de comunicación, así como la regulación 
de agrupaciones políticas en lo relativo a su participación en lo estrictamente 
electoral o bien en el proceso electoral (distritación, integración y ubicación 
de casillas, medios de impugnación, entre otros), precisándose que para la 
tutela de esos aspectos se estableció en la CPEUM una jurisdicción electoral.

En el segundo de dichos asuntos, al igual que en los referidos amparos 
en revisión 400/2010 y 515/2010 resueltos por la Segunda Sala, se incluye-
ron dentro de los actos en materia electoral inimpugnables en el juicio de 
amparo los aspectos vinculados directa o indirectamente con los procesos 
electorales o que deban influir en ellos de una u otra manera, tales como 
las cuestiones organizativas, administrativas y de otra índole, es decir, las 
funciones de las autoridades electorales y la creación de los órganos admi-
nistrativos para fines electorales, la organización de las elecciones, finan-
ciamiento público, comunicación social de los partidos, límites a las eroga-
ciones y montos máximos de aportaciones, delitos, faltas administrativas y 
sus sanciones, distritación o redistritación.

En relación con esta definición de actos o resoluciones en materia elec-
toral, se estima necesario tomar en cuenta que si bien en las acciones de 
inconstitucionalidad se ha ensanchado el concepto de la materia electoral, 
con el objeto de no dejar sin análisis constitucional de esa naturaleza las 
normas que regirán directa o indirectamente una contienda política, lo 
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cierto es que en el caso del juicio de amparo la definición también debe 
limitarse a la materia directamente electoral tomando en cuenta cuál es 
el ámbito de la competencia de la jurisdicción constitucional electoral, 
atendiendo tanto a lo previsto en el artículo 99, de la CPEUM, como en 
su diverso 41 que sienta las bases de las atribuciones de las autoridades 
electorales federales y locales, de tal suerte que las resoluciones que no 
sean impugnables en esa jurisdicción lo deben ser en el juicio de amparo, 
para lo cual resulta indispensable, también, determinar el ámbito de tutela 
de los medios que integran aquélla.

En conclusión, es improcedente el juicio de amparo contra las leyes y ac-
tos de autoridad que incidan en la materia electoral directa, entendiendo por 
ésta la que rige los actos impugnables en la jurisdicción electoral, es decir, 
los relacionados con la regulación de los derechos político-electorales, tan-
to las condiciones para su ejercicio como los procedimientos para ello, 
y con el desarrollo de las bases constitucionales que rigen las funciones de 
las autoridades que organizan y califican los comicios o resuelven las con-
troversias que surjan en ellos.

IV. Problemas de articulación horizontal entre las jurisdicciones 
constitucionales ordinaria y electoral

En este apartado se hace mención de tres cuestiones sobre las que se 
estima necesario reflexionar, ya que, por un lado, implican dejar en estado 
de indefensión a los justiciables ante la falta de claridad sobre la vía pro-
cedente y, por otro lado, están generando inconvenientes intersecciones ju-
risdiccionales que han dado lugar al dictado de sentencias contradictorias y 
pudieran dar lugar a la emisión de otras tantas.

1. La improcedencia del juicio de amparo y de la controversia 
constitucional contra actos en materia electoral

Una vez referidas las bases para determinar cuáles son los actos en mate-
ria electoral respecto de los cuales no procede una controversia constitucio-
nal o un juicio de amparo, debe recordarse que actualmente si se promueve 
alguno de estos juicios constitucionales contra actos que encuadren en el 
concepto de materia electoral directa, se actualizarán las referidas causas de 
improcedencia de fuente constitucional o legal, por lo cual los promoventes 
de cualquiera de estos juicios constitucionales no tendrán derecho a que se 
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emita un pronunciamiento sobre la validez o invalidez de ese tipo de actos, 
pues deberá desecharse la demanda correspondiente o bien sobreseerse en 
el juicio respectivo.

Dicho en otras palabras, cuando la naturaleza de la conducta impugna-
da sea electoral, a pesar de que un justiciable, sea un particular o bien un 
órgano del Estado, haya instado ante un tribunal de la jurisdicción consti-
tucional ordinaria pretendiendo que se analice su validez, su pretensión no 
se podrá analizar al considerarse que aquélla incide en la materia electoral. 

Esta consecuencia procesal implica la imposibilidad de que los justicia-
bles obtengan un pronunciamiento sobre la pretensión que someten a la 
jurisdicción, en la inteligencia de que esa improcedencia tiene su origen en 
la naturaleza de un conjunto relevante de conductas tanto de órganos del 
Estado mexicano como de partidos políticos, cuya constitucionalidad se 
pretende cuestionar, por lo que la validez de esa limitante procesal, en tanto 
que conlleva una grave restricción al derecho de acceso efectivo a la justicia 
garantizado en el párrafo segundo del artículo 17 constitucional, requiere de 
una justificación en la propia norma fundamental.

Al respecto pudiera sostenerse que el legislador ordinario goza de libertad 
de configuración para regular los medios de control de la constituciona-
lidad en los términos que estime conveniente siempre y cuando no transgreda 
las bases constitucionales que los rijan. Así, en el caso del juicio de ampa-
ro, dado que el artículo 103 de la CPEUM refiere a la impugnación de actos 
de autoridad, resulta válido que el sistema establecido en la Ley de Amparo 
únicamente permita impugnar actos de autoridad y no actos de órganos del 
Estado que no reúnan los atributos de autoridad ni, menos aún, conductas de 
particulares. También se podría estimar apegado a la propia Constitución que, 
atendiendo a la relatividad de las sentencias dictadas en este tipo de juicios, se 
establezcan en la propia Ley, o incluso deriven de su interpretación, diversas 
causas de improcedencia que atiendan a ese principio.

A pesar de lo anterior, si en la CPEUM no existe una regla expresa en el 
sentido de que las pretensiones sobre la validez de las conductas relaciona-
das con la materia electoral no pueden ser objeto de control constitucional 
y, además, en dicha norma fundamental se establece una jurisdicción cons-
titucional electoral que sí puede conocer de ese tipo de pretensiones, se es-
tima que las referidas causas de improcedencia del juicio de amparo y de la 
controversia constitucional implican consecuencias procesales despropor-
cionadas que, por ende, podrían estimarse violatorias del párrafo segundo 
del artículo 17 constitucional.
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Por ello, la consecuencia procesal de la impugnación de conductas que 
inciden en la materia electoral tanto en el juicio de amparo como en la 
controversia constitucional, debe ser la incompetencia de los órganos que 
gozan de atribuciones para conocer de esos medios de control y no la im-
procedencia. 

Para modificar esa situación es necesario regular un sistema en virtud 
del cual los órganos de la jurisdicción constitucional, tanto ordinaria como 
electoral, puedan de oficio dar lugar a la solución de los problemas compe-
tenciales que se presenten entre los órganos de ambas jurisdicciones y en 
el cual se establezcan los mecanismos para reencauzar la vía en la que se 
promueva erróneamente.

En ese orden de ideas, se estima necesario derogar tanto la fracción VII 
del artículo 73 de la Ley de Amparo como la fracción II del artículo 19 de 
la LF105 para regular como un problema de competencia, no de proceden-
cia, la impugnación de conductas electorales en el juicio de amparo o en la 
controversia constitucional.

La derogación de la fracción VII, del artículo 73, de la Ley de Amparo, 
no implicaría la procedencia del amparo contra determinaciones del TEPJF, 
pues en ese supuesto operaría la improcedencia derivada del artículo 99 
constitucional y en el caso de la derogación de la fracción II, del artículo 19, 
de la LF105, no provocaría la procedencia de la controversia constitucional 
contra normas generales en materia electoral directa, pues ello lo impediría 
la limitante señalada en el artículo 105, fracción II, párrafo antepenúltimo, 
de la CPEUM, a la que se hizo referencia párrafos atrás. 

En adición a la derogación de dichas causas de improcedencia, sería ne-
cesario establecer en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación 
que los juzgadores de amparo carecen de competencia para conocer del 
juicio de garantías promovido contra actos en materia electoral y que la 
SCJN conocerá de las controversias constitucionales previstas en el artículo 
105, fracción I, de la CPEUM, salvo en el caso de que se impugnen actos 
en materia electoral. Este deslinde de atribuciones deberá complementarse 
con el establecimiento de un sistema que permita substanciar los problemas 
de competencia entre los tribunales de las jurisdicciones constitucionales 
nacionales y, además, precise las atribuciones de éstos para proponer o de-
terminar en definitiva cuando un asunto debe reencauzarse atendiendo a 
la naturaleza del acto controvertido, a la vía procedente para impugnarlo y 
a la legitimación procesal del actor. 

En dicho sistema deben conjugarse las facultades para que un juzga-
dor constitucional, atendiendo a la naturaleza del acto controvertido, a la 
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vía procedente para impugnarlo y a la legitimación procesal del actor, al 
advertir que carece de competencia para conocer de un asunto que le fue 
presentado o que un diverso juzgador de esa naturaleza está conociendo de 
un juicio que estima de su competencia, decline su competencia o solicite 
ejercerla, proponiendo el respectivo reencauzamiento al juzgador que, en 
el primer caso, estime competente o, en el segundo caso, considere incom-
petente.

Conforme a dicho sistema, por ejemplo, en el caso de los diversos juicios 
de garantías promovidos por televisoras y radiodifusoras en contra de 
resoluciones del Instituto Federal Electoral (IFE), como es el caso del que 
dio lugar al amparo en revisión 515/2010 sobreseído por la Segunda Sala el 
2 de marzo de 2011, el respectivo juez de Distrito, al advertir que se trata de 
un juicio constitucional promovido contra una resolución proveniente del 
IFE, podría estimar que no asiste la competencia a un Juzgado de Distrito 
para conocer de una pretensión de esa naturaleza y, por ende, declararse 
incompetente para conocer de la demanda y remitirla a la Sala Superior del 
TEPJF, considerando que en realidad la pretensión formulada corresponde 
a la del recurso de apelación24 previsto en la LSMIME, dejando en manos 
de dicha Sala determinará si acepta o no su competencia para conocer del 
medio de control respectivo.25

Otro ejemplo se presenta cuando una persona física pretenda impugnar 
en un juicio de amparo una resolución de un instituto electoral local en la 
que no se le otorga el registro para participar como candidato, sin ser pos-
tulado por un partido político, a un cargo de elección popular de carácter 
municipal, supuesto en el cual el juez de Distrito debiera declararse incom-
petente, reencauzar la demanda de amparo, estimando que se trata de un 
juicio de protección de los derechos político-electorales del ciudadano, en 
términos de lo previsto en los artículos 79, fracción I y 80, párrafo 1, inci-
so f), de la LSMIME, y remitir la demanda a la Sala Regional que ejerza 

24		 Al respecto, son ilustrativas, entre otras, las sentencias dictadas el 25 de marzo de 
2009 por la Sala Superior del TEPJF, al conocer de los recursos de apelación 40/2009 y 
41/2009, en las cuales se revocaron las sanciones impuestas por el Instituto Federal Elec-
toral a diversas televisoras.

25		 Destaca que previamente, el 7 de julio de 2010, la propia Segunda Sala de la SCJN 
resolvió el amparo en revisión 400/2010, sobreseyendo en el juicio de amparo respectivo, 
en el cual se controvirtieron con motivo de su entrada en vigor los artículos 59-Bis, 64-Bis 
y 79-A de la Ley Federal de Radio y Televisión, al actualizarse la causa de improcedencia 
derivada de lo previsto en la fracción XVIII, del artículo 73, de la Ley de Amparo, en rel-
ación con el artículo 105, fracción II, de la CPEUM, al estimar que se trata de disposiciones 
generales de contenido electoral.
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jurisdicción en el municipio respectivo, a la cual corresponderá determinar 
si acepta la competencia e incluso si comparte el reencauzamiento de la vía 
realizado por el Juez de Distrito del conocimiento.

En el ámbito de las controversias constitucionales podría presentarse el 
supuesto en el que se promoviera un juicio de esta naturaleza contra un acto 
dictado por una legislatura local, en relación con la integración de un ayunta-
miento, en cumplimiento de una sentencia dictada por un Tribunal electoral 
local que haya declarado la nulidad de la respectiva elección municipal, 
supuesto en el cual el ministro instructor en lugar de desechar la demanda 
de controversia constitucional proveería, estimando que la SCJN carece de 
atribuciones para conocer de dicho juicio y reencauzando la vía en un juicio 
de revisión constitucional electoral conforme al artículo 86, párrafo 1, de 
la LSMIME, remitiendo la demanda y sus anexos a la Sala Regional res-
pectiva, a la que, de aceptar la competencia para conocer del referido juicio 
le correspondería analizar la procedencia de éste y, en todo caso, prevenir 
al municipio actor para que ajuste su demanda cumpliendo los requisitos 
correspondientes.

Cabe señalar que un sistema de resolución de competencias de oficio, im-
plicaría también la posibilidad de que el juzgador que estimara ser competente 
para conocer de un juicio que no se promovió ante él, con independencia de la 
denominación de la vía intentada originalmente, pudiera solicitar su remisión 
al que está conociendo del mismo. En los dos ejemplos precisados inicial-
mente alguna de las Salas del TEPJF podría solicitar al respectivo Juez de Dis-
trito o al órgano de amparo que conozca del recurso de revisión, la remisión del 
asunto.

Otra circunstancia procesal relevante tendría lugar cuando alguno de los 
juzgadores requeridos no aceptara su competencia. En este caso es donde 
surge la necesidad de reconocer a la SCJN su carácter de órgano terminal 
jurisdiccional del Estado mexicano, confiriéndole al tenor del artículo 106 
constitucional la competencia para resolver los conflictos competenciales 
entre los juzgadores de amparo y las Salas del TEPJF, e incluso para co-
nocer de los planteamientos que le formulara cualquiera de las partes den-
tro de un juicio constitucional seguido ante un órgano diverso a la propia 
SCJN, para resolver si debe asumir su competencia, previo reencauzamien-
to de la vía, o bien confirmar la del órgano respectivo. 

Importa señalar que esta atribución de la SCJN de ninguna manera im-
plicaría afectar la naturaleza que se otorga al TEPJF en el párrafo primero 
del artículo 99 de la CPEUM, como “máxima autoridad jurisdiccional en 
la materia”, pues las determinaciones que adoptara aquélla no implicarían 
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cuestionar los criterios de fondo adoptados por éste al resolver algún medio 
de impugnación en materia electoral, sino únicamente precisar cuál es el 
órgano de la jurisdicción constitucional nacional que debe conocer de un 
conflicto que trasciende a lo electoral, en aras de brindar seguridad jurídica 
y tutelar el derecho fundamental de acceso efectivo a la justicia, precisando 
las vías con que cuentan los gobernados para defender sus derechos y evi-
tando el dictado de sentencias contradictorias.

Este último supuesto se puede ejemplificar con el caso en el que una Sala 
Regional26 del TEPJF conociera de un JDR, promovido por el síndico de un 
ayuntamiento, en contra de actos del respectivo presidente municipal, en vir-
tud de los cuales se convocó a la totalidad de los suplentes de los integrantes 
del citado órgano de gobierno. Si bien con dicho acto se afecta la permanen-
cia en el cargo de los electos por la vía del voto, lo cierto es que como se pre-
cisará en apartado posterior, en virtud de que dichos actos no guardan relación 
con la calificación de las elecciones respectivas, la vía para impugnarlos no 
será la electoral, sino la controversia constitucional de haberla promovido el 
síndico como representante del Ayuntamiento o el juicio de amparo de haber-
lo promovido, por su propio derecho, los integrantes de ese órgano de gobier-
no. En el ejemplo planteado, conforme al referido sistema de competencias, 
cualquiera de las partes podría acudir ante el ministro presidente de la SCJN, 
exhibiendo copia certificada de la demanda. El propio Presidente calificaría 
la procedencia de la solicitud, y de considerar que existen indicios de que el 
asunto es de la competencia de la SCJN por tratarse de un acto impugnable 
en controversia constitucional, turnaría la solicitud a un ministro instructor 
con el objeto de que solicite informe a la respectiva Sala Regional y con 
base en lo que ésta exponga propondrá a la Sala de su adscripción conocer 
del asunto reencauzando la vía o confirmando la competencia de la respectiva 
Sala Regional.

Por otra parte, también sería necesario establecer las reglas que permitan re-
solver la problemática derivada de que el mismo o diferentes sujetos de derecho 
de la misma naturaleza, hubieren promovido dos diversos medios de control 
para impugnar el mismo acto de una autoridad electoral, lo que en el primer su-
puesto daría lugar a que el juzgador que se estimara competente sobreseyera en 

26		 De una pretensión de esta naturaleza conoció la Sala Superior del TEPJF, al resol-
ver el juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano SUP-
JDC-3060/2009 y sus acumulados, promovido por el síndico y regidores propietarios del 
Ayuntamiento de Tzintzuntzan, Michoacán, debiendo reconocerse la importancia de la par-
ticipación de esa jurisdicción constitucional para reparar violaciones notorias al orden cons-
titucional.
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el juicio promovido en segundo lugar y, en el segundo caso, a la acumulación 
de los juicios respectivos.

Como se advierte, el reencauzamiento del juicio constitucional promovi-
do se realizaría de oficio, corriendo la misma suerte que el problema com-
petencial que se suscite, pues al definirse el órgano competente se determi-
naría la vía procedente contra el acto controvertido. 

Además, debe reconocerse que podrían suscitarse auténticos problemas 
de procedencia que se sujetarían a la normativa que rija al juicio que se deba 
seguir, como podrían ser la oportunidad de la demanda, la legitimación del 
promovente y el interés procesal que se exija, entre otros. Esta problemática 
procesal implicaría, en algunos casos, la improcedencia del asunto reen-
cauzado, pero no por la naturaleza electoral o no de la conducta impugna-
da, sino por el incumplimiento de presupuestos procesales previstos en la 
regulación respectiva que no pudieron subsanarse a pesar de que, una vez 
determinado el órgano competente para conocer de la pretensión respectiva, 
se hubiere requerido al promovente para ajustar su demanda a los requisitos 
formales aplicables.

Importa señalar que esta propuesta de articulación no requeriría de re-
forma constitucional alguna, pues bastaría adicionar a la LOPJF la regula-
ción respectiva, en los términos en que se propone en el último apartado de 
este escrito, para lograr una adecuada solución procesal que, por un lado, 
impida dejar en estado de indefensión a los justiciables por un error en la 
vía constitucional intentada, por otro lado, coadyuve a evitar resoluciones 
contradictorias para el caso en que el acto impugnado pudiera estimarse de 
la competencia tanto de la jurisdicción constitucional ordinaria como de la 
electoral y, por otro más, permita que la SCJN se constituya en un auténtico 
tribunal terminal del orden jurídico nacional que al resolver los respectivos 
conflictos competenciales27 determine el justo alcance de todos los derechos 
fundamentales, sin necesidad de esperar a que se susciten contradicciones 
de tesis de las referidas en el párrafo séptimo, del artículo 99 constitucio-
nal, pues al pronunciarse, por ejemplo, sobre el alcance del derecho a ser 
votado para definir el alcance de la competencia de las Salas del TEPJF, 
podría determinar si su violación permite impugnar actos que trascienden a 

27		 Cabe señalar que actualmente la Sala Superior ya se ha sometido a la potestad de la 
SCJN para resolver conflictos competenciales, al remitir a este Alto Tribunal el expediente 
relativo a un incidente de inejecución de la sentencia de 18 de marzo de 2011, respecto del 
cual tanto la Sala Electoral del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Tlaxcala como la 
Sala Superior del TEPJF no aceptaron su competencia para conocer de aquél, ante lo cual se 
formó el expediente relativo al conflicto competencial 157/2011, pendiente de resolución.
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la permanencia del servidor público electo por la vía del voto o incluso per-
mitiría conocer relevantes pronunciamientos de la Sala Superior del TEPJF 
sobre el alcance de algunos derechos fundamentales, como es el caso de su 
jurisprudencia 5/2008 cuyo rubro indica: “petición. el derecho impone a 
todo órgano o funcionario de los partidos el deber de respuesta 
a los militantes”, dando lugar a reflexionar sobre criterios de la SCJN 
que limitan el alcance de esa prerrogativa a las relaciones de supra a sub-
ordinación.28

2. El control de la constitucionalidad de los actos que afectan 
la permanencia en cargos de elección popular

Es indudable que la prerrogativa de los ciudadanos mexicanos consis-
tente en ser votado para ejercer un cargo de elección popular, constituye un 
derecho fundamental al que corresponde la naturaleza de un derecho políti-
co-electoral, en tanto que asiste únicamente a los ciudadanos y su ejercicio 
implica la posibilidad de encarnar un órgano del Estado mexicano que, por 
mandato constitucional, debe ocuparse por quien sea electo por la vía del 
voto popular.

Ello implica que para concretar el ejercicio de esa prerrogativa ciuda-
dana se requiere del acto de una autoridad eminentemente electoral que 
calificará los comicios respectivos, acto cuya validez corresponde juzgar, 
en exclusiva, a los tribunales electorales del Estado mexicano, bien sea al 
TEPJF, al conocer de algún medio interpuesto contra actos del IFE o contra 
resoluciones de los tribunales electorales locales, o en definitiva a estos úl-
timos cuando no se acuda ante ese Tribunal federal.

Por ello, conforme a la normativa vigente, los medios de control de la juris-
dicción constitucional nacional ordinaria no son procedentes para impugnar 
las resoluciones que al respecto emitan los referidos tribunales electorales, ya 
que en el caso del juicio de amparo se actualiza la causa de improcedencia 
prevista en la fracción VII, del artículo 73, de la Ley de Amparo y respecto de 
la controversia constitucional, la diversa establecida en la fracción II del artí-

28		 Véase Tesis jurisprudencial del Pleno de la SCJN que lleva por rubro y datos de iden-
tificación: “petición. la existencia de este derecho como garantía individual para 
su salvaguarda a través del juicio de amparo, requiere que se formule al fun-
cionario o servidor público en su calidad de autoridad” (Tesis: P./J. 42/2001, Sema-
nario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XIII, abril de 2001, p. 126).
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culo 19 de la LR105, al tratarse de actos emitidos por autoridades electorales 
que pueden impugnarse en la jurisdicción constitucional electoral.

A diferencia de los actos relacionados con la calificación de las eleccio-
nes respectivas, surge la interrogante sobre el medio de control procedente 
para impugnar actos posteriores que impidan al servidor público electo con-
tinuar con el desempeño del cargo respectivo, debiendo tomarse en cuenta 
que este tipo de actos se proyectan en la esfera competencial del órgano 
correspondiente y en la esfera jurídica del servidor público respectivo, tras-
cendiendo sin duda al derecho político que le asiste para ocupar el cargo co-
rrespondiente como a sus derechos de seguridad jurídica que le garantizan 
no verse privado de cualquiera de sus derechos si no es mediante un acto 
proveniente de autoridad competente, debidamente fundado y motivado, 
derivado de un procedimiento en el que previamente se le haya escucha-
do, por lo cual resulta conveniente analizar detenidamente cuál o cuáles 
son los medios de control de las jurisdicciones constitucionales nacionales 
que resultan procedentes para analizar su validez, para lo cual es necesario 
realizar algunas precisiones sobre los derechos políticos y referir a la evo-
lución de la procedencia del amparo para impugnar actos que afecten esas 
prerrogativas. 

A. Precisiones sobre los derechos políticos

Conforme a lo previsto en el artículo 35 de la CPEUM, en relación con los 
diversos 8o. y 11 de la propia Constitución, la ciudadanía es una condición 
jurídica que permite a los nacionales estar en aptitud de ejercer derechos y 
cumplir obligaciones políticas. Los derechos de esa naturaleza establecidos 
en el referido artículo 35, son: 1) votar en las elecciones, populares; 2) poder 
ser votado para todos los cargos de elección popular, teniendo las calidades 
que establezca la ley; 3) poder ser nombrado para cualquier empleo o comi-
sión, teniendo las calidades que establezca la ley; 4) asociarse individual y 
libremente para tomar parte en forma pacífica en los asuntos políticos del 
país; 5) tomar las armas en el Ejército o Guardia Nacional para la defensa de 
la República y de sus instituciones, en los términos que prescriben las leyes, 
y 6) ejercer en toda clase de negocios el derecho de petición.

Incluso el artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos, aprobada por el Senado de la República el 18 de diciembre de 1980, 
se intitula “Derechos políticos” y establece que todos los ciudadanos de-
ben gozar de los derechos y oportunidades contenidos en los tres incisos 
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de su párrafo primero, a saber: 1) participar en la dirección de los asuntos 
públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos; 
2) votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por 
sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión 
de la voluntad de los electores, y 3) tener acceso, en condiciones generales 
de igualdad, a las funciones públicas de su país.

Por su parte, los artículos I, II y III de la Convención sobre los Derechos 
Políticos de la Mujer, aprobada por el Senado de la República el 18 de di-
ciembre de 1980, establecen que las mujeres: 1) tendrán derecho a votar 
en todas las elecciones en igualdad de condiciones con los hombres, sin 
discriminación alguna, 2) serán elegibles para todos los organismos públi-
cos electivos establecidos por la legislación nacional, en condiciones de 
igualdad con los hombres, sin discriminación alguna y 3) tendrán derecho a 
ocupar cargos públicos y a ejercer todas las funciones públicas establecidas 
por la legislación nacional, en igualdad de condiciones con los hombres, sin 
discriminación alguna.

En ese contexto, atendiendo a lo establecido en el citado artículo 35 de la 
CPEUM, al estudiar la posibilidad de la tutela de los derechos políticos en 
el orden jurídico del Estado mexicano, mediante el ejercicio de un medio de 
control de la constitucionalidad, debe partirse de tres premisas. La primera 
consistente en que los llamados derechos políticos constituyen derechos 
fundamentales, por ser de rango constitucional, y de ellos gozan los habi-
tantes de la República que cuenten con la ciudadanía mexicana. La segunda 
premisa se traduce en que los referidos derechos se pueden dividir en dos 
especies, los político-electorales y los derechos políticos no electorales. La 
tercera premisa implica la necesidad de distinguir entre el régimen que rige 
la elección popular que permite ocupar un cargo público y los diversos re-
gímenes que rigen el desempeño del mismo.

En relación con la premisa indicada inicialmente, conviene recordar que 
la doctrina nacional, con base en la postura asumida por Ignacio L. Vallar-
ta, sostuvo que existen tres clases de derechos, a saber: los naturales o del 
hombre, los políticos y los civiles. A los naturales o del hombre se les ana-
logó con las garantías individuales o derechos públicos individuales, enten-
didos como derechos subjetivos públicos que tienen los gobernados frente a 
cualquier órgano del Estado, constituyendo un dique o valladar constitucio-
nal frente a todo acto de autoridad. En cambio, a los derechos políticos se 
les definió como los que tiene un ciudadano para injerirse en la integración 
y la dirección del Estado, bien para ser miembro de él o bien para contribuir 
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a la designación de esas autoridades o funcionarios.29 En cuanto a los de-
rechos privados, éstos tenían su origen en los acuerdos de voluntades entre 
particulares o bien en las disposiciones legales y, por tanto, se referían ex-
clusivamente a los que habían contraído obligaciones o bien quedaban bajo 
la hipótesis legal.30

Importa señalar que desde el siglo XIX los tratadistas de nuestro país ya 
sostenían que “bajo el nombre de garantías individuales se entienden, no 
sólo las declaraciones que con la denominación de derechos del hombre 
hace la Constitución, sino todos los derechos que la misma Constitución 
asegura”,31 y “lo que nuestra Constitución ha querido no es definir las ga-
rantías individuales, concretándolas a los derechos establecidos en la sec-
ción primera, su objeto ha sido distinguir los derechos comunes a todos los 
hombres, de los que son peculiares a los ciudadanos mexicanos; es decir, 
las garantías individuales generales a todos aquéllos y las especiales a los 
segundos”, lo cual es revelador de que, desde aquella época ya se advertía 
que los derechos políticos también son derechos fundamentales.

Incluso, ya en el siglo XX, destaca que el maestro Ignacio Burgoa Ori-
huela llegó a sostener que al ser evidente que la posición de la persona 
humana como gobernado y no como ciudadano es esencialmente diversa, 
no es posible identificar a la garantía individual con la prerrogativa política 
del ciudadano, por lo que cualquier decisión que afecte al derecho subjeti-
vo político no es impugnable mediante el juicio de amparo por la sencilla 
razón de que dicho derecho no es una garantía del gobernado; lo anterior, 
sin menoscabo de señalar que las garantías de seguridad jurídica o garantías 
formales, principalmente las de legalidad y de audiencia previa, subordinan 
la actuación de toda autoridad, por lo que no existe razón valedera para con-
siderar que los derechos políticos de los gobernados no se tutelen por medio 
de esas garantías, “pues implicaría un despropósito que únicamente fuesen 
protegibles por medio de ellas los derechos subjetivos civiles, laborales o 
de cualquier contenido, excluyéndose de tal protección a los derechos sub-
jetivos políticos”.32 En complemento de lo anterior, el maestro Burgoa 
concluía precisando que las referidas consideraciones teóricas eran inope-

29		 Cfr. Peniche López, Vicente, Garantías y amparo [1929], ed. facsimilar, México, 
SCJN-BUAP, 2006, pp. 184 y 185.

30		 Noriega, Alfonso, Lecciones de amparo, 4a. ed., México, Porrúa, 1993, t. I, p. 510. 
31		 Velasco, Emilio, El amparo de Morelos. El porvenir [1874], ed. facsimilar, México, 

SCJN, 2005, pp. 56 y 57. 
32		 Burgoa Orihuela, Ignacio, El juicio de amparo, 29a. ed., México, Porrúa, 1992, pp. 452-

455.
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rantes, al preverse en aquel momento en el artículo 60 de la CPEUM que las 
resoluciones de los organismos electorales tienen el carácter de definitivas e 
inatacables, por lo que el juicio de amparo sería improcedente en su contra, 
aun cuando sí podría impugnarse en este juicio constitucional la validez de 
una ley electoral al no emanar de una autoridad de esa naturaleza.

Tomando en cuenta estos elementos de la doctrina, así como lo establecido 
en la CPEUM y en la jurisprudencia que fija su alcance, es factible sostener 
que, en principio, el argumento relativo a que los derechos políticos no son 
garantías individuales y, por ende, su afectación no es impugnable en el juicio 
de amparo, es equivocada atendiendo a la evolución de la jurisprudencia de la 
SCJN, la cual reconoce que todo derecho establecido en la CPEUM, con inde-
pendencia del título o capítulo en el cual se regule, es tutelable a través de ese 
juicio constitucional, como sucede en el caso de los derechos fundamentales 
establecidos en los artículos 31, fracción IV y 123 de esa norma fundamental. 
Incluso debe tomarse en cuenta que ese mismo desarrollo jurisprudencial ha 
llevado a sostener que en atención al principio de legalidad “el juicio de am-
paro tiene como finalidad proteger toda la legislación mexicana, cuando las 
autoridades estatales no ciñen su conducta a alguna disposición legal, sea de la 
naturaleza y categoría que fuere”,33 por lo que, por mayoría de razón, no existe 
razón alguna para que la eficacia de los derechos políticos consagrados en la 
CPEUM y la diversa regulación que los desarrolle no se tutele con el estable-
cimiento de medios de control de la constitucionalidad que permitan impugnar 
los actos que pudieran violentarlos.

En ese orden de ideas, atendiendo a la naturaleza de los derechos políti-
cos consagrados en el artículo 35 constitucional, es posible sostener que por 
su naturaleza no existe impedimento alguno para que su posible violación 
pueda ser impugnada a través de un medio de control de la constituciona-
lidad en el cual se analice si el acto impugnado respeta esas prerrogativas 
ciudadanas e incluso si para su emisión se cumplió con el marco jurídico 
que las regula. Lo anterior, sin menoscabo de tomar en cuenta las causas de 
improcedencia que en la regulación de cada medio de control de la consti-
tucionalidad se establezcan respecto de actos que puedan trascender a dere-
chos de esa naturaleza. 

Por lo que se refiere a la segunda premisa indicada, es importante preci-
sar que los derechos políticos previstos en el citado artículo 35 constitucio-
nal, pueden dividirse en dos grandes grupos, por un lado, los de naturaleza 
electoral, es decir, los que están relacionados con el ejercicio de los dere-

33		 Ibidem, p. 262.
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chos de votar, a ser votado, el de asociarse individual y libremente en forma 
pacífica en los asuntos políticos del país y el de afiliarse libre e individual-
mente a los partidos políticos.

Además, es posible sostener la existencia de cuando menos tres derechos 
políticos no electorales, a saber, el de petición en aspectos políticos, el de 
ser nombrado para cualquier empleo o comisión teniendo las calidades que 
establezca la ley y el de tomar las armas en el ejército o guardia nacional 
para la defensa de la República y de sus instituciones.

Entre éstos destaca el derecho a ser nombrado en un cargo público, el 
cual, aún cuando es de naturaleza política, lo cierto es que resulta ajeno a la 
materia electoral, ya que se trata de nombramientos que se confieren a un 
servidor público respecto de puestos que no se ocupan por la vía del voto, 
por lo que el ejercicio de ese derecho no está relacionado con la tutela al 
derecho a votar, a ser votado, a asociarse individual y libremente en forma 
pacífica en los asuntos políticos del país y a afiliarse libre e individualmente 
a los partidos políticos.

Como tercer premisa anunciada, de especial relevancia resulta tomar en 
cuenta que la ocupación de todo cargo público y la permanencia en éste, se 
rigen por regímenes jurídicos de diversa naturaleza. Por un lado, se encuen-
tra el marco jurídico que rige la ocupación del cargo, el cual podrá ser de 
naturaleza político-electoral cuando se trate de cargos a los que se accede 
por la vía del voto popular y resultará aplicable hasta en tanto se califiquen 
las elecciones respectivas y, en su caso, se resuelvan los medios de impug-
nación que se hagan valer, o bien de naturaleza política no electoral, cuando 
se arriba al cargo por un sistema de nombramiento precedido de un proce-
dimiento que no se sustenta en el voto popular.

Por otro lado, una vez que se asume el cargo público respectivo, la rela-
ción jurídica que se da entre el Estado y el servidor público correspondiente 
se regirá por un marco jurídico de diversa naturaleza, al tenor del cual, en 
principio, será necesario definir si se trata de titulares de órganos del Estado 
o de trabajadores al servicio de éste. En el caso de los electos por la vía del 
voto popular se reconoce que se trata de titulares de Poderes u órganos de 
gobierno y no de trabajadores, como es el caso del Presidente de la Repú-
blica, de los legisladores federales y locales así como de los integrantes de 
los ayuntamientos. Tampoco los juzgadores federales y locales serán consi-
derados como trabajadores. Tratándose de este conjunto de servidores pú-
blicos su permanencia en el cargo se regirá por disposiciones relacionadas 
con responsabilidades administrativas, políticas y penales o incluso otras 
que tienen como finalidad velar porque los referidos titulares desempeñen 
adecuadamente sus funciones.
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En cambio, en el caso de los servidores públicos que sí son trabajadores, 
su permanencia en el cargo se regirá por los regímenes laboral-burocrático, 
de responsabilidades administrativas y penal, esencialmente.

Con independencia de la diferencia entre titulares de Poderes u órganos 
de gobierno y trabajadores al servicio del Estado, lo cierto es que la afecta-
ción a la permanencia en el cargo únicamente podría implicar un desconoci-
miento al derecho político-electoral a ser votado en el caso de los ocupantes 
de cargos sujetos al sufragio popular siempre y cuando el acto de autoridad 
que impida continuar en el ejercicio del cargo guarde relación con la califi-
cación de las elecciones respectivas.

Situación diversa se presentará cuando la afectación a la permanencia 
en cargos de esta naturaleza tenga su origen en la aplicación de un marco 
jurídico diferente al que rige el ejercicio del derecho a ser votado, ya que en 
este supuesto el menoscabo que sufra la persona en su esfera jurídica tendrá 
su origen en el incumplimiento de las reglas que rigen su desempeño, aten-
diendo a las obligaciones propias de su encargo o a la trascendencia de éste, 
por lo que para juzgar sobre la validez de ese tipo de actos no será necesario 
pronunciarse sobre la correcta aplicación de la normativa encaminada a tu-
telar el ejercicio de los derechos político electorales.

Al respecto pueden presentarse diversos ejemplo atendiendo a la naturaleza 
del cargo público o a la de la causa de la afectación a la permanencia en aquél.

En el primer caso, conviene recordar que en la CPEUM respecto de los car-
gos de elección popular se prevén diversos supuestos en los que sus ocupantes 
válidamente no podrán continuar en el ejercicio público correspondiente. Así, 
por ejemplo, en términos del artículo 62 de la CPEUM si un diputado propieta-
rio durante el periodo de su encargo desempeña una comisión o encargo de la 
Federación o de los Estados por los cuales disfrute un sueldo, sin licencia previa 
de la Cámara de Diputados, perderá el carácter de diputado. En este supuesto 
es obvio que la afectación a la permanencia en el cargo no tendrá su origen en 
un acto relacionado con la calificación de las elecciones respectivas ni tampoco 
se tratará de actos provenientes de autoridades electorales. Lo mismo sucede 
cuando se revoca el mandato de un integrante de un ayuntamiento al tenor de la 
fracción I, párrafo tercero, del artículo 115 constitucional.

En el segundo caso, atendiendo a la causa de la afectación a la permanen-
cia en el cargo, destaca que en términos de lo previsto en el artículo 38, frac-
ción II, de la CPEUM, el derecho político-electoral a desempeñar un cargo 
público al que se accedió por la vía del voto popular se suspende cuando el 
servidor público está sujeto a un proceso criminal por delito que merezca 
pena corporal, desde la fecha del dictado del auto de formal prisión. En este 
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supuesto, la imposibilidad de que el servidor público respectivo no pueda 
continuar en el desempeño del cargo que ostenta tendrá su origen en un 
acto de naturaleza penal, por lo que la defensa a los derechos de permanen-
cia derivados del ejercicio de su derecho político a ser votado, únicamente 
podrán defenderse ante la jurisdicción constitucional ordinaria al impugnar 
en amparo el respectivo auto de formal prisión. Igualmente, si en la causa 
penal respectiva a dicho servidor público se dicta una sentencia absolutoria, 
una vez que cause estado tendrá derecho a reincorporarse en el ejercicio del 
cargo y los actos de cualquier órgano que lo impidan no implicarán un des-
conocimiento de su derecho a ser votado, sino de su prerrogativa también 
política, pero no electoral, a permanecer en el cargo respectivo en tanto no 
se actualicen las causas que legalmente justifiquen su separación del cargo.

En ese contexto, si bien la permanencia en el cargo respectivo puede tener su 
origen en el ejercicio del derecho a ser votado, es decir de naturaleza política-
electoral, o bien en un derecho político no electoral, cuando el cargo respectivo 
se ocupa en virtud de un nombramiento expedido por un órgano del Estado, lo 
cierto es que una vez que ha quedado firme el acto en virtud del cual se ocupa 
el cargo, ya sea la calificación de las elecciones respectivas o el nombramiento 
correspondiente, los actos que afecten la permanencia en el cargo serán ajenos 
a la materia electoral, pues implicarán el análisis del acatamiento de una nor-
mativa de naturaleza diversa desvinculada de la que regula el proceso electoral 
que precedió la ocupación del cargo lo que, como se precisará, resulta relevante 
para determinar cuál es el medio de control de la constitucionalidad para im-
pugnar este tipo de actos.

B. La evolución del criterio sobre la procedencia del juicio de amparo 
contra actos que afectan la permanencia en un cargo público

Antes de analizar el alcance de algunos de los criterios sostenidos por el 
TEPJF, en cuanto a la posibilidad de impugnar en la jurisdicción de su cono-
cimiento los actos que afectan la permanencia en cargos de elección popular, 
es conveniente precisar la evolución del criterio que ha sostenido la SCJN en 
cuanto a la procedencia del juicio de amparo, para impugnar los actos de au-
toridad que afectan la permanencia en un cargo público, estudio que se abor-
da en tres apartados, a saber: 1) incompetencia de origen y derechos políticos, 
2) situación entre 1917 y 1936 y 3) situación a partir de 1936 (interpretación 
de la fracción VIII, del artículo 73, de la Ley de Amparo de 1936).
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a. Incompetencia de origen34 y derechos políticos

34		 Entre otras tesis que precisan el alcance de la llamada incompetencia de origen, destacan 
las que llevan por rubro, texto y datos de identificación: “incompetencia de origen, garantia 
del articulo 14 constitucional. El artículo 14 constitucional al referirse a la «autoridad com-
petente» no establece como garantía individual, la necesidad de que las autoridades hayan sido 
nombradas con arreglo a la ley respectiva; por lo que cualquier vicio que tenga el nombramiento 
de una autoridad, no implica la violación de garantías por cualquier acto que cometa en contra de 
un particular, ni todos los actos de dicha autoridad son ilegales y carecen de valor” (Tesis Aislada, 
Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, t. LXXXIV, p. 911), “incompetencia de ori-
gen. La Suprema Corte ha venido sosteniendo, uniformemente, que el juicio de amparo es ineficaz 
para investigar la incompetencia de origen de las autoridades responsables, toda vez que la única 
competencia protegida por medio del juicio de garantías, es la constitucional, o sea, la que se refiere 
a la órbita de las atribuciones de los diversos poderes; pero de ninguna manera puede dilucidarse, 
mediante el ejercicio de la acción constitucional, la cuestión de la existencia o inexistencia de una 
autoridad o la de su legítima integración” (Tesis Aislada, Semanario Judicial de la Federación, 
Quinta Época, t. XXXV, p. 874), “incompetencia de origen. La Corte ha sostenido el criterio 
de que la autoridad judicial no debe intervenir para resolver cuestiones políticas, que incumben 
constitucionalmente a otros poderes; en el amparo no debe juzgarse sobre la ilegalidad de la au-
toridad, sino simplemente sobre su competencia; pues si se declara que una autoridad señalada 
como responsable, propiamente no era autoridad, el amparo resultaría notoriamente improcedente. 
Sostener que el artículo 16 de la Constitución prejuzga la cuestión de legitimidad de las autoridades, 
llevaría a atacar la soberanía de los Estados, sin fundamento constitucional y por medio de decisio-
nes de un poder que, como el judicial, carece de facultades para ello, convirtiéndose en árbitro de la 
existencia de poderes que deben ser independientes de él” (Tesis Aislada, Semanario Judicial de la 
Federación, Quinta Época, t. XXV, p. 363) y “servidores públicos. no pueden, válidamente, 
conocer de su legitimidad los tribunales de amparo ni los ordinarios de jurisdicción 
contenciosa administrativa. La noción de «incompetencia de origen» nació para significar los 
problemas que entrañaban la ilegitimidad de las autoridades locales por infracciones a las normas 
reguladoras de su designación o elección. Dicha incompetencia se distinguía de las irregularidades 
examinadas en el contexto de control de legalidad de los actos de autoridad, porque su conocimien-
to por los tribunales federales se traduciría en una intervención injustificada en la soberanía de las 
entidades federativas, y redundaría en el empleo del juicio de amparo como instrumento para influir 
en materia política. Sin embargo, la referida noción, limitada al desconocimiento de autoridades 
locales de índole política o judicial, se hizo extensiva a todos los casos en que por cualquier ra-
zón se discutiera la designación de un funcionario federal o local perteneciente, inclusive, al Poder 
Ejecutivo, o la regularidad de su ingreso a cualquier sector de la función pública, introduciéndose 
una distinción esencial entre la incompetencia de origen y la incompetencia derivada del artículo 
16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de lo que derivó que frente a los 
funcionarios de jure, se creó una teoría de los funcionarios de facto, es decir, aquellos cuya perma-
nencia en la función pública es irregular, ya sea por inexistencia total o existencia viciada del acto 
formal de designación, o por ineficacia sobrevenida del título legitimante, frecuentemente debida a 
razones de temporalidad e inhabilitación. Ahora bien, el examen de la legitimidad de un funcionario 
y de la competencia de un órgano supone una distinción esencial, pues mientras la primera explica 
la integración de un órgano y la situación de una persona física frente a las normas que regulan las 
condiciones personales y los requisitos formales necesarios para encarnarlo y darle vida de relación 
orgánica; la segunda determina los límites en los cuales un órgano puede actuar frente a terceros. 
En ese sentido, el indicado artículo 16 no se refiere a la legitimidad de un funcionario ni a la manera 
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Como es bien sabido, en el siglo XIX, afloró el debate sobre la posibili-
dad de que al verificar la constitucionalidad del acto reclamado en un juicio 
de amparo se analizara la validez del nombramiento en virtud del cual el o 
los titulares del órgano respectivo lo ocupaban, ya que para algunos la ga-
rantía individual consistente en que los actos de autoridad debían provenir 
de autoridad competente tenía el alcance de que en dicho medio de control 
se pudiera cuestionar, además de la existencia de la atribución ejercida por 
la autoridad responsable dentro de su ámbito competencial, la validez del 
nombramiento expedido al o a los titulares de dicha autoridad.

Así, en 1874 la SCJN resolvió el llamado caso Morelos, en el cual se im-
pugnó la Ley de Hacienda del Estado de Morelos del 13 de octubre de 1873, 
donde se contemplaba gravar incluso los inmuebles de cinco hacendados. 
En la demanda se sostuvo que la legislatura respectiva no se había integra-
do adecuadamente pues uno de los diputados que estuvo presente, necesario 
para que existiera quórum, no era legalmente elegible, que el gobernador que 
había promulgado la ley no era tal pues había sido reelecto sin cumplirse con 
los requisitos legalmente aplicables. En la sentencia se estimó innecesario 
analizar si el diputado respectivo legalmente lo era, pues la legislatura había 
calificado su elección, por lo que se trataba de una determinación definitiva. 
En cambio, en cuanto al acto de promulgación de la referida ley, en tanto 
que la reforma a la Constitución del Estado de Morelos, que daba lugar a la 
reelección del gobernador, no se había aprobado como lo exigía la propia 
Constitución, debía estimarse subsistente la prohibición de dicha reelección 
y, por ende, el gobernador del Estado no ejercía una autoridad legítima, por lo 
cual se concedió el amparo para el único efecto de que a los seis quejosos no 
les fuera aplicable el ordenamiento impugnado.35

Otra resolución de la SCJN que debe tenerse presente es la relativa al 
amparo promovido por León Guzmán, en su carácter de Presidente del Tri-
bunal Superior de Justicia del Estado de Puebla, contra el Congreso del 
propio Estado, en el que se impugnó su resolución del 22 de mayo de 1878, 

como se incorpora a la función pública, sino a los límites fijados para la actuación del órgano frente 
a los particulares, ya que son justamente los bienes de éstos el objeto de tutela del precepto, en tanto 
consagra una garantía individual, y no un control interno de la organización administrativa. Por 
tanto, los tribunales de amparo ni los ordinarios de jurisdicción contenciosa administrativa federal 
pueden conocer, con motivo de argumentos sobre incompetencia por violación al artículo 16 cons-
titucional, de la legitimidad de funcionarios públicos, cualquiera que sea la causa de irregularidad 
alegada, sin perjuicio de la posible responsabilidad administrativa o penal exigible a la persona sin 
investidura o dotada de una irregular” (Tesis: P. XLVIII/2005, Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Novena Época, t. XXII, noviembre de 2005, p. 5).

35		 Velasco, Emilio, op. cit., p. 6.
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en virtud de la cual determinó que “ha lugar a la formación de causa contra 
el ciudadano Presidente del Tribunal Superior de Justicia”.

En la sentencia emitida por la SCJN el 23 de agosto de 1878,36 al conocer 
del respectivo amparo en revisión, se determinó que jurídicamente sólo 8 de 
los 19 diputados de la legislatura del Estado de Puebla participaron en la sesión 
en la que se emitió el referido Decreto, porque antes del inicio del periodo 
de sesiones se desarrolló un procedimiento que sin sustento constitu-
cional dio lugar a llamar a los suplentes de los demás diputados propietarios 
y a reconocer a tres de los suplentes en lugar de los respectivos propietarios. 
Ante ello, se estimó que la referida resolución del 22 de mayo no podía 
emitirse válidamente por una minoría del Congreso del Estado, pues el ejer-
cicio de la atribución conferida a éste en la fracción XIII del artículo 36 de 
la Constitución Política del Estado de Puebla, requería de la aprobación de 
una mayoría de los diputados que integraban ese órgano, por lo que el De-
creto impugnado conllevaba una violación al artículo 16 constitucional, en 
tanto que no se trataba de un acto emitido por autoridad competente.

En relación con este último fallo destaca el voto redactado por Ignacio 
L. Vallarta, quien votó en contra de dicha resolución al estimar que en reali-
dad se trataba de un problema de incompetencia de origen o legitimidad de 
las autoridades responsables, considerando que analizar esta última cues-
tión implicaba pronunciarse sobre el nombramiento de quien encarnaba a 
la autoridad respectiva, verificando que la elección se había realizado en 
términos legales respecto de la persona que reúna los requisitos necesarios, 
en tanto que la competencia era la suma de facultades que la ley daba para 
ejercer ciertas atribuciones. Incluso, cuestionó la resolución en comento al 
sostener: 

Se ha dado también por cierto que el veredicto que declaró que hay lugar a 
formación de causa contra el señor Guzmán, fue solo pronunciado por aque-
llos ocho diputados, deduciéndose de aquí que no siendo ellos sino una mino-
ría del Congreso, no podían pronunciar tal veredicto. Esto es también inexac-
to. Esos ocho diputados en unión de otros a quienes llamaron, precisamente 
para formar el quórum, son los autores del veredicto, y de autos consta y es 

36		 El texto íntegro de la sentencia respectiva es visible en la obra: Votos del C. Ignacio 
L. Vallarta, Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en los negocios más 
notables resueltos por este Alto Tribunal de mayo de 1873 a septiembre de 1879, 3a. ed., 
México, Porrúa, 1989, t. I, pp. 156-161.
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público que en la sesión en que él se pronunció había más de ocho diputados, 
más de la mitad del número total de miembros del Congreso.37

Como se advierte en los asuntos de esta naturaleza, se cuestionaba la 
competencia de los órganos respectivos para emitir el acto reclamado y se 
planteaban vicios del título jurídico en virtud del cual determinadas per-
sonas ocupaban dichos órganos, debiendo destacarse que la finalidad de 
los juicios correspondientes no era, en esencia, obtener una resolución que 
dejara sin efectos el nombramiento respectivo sino los actos emitidos por 
las autoridades electas o designadas en contra del marco jurídico aplicable.

Dicho criterio se abandonó posteriormente al imponerse el criterio del 
Ministro Ignacio L. Vallarta, en el sentido de que el artículo 16 constitucio-
nal únicamente permitía controvertir los actos de las autoridades por falta 
de atribuciones para emitir el acto reclamado. Entre los fallos posteriores 
en los que prevaleció esta visión, destacan los dictados por la SCJN el 12 
de abril de 1881 en el juicio promovido por Jesús C. Valencia y coagravia-
dos, así como el 6 de agosto de 1881 en el juicio promovido por Salvador 
Dondé.

En el primero de ellos, se impugnó un auto de formal prisión dictado por 
un juez de Primera Instancia del Estado de Baja California, aduciendo que 
aquel violaba el artículo 16 constitucional en tanto que provenía de quien 
no podía considerarse como juez, dado que su nombramiento no se había 
llevado a cabo mediante el voto popular sino por el Presidente de la Repú-
blica. En esta sentencia se determinó 

que si el nombramiento de las autoridades de la Baja California es contrario 
al artículo 72, fracción VI constitucional, como no toca a la Suprema Corte 
en un juicio de amparo cuidar del cumplimiento de todos los artículos consti-
tucionales, sino que su acción al pronunciar las resoluciones en juicios de la 
naturaleza de ésta, está limitada a los casos prescritos en el artículo 101 de la 
Constitución, la violación citada no puede servir de fundamento al amparo, 
sino en tanto que sea la infracción de una garantía individual o bien una inva-
sión de la esfera de la autoridad local federal; que la violación de la fracción 
VI del artículo 72 que prescribe origen popular a las autoridades de la Baja 
California, no es violación de garantía individual ni importa invasión del Po-
der federal en las atribuciones de los Estados y viceversa.

37		 Ibidem, pp. 110-155.
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A su vez, en la sentencia del caso Salvador Dondé, se controvirtieron 
diversos créditos fiscales fincados por el Tesorero del Estado de Campe-
che, respecto de la importación de diversos bienes atribuyéndoles diversos 
vicios, entre otros, por que dicho Tesorero había sido nombrado por quien 
no era válidamente gobernador de ese Estado. En la sentencia dictada por 
la SCJN se determinó que dicho planteamiento era improcedente dado que 
este Tribunal no puede analizar cuestionamientos sobre la legitimidad de 
los nombramientos de los servidores públicos que emiten los actos impug-
nados, ya que la garantía que prevé el artículo 16 constitucional se refiere a 
la competencia y no a la legitimidad. 

Como se advierte, el criterio de la incompetencia de origen implicaba 
que por vía de la tutela del derecho fundamental a la seguridad jurídica, 
además de verificar la existencia en la esfera competencial de la autoridad 
responsable de la atribución ejercida en el acto de autoridad reclamado, se 
analizara la validez del nombramiento otorgado a la persona o personas que 
integraban el órgano respectivo, lo cual si bien daba lugar a un estudio de 
la validez del derecho político ejercido por quien gozaba del nombramiento 
respectivo, lo cierto es que no se estimó vedado a la jurisdicción de amparo 
por el hecho de que implicara pronunciarse sobre derechos políticos, sino 
en virtud de que el precepto constitucional que se aducía violado,al referirse 
a la competencia de la autoridad responsable de la emisión de un acto de 
molestia, únicamente permitía analizar si ésta había actuado o no en ejerci-
cio de una atribución incorporada en su esfera jurídica.

En ese orden de ideas, la imposibilidad de analizar la incompetencia de 
origen de la autoridad demandada en el juicio de amparo no guarda rela-
ción directa con un problema de procedencia del amparo contra actos que 
afecten derechos políticos, sino únicamente con el alcance del derecho fun-
damental conforme al cual todo acto de molestia que sufran los gobernados 
debe ser emitido por una autoridad que tenga competencia para su dictado.

Tan es así que no existe obstáculo alguno para que en un juicio de ampa-
ro, quien tenga interés jurídico para ello, pueda cuestionar el procedimiento 
llevado a cabo para que un Poder u órgano del Estado mexicano designe 
a una persona en un cargo público, lo cual aun cuando implica analizar la 
validez de un procedimiento en el que se ejerció el derecho político a ocu-
par un cargo público, de ninguna manera afecta la procedencia del juicio 
de amparo si no se actualiza el supuesto establecido en la fracción VIII, del 
artículo 73, de la Ley de Amparo.

Dicho en otras palabras la posibilidad de impugnar en amparo un acto 
que afecte el derecho político que asiste a un ciudadano para ser nombrado 
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en un cargo público, no está determinada por la imposibilidad de impugnar en 
un juicio de esa naturaleza el nombramiento de un servidor público, sino 
por la actualización o no de los extremos de la causa de improcedencia pre-
vista en la referida fracción VIII, la cual será materia de análisis posterior.

En ese tenor importa reconocer que son diversos los comentarios que 
pueden realizarse respecto de los fallos en los que se abordó el análisis de 
los planteamientos de la llamada incompetencia de origen, bien sea por la 
posibilidad jurídica de pronunciarse sobre dichos aspectos e incluso por sus 
causas o sus efectos.

En cuanto a la posibilidad jurídica de analizar en un juicio de ampa-
ro la correcta designación de una autoridad al pronunciarse sobre si goza 
de atribuciones para emitir el acto reclamado, debe tomarse en cuenta que 
atendiendo a la regulación procesal que lo rige, incursionar en este tema ge-
nera diversos inconvenientes, ya que, en primer lugar, se estarían realizando 
pronunciamientos sobre un acto de autoridad que no fue el impugnado en 
la demanda respectiva; en segundo lugar, no se escucharía a las autorida-
des responsables del nombramiento cuestionado, las que podrían brindar 
elementos probatorios relevantes, por lo que analizar los planteamientos de 
incompetencia de origen implicaría dejarlas en estado de indefensión, pues 
aun cuando el amparo sólo trascendiera al acto de autoridad emitido por la 
autoridad cuya designación se cuestiona, lo cierto es que la inconstitucio-
nalidad de éste derivaría de actos realizados por un órgano ajeno; en cuarto 
lugar, los fines de interés público perseguidos por la autoridad responsable 
con la emisión del acto impugnado se verían afectados por vicios de auto-
ridad diversa, sin encontrar además un remedio eficaz para purgar la desig-
nación inconstitucional, al trascender el fallo constitucional únicamente al 
caso concreto y, en quinto lugar, la sentencia concesoria generaría grave 
inseguridad jurídica, ya que todas las relaciones jurídicas derivadas de los 
actos emitidos por la autoridad designada ilegalmente podrían desaparecer 
del mundo jurídico con motivo de amparos futuros que incluso se promo-
vieran años después de que hubiere ocurrido la designación cuestionada.

Por ello, se comparte el criterio sostenido por Ignacio L. Vallarta en 
cuanto a que en el juicio de amparo no es factible pronunciarse sobre plan-
teamientos relacionados con la llamada incompetencia de origen cuando se 
impugna un acto emitido por un órgano del Estado cuyo titular supuesta-
mente fue designado ilegalmente.

Lo anterior no obsta para reconocer que el criterio que permitió analizar 
problemas de incompetencia de origen obedeció, en buena medida, a la ne-
cesidad de expulsar del orden jurídico actos de autoridad que palmariamen-
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te revelaban sendas violaciones al marco jurídico aplicable, las cuales como 
se verá más adelante, durante finales del siglo XIX y buena parte del siglo 
XX no encontraron remedio procesal alguno bien fuera por la imposibilidad 
de estudiar planteamientos de esa naturaleza o por el criterio jurispruden-
cial que más adelante se comentará, relativo a la improcedencia del amparo 
contra actos que afecten derechos políticos.

Por ello, desde el siglo XIX se advertía la necesidad de fortalecer el or-
den jurídico nacional mediante el establecimiento de mecanismos jurisdic-
cionales que permitieran oportunamente impugnar los actos relacionados 
con la elección popular o la designación directa de los servidores públicos 
titulares de los Poderes y los principales órganos de gobierno, tanto federa-
les como locales e incluso los relacionados con su remoción en el cargo, y si 
bien las circunstancias políticas y sociales pudieron no ser las más propicias 
para ello, lo cierto es que históricamente la consecuencia de que prevalez-
can actos de esa naturaleza que no se apeguen al orden jurídico provocan 
la deslegitimación ante la sociedad tanto de las autoridades designadas como 
de los actos que realicen durante el desempeño de sus funciones, lo que sin 
duda implica una grave afectación al Estado de derecho y a la participación 
social en las cuestiones públicas, pues se traduce en un símbolo de impu-
nidad e inequidad y en una afrenta a la sociedad, que en ocasiones puede 
generar círculos viciosos de ilegalidad.

En los siguientes apartados se realiza una breve referencia al marco jurí-
dico, así como a los criterios y los precedentes de la SCJN sustentados du-
rante el siglo XX a partir de la entrada en vigor de la CPEUM, que pueden 
estimarse de mayor relevancia en relación con la procedencia del amparo 
para controvertir actos relacionados con la elección, designación, suspen-
sión o remoción del cargo de servidores públicos titulares de los Poderes y 
de los órganos federales, locales y municipales. 

b. Situación entre 1917 y 1936

Durante este periodo cabe señalar que en el texto original del artículo 60 
de la CPEUM se establecía que “Cada Cámara calificará las elecciones de 
sus miembros y resolverá las dudas que hubiese sobre ellas. Su resolución 
será definitiva e inatacable”, lo que impedía la procedencia del amparo con-
tra los actos relacionados con la calificación de las elecciones de diputados 
y senadores del Congreso de la Unión. Además, en la Ley de Amparo de 
1919 no se establecía alguna causa de improcedencia del juicio de amparo 
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relacionada con la impugnación de actos que trascendieran a los derechos 
políticos de los ciudadanos. En el ámbito jurisprudencial, la SCJN fijó en 
1920 la jurisprudencia, al tenor de la cual la violación de los derechos po-
líticos no da lugar al juicio de amparo porque éstos no tienen el carácter de 
garantías individuales.38 

Entre las sentencias en las que se aplicó dicha jurisprudencia destaca la 
dictada por la SCJN, el 20 de abril de 1920, en el amparo promovido por 
el Presidente Municipal de Metztitlán del Estado de Hidalgo, en el cual 
impugnó el Decreto 1086 de la legislatura del propio Estado, mediante el 
cual se reformó la ley electoral de ese Estado y la resolución del propio 
Congreso del 29 de diciembre de ese mismo año, donde se declaró la nu-
lidad de las elecciones de presidente municipal y munícipes impares del 
referido Ayuntamiento, revocando la sentencia concesoria dictada por el 
juez de Distrito en Hidalgo. El argumento esencial de la referida sentencia 
fue que el amparo sólo se ha instituido para tutelar garantías individuales y 
como los actos reclamados son del orden político ese juicio constitucional 
no procede en su contra.

Posteriormente, entre 1923 y 1927 se dictan diversos fallos en los que al 
conocer de amparos promovidos contra actos que afectaban derechos polí-
ticos, la SCJN consideró que sí procedía el juicio de amparo. Entre dichos 
fallos destaca el amparo en revisión derivado del amparo promovido por 
Falcón José y coagraviados,39 en el cual se sostuvo que una vez estando 
en funciones una persona electa se originan diversos derechos que atañen 
al mismo individuo, por lo que además del derecho a desempeñar el cargo 
surgen otros derechos como es el de percibir la retribución que correspon-
da por sus servicios. Además, se consideró que cuando se reclaman con-
juntamente derechos políticos con derechos o garantías individuales no es 
aplicable la jurisprudencia de la SCJN en la que se determina sobreseer en 
esos juicios. Importa señalar que este precedente se aprobó por mayoría de 
cinco votos de los ministros integrantes del Pleno, el cual se conformaba 
por once, con el voto en contra de cuatro y dos abstenciones.

Más adelante, en el año de 1926 el Pleno resolvió dos amparos, el 404/26 
y el 774/26 en los cuales nuevamente se concluyó que el amparo sí procedía 

38		 Véase tesis jurisprudencial de la SCJN que lleva por rubro y datos de identificación: 
“derechos politicos. improcedencia” (Tesis: 219, Semanario Judicial de la Federación, 
Quinta Época, t. VI, Apéndice de 1995, p. 149).

39		 Véase tesis aislada de la SCJN que lleva por rubro y datos de identificación: “derechos 
politicos” (Tesis Aislada, Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, t. XIII, 
p. 815).
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contra actos que afectaran derechos políticos si trascendían a otros derechos 
civiles del quejoso como lo es la percepción de los sueldos respectivos. 
Este criterio se continuó durante 1927 en el amparo 2703/26 promovido 
por Rafael Morán y en el cual se sostuvo que la SCJN había cambiado la 
jurisprudencia, ya que el amparo sí procede contra la violación de derechos 
políticos si también se aducen violaciones a garantías individuales, asunto 
que se resolvió por mayoría de seis votos. 

Para el año de 1928 se vuelve a modificar el criterio, al resolver el re-
curso de revisión contra el auto que desechó la demanda promovida por 
Salvador Zuno,40 en el cual por una mayoría de seis votos de los ministros 
del Pleno se determinó que no procede el amparo contra actos que afecten 
derechos políticos, ya que el amparo únicamente sirve para tutelar garantías 
individuales, sosteniéndose que la suspensión del pago de los emolumentos 
correspondientes a un cargo político no constituye violación de garantías 
individuales, puesto que ello es una consecuencia de la privación del cargo 
político. 

Incluso, bajo el mismo criterio se resolvió el amparo 3374/25 reportado 
en el informe de 1930 del Presidente de la SCJN,41 en el cual se sostuvo la 
improcedencia del amparo para impugnar un decreto de una legislatura de 
un Estado por el cual se privó del cargo a una persona que se desempañaba 
como magistrado de un Tribunal Superior de Justicia, estimando que el car-
go respectivo se obtuvo con el carácter de ciudadano, por lo que su afecta-
ción implica la de prerrogativas políticas.

En la misma línea la Segunda Sala de la SCJN sostuvo, al resolver el 26 
de agosto de 1930 el amparo en revisión 3430/29,42 que el amparo resulta 
improcedente contra la baja en el Ejército, pues la prestación del servicio de 
las armas en el ejército nacional constituye un derecho político, por lo que 
dicha baja no implica una afectación de garantías individuales. Al año si-
guiente destaca el sobreseimiento dictado en el amparo en revisión 2326/31 
en el cual se determinó por la Segunda Sala de la SCJN, por mayoría de tres 
votos, que la remoción de un juez para menores es un acto que únicamente 
afecta derechos políticos, ya que para ocupar ese cargo se exige ser ciudada-

40		 Tesis de la SCJN que lleva por rubro y datos de identificación: “derechos políticos” 
(Tesis Aislada, Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, t. XXIII, p. 327).

41		 Véase tesis de la SCJN que lleva por rubro y datos de identificación: “destitución 
de un magistrado” (Tesis Aislada, Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, 
Informe 1930, p. 42).

42		 Tesis de la SCJN que lleva por rubro y datos de identificación: “baja en el ejército 
(Tesis Aislada, Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, t. XXIX, p. 1862).
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no mexicano. El mismo criterio sostuvo la misma Sala al resolver el recurso 
de revisión 682/33, una vez confirmado el desechamiento de la demanda 
promovida por Daniel Rivera, incluso, el 3 de marzo de 1934 al resolver el 
recurso de revisión 224/34 el mismo órgano confirmó el desechamiento de la 
demanda promovida por Rafael Hernández Madrigal quien controvirtió 
la resolución que lo suspendía como integrante de un ayuntamiento.

De especial relevancia resultan los criterios sostenidos por la propia Se-
gunda Sala al resolver el 31 de agosto de 1933, el 20 de abril de 1934 y 
el 24 de julio de 1934, respectivamente, el amparo en revisión 2603/33,43 el 
recurso de revisión 6308/33, en el cual se revocó el desechamiento de una 
demanda de amparo promovida contra la baja de un militar y el amparo en 
revisión 1701/34, sosteniéndose en todos ellos que aun cuando el derecho a 
pertenecer o formar parte del Ejército nacional es de carácter político, está 
protegido por la Constitución y es susceptible de impugnarse en amparo, ya 
que conforme a la ordenanza respectiva, ningún general, jefe u oficial, pue-
de ser destituido de su empleo, sino por sentencia de tribunal competente.

En la misma línea, al resolver el 26 de octubre de 1934 el amparo 
4046/3444 promovido por los regidores del ayuntamiento de Apetatitlán, la 
Segunda Sala precisó que aun cuando en un juicio de amparo se reclamen 
actos que afecten derechos políticos, si el quejoso ocupante de un cargo 
público únicamente puede ser privado de éste mediante un procedimiento 
establecido en ley, el juicio de amparo sí es procedente debiendo entrarse al 
estudio de la constitucionalidad del acto reclamado.

Por su parte, la Primera Sala de la SCJN, al resolver el 12 de diciembre 
de 1935, el amparo en revisión 5874/3545 promovido por Argeo Alcázar, 
diputado de la legislatura de Oaxaca, determinó que el juicio de amparo sí 
es procedente para impugnar el desafuero de un diputado local respecto del 
cual no presentó solicitud alguna el Ministerio Público, sino un juez local.

c. Situación a partir de 1936 (interpretación de la fracción VIII 
del artículo 73 de la Ley de Amparo de 1936)

43		 Tesis de la SCJN que lleva por rubro y datos de identificación: “baja en el ejército” 
Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, t. XXXVIII, p. 3060).

44		 Tesis de la SCJN que lleva por rubro y datos de identificación: “derechos políticos. 
no es improcedente el amparo contra ellos, cuando son enjuiciables conforme 
a la ley relativa”, Quinta Época, informe 1934, p. 33).

45		 Tesis de la SCJN que lleva por rubro y datos de identificación: “desafuero de quie-
nes desempeñan su cargo de elección popular”, Quinta Época, Semanario Judicial de 
la Federación, XLVI, p. 6099).
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En la Ley de Amparo de 30 de diciembre de 1935 se establecieron dos 
causas de improcedencia relacionadas con el tema materia de análisis de 
este capítulo. En las fracciones VII y VIII, del artículo 73 de la Ley de Amparo, 
se dispuso, respectivamente: “VII. Contra las resoluciones o declaraciones 
de los presidentes de casillas, juntas computadoras o colegios electorales, 
en materia de elecciones”46 y “VIII. Contra las resoluciones o declaraciones 
del Congreso Federal o de las Cámaras que los constituyen, de las Legisla-
turas de los Estados o de sus respectivas Comisiones o Diputaciones Per-
manentes, en elección, suspensión o remoción de funcionarios, en los casos 
en los que las Constituciones correspondientes les confieran la facultad de 
resolver soberana o discrecionalmente”.

En relación con estas dos causas de improcedencia, dado que en el apar-
tado 3 del capítulo III, de este escrito, ya se ha precisado el alcance del texto 
vigente de la fracción VII antes transcrita al definir el alcance de la materia 
electoral para efectos del juicio de amparo, en este apartado únicamente se 
abordará lo relativo a la causa de improcedencia prevista en la diversa VIII, 
tomando en cuenta los diferentes criterios que se han adoptado sobre la po-
sibilidad de impugnar actos que implican el nombramiento, suspensión y 
remoción de servidores públicos titulares de Poderes y órganos del Estado 
mexicano, máxime que la finalidad esencial de este apartado IV.2 es pro-
nunciarse sobre el control de la constitucionalidad de los actos que afectan 
la permanencia en cargos de elección popular.

Al respecto destacan los relevantes criterios sostenidos entre los años de 
1936 y 1938 en los que la interpretación del nuevo marco legal permitió 
abrir la procedencia del juicio de amparo respecto de los actos que afectaran 
la permanencia en cargos públicos.

 Así, son de mencionarse las sentencias emitidas el 30 de marzo y el 11 
de junio de 1936 en los recursos de revisión 990/3647 y 2091/36, interpues-

46		 Como se refirió previamente el texto actual de la fracción VII del artículo 73 de la Ley 
de Amparo indica: “Contra las resoluciones o declaraciones de los organismos y autoridades 
en materia electoral”.

47		 Tesis de la SCJN que lleva por rubro, texto y datos de identificación: “derechos po-
líticos, amparo contra la violación de. Si el presidente municipal y los regidores de 
un ayuntamiento, sostienen que están en posesión de sus cargos, que según el artículo 115 
de la Constitución Federal, son esencialmente administrativos, aun cuando en determinados 
casos sus funciones sean políticas, las órdenes para que hagan entrega de sus puestos a una 
junta de administración civil, los afecta en lo individual, siendo puntos de estudio: si pueden 
ser privados de sus cargos por disposición de las autoridades respectivas que se señalen 
como responsables en el amparo que contra tales actos pidan, y sustituidos por una junta de 
administración civil; si estos mandamientos están o no autorizados por la Constitución; si 
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tos contra autos desechatorios de demandas promovidas por integrantes de 
diversos ayuntamientos, y en las cuales se precisó la inexistencia de con-
tradicciones entre los criterios sostenidos por la Segunda Sala de la SCJN 
en cuanto a la procedencia del juicio de amparo contra actos que afecten la 
permanencia en cargos públicos, señalándose que dicho juicio será impro-
cedente para impugnar actos que provengan de órgano políticos y afecten 
la permanencia en cargos que implican el ejercicio de funciones eminente-
mente políticas, en cambio, cuando se trata de los integrantes de un ayunta-
miento o de los titulares de los Poderes Judiciales, dado que sus funciones 
no son eminentemente políticas, sino de administración en el caso de aqué-
llos, o judiciales en el caso de éstos, los actos que afecten su permanencia 
no trascienden exclusivamente a derechos políticos sino incluso a garantías 
individuales, afectando así el ejercicio de funciones cuya naturaleza no es 
esencialmente política. Con base en lo anterior, en el segundo de los recur-
sos referidos se revocó el auto que desechó la demanda promovida por los 
integrantes del ayuntamiento del pueblo de San Pablo Anicano, municipio 
de Acatlán, Puebla, contra los actos del gobernador y del secretario de go-
bierno del propio estado encaminados a desconocerlos y destituirlos.

El 21 de julio de 1936, la propia Segunda Sala, al resolver el amparo 
en revisión 1750/36, sostuvo que la destitución del cargo de juez que se 
controvierte por no haberse seguido el procedimiento establecido en la ley 
aplicable, no debe considerarse como la impugnación de un acto que afecta 
derechos políticos.

Profundizando en esta distinción de derechos políticos y derechos de otra 
índole, la Segunda Sala de la SCJN sostuvo, al resolver el 5 de agosto de 
1936 el amparo en revisión 5909/34,48 que la separación de un servidor pú-
blico del cargo que desempeña pueda afectarlo bajo distintas fases, debien-
do tomarse en cuenta que si bien el derecho a desempeñar un cargo público 

los procedimientos empleados para la privación de sus cargos, tienen, o no, el apoyo legal, 
etcétera; por lo cual resulta claro que las infracciones de las leyes que señalan las causas 
en que procede la suspensión contra remoción de dichos interesados, de los cargos para los 
cuales dicen haber sido electos, por las autoridades facultadas para decretarlas, bien pudiera 
constituir una violación de garantías individuales, lo que no se puede juzgar a priori, sino 
que para ello se hace necesario admitir y tramitar la demanda de amparo que contra tales 
actos se pida, a fin de establecer, en presencia de los informes de las autoridades responsa-
bles y de las pruebas que rindan las partes, las proposiciones conducentes” (Tesis Aislada, 
Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, t. XLVII, p. 535).

48		 Véase Tesis de la SCJN que lleva por rubro y datos de identificación: “cargos públi-
cos, los derechos de los titulares no son sólo políticos” (Tesis Aislada, Semanario 
Judicial de la Federación, Quinta Época, t. XLIX, p. 798).
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deriva de las prerrogativas que el artículo 35 de la CPEUM confiere a los 
ciudadanos y, por ende, se trata de un derecho político, lo cierto es que una 
vez designado el servidor público con el inicio de sus funciones surgen a 
favor de éste otra serie de derechos que no son precisamente políticos, sino 
derechos relacionados con la conservación del puesto por todo el tiempo 
que fue designado o en tanto no se presente una causa que justifique su 
separación, prerrogativas que están vinculadas con la persona del servidor 
público.

En 1937, en la sentencia dictada el 5 de abril, en el recurso de revisión 
8711/36 interpuesto contra el desechamiento de la demanda respectiva, se 
advierte el inicio del análisis detenido de la fracción VIII del artículo 73 
de la Ley de Amparo vigente a partir de 1936, al sostenerse que si la Cons-
titución de un Estado no confiere a la legislatura del mismo la facultad de 
resolver soberana y discrecionalmente sobre la suspensión o separación de 
un diputado, sino que por el contrario, hay disposición que previene que no 
podrá llevarse a cabo sin que antes se le forme causa y se pronuncie senten-
cia que cause ejecutoria, la impugnación del acto legislativo que pretenda 
destituir a un diputado no se verá afectado por la referida causa de impro-
cedencia.

En reiteración de este criterio destaca lo sostenido por la Segunda Sala al 
resolver el amparo en revisión 3813/3749 promovido por un diputado de la 
legislatura del Estado de Durango en contra de su destitución en el cargo. 
En este asunto, para pronunciarse sobre la procedencia del amparo, se ana-
lizó si la respectiva facultad de remoción era discrecional, precisándose que 
en el artículo 108 de la Constitución del referido Estado se establece que la 
separación en el cargo de diputado únicamente pueda operar previa forma-
ción de la causa y pronunciamiento de la respectiva sentencia, lo que llevó 

49		 Véanse las tesis de la SCJN que llevan por rubro, texto y datos de identificación: 
“derechos políticos. Aunque la improcedencia del amparo es aceptable cuando se trata 
de reclamar contra un acto que tiende a privar a determinado individuo de la facultad de ser 
nombrado o designado para el desempeño de un puesto público; tal criterio es insostenible 
cuando hecha la designación o el nombramiento, e iniciadas las labores por el funcionario 
público, se ve injustamente separado de su puesto, por no haber concluido el periodo de su 
encargo o por no haber ocurrido la causa justificada de su separación (Tesis Aislada, Sema-
nario Judicial de la Federación, Quinta Época, t. LIII, p. 1876) y “derechos políticos. 
La fracción VIII del artículo 73 de la Ley de Amparo debe interpretarse en el sentido de que 
cuando las Constituciones locales correspondientes, no confieran la facultad de resolver 
soberana o discrecionalmente acerca de la elección, suspensión o remoción de funcionarios, 
el amparo contra uno de tales actos, puede no ser improcedente (Tesis Aislada, Semanario 
Judicial de la Federación, Quinta Época, t. LIII, p. 1875).
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a concluir que la facultad ejercida no era discrecional y que, por ende, no se ac-
tualizaba la causa de improcedencia prevista en la fracción VIII del artículo 73 de 
la Ley de Amparo; además, en la misma sentencia de amparo se determinó 
que el procedimiento seguido para destituir al diputado Federico Arrieta 
no fue el legalmente establecido por lo que se le concedió el amparo para el 
efecto de ser restituido en el cargo y recibir el pago de las dietas que dejó de 
percibir mientras permaneció separado de aquél.

Respecto de 1938 son relevantes las sentencias dictadas en los amparos 
en revisión 381/38 y 4110/38, respectivamente, el 1o. de junio y el 16 de 
agosto. Del primero derivó la tesis cuyo texto categóricamente indica: “La 
tesis de que el amparo no procede contra la violación de derechos políticos, 
sólo se refiere a aquéllos actos ejecutados en ejercicio de una facultad so-
berana y no limitada”, en tanto que en el segundo de ellos se sostuvo que 
cuando la separación de un servidor público de elección popular no sea dis-
crecional en el amparo que se promueva debe entrarse al estudio de fondo, 
ya que lo contrario implicaría dejar sin cumplimiento la ley reguladora de 
los derechos políticos del quejoso.

A pesar de la evolución que representaron los criterios recién referidos, lo 
cierto es que a partir de 1941 comenzaron a dictarse diversos fallos en los que 
prácticamente se dejó de lado lo establecido en la fracción VIII, del artículo 
73 de la Ley de Amparo, y se volvió a limitar la procedencia del amparo con-
tra actos que trascienden a derechos políticos, distinguiendo entre éstos y las 
garantías individuales.

Así destacan entre los juicios en los que se sobreseyó a partir de ese año 
por estimarse que los actos reclamados afectaban derechos políticos y no 
garantías individuales: amparo en revisión 4008/41 promovido por un dipu-
tado de la legislatura del Estado de México contra su desafuero; amparo en 
revisión 6447/47 promovido por los integrantes del ayuntamiento de Espi-
nal, Distrito Judicial de Juchitán, Oaxaca,50 contra su destitución decretada 
por el gobernador del Estado; 989/48 promovido por un regidor del ayunta-
miento de Tampico contra los actos del propio ayuntamiento, consistentes 
en impedirle continuar ejerciendo el cargo una vez que culminó la causa de 
suspensión de sus derechos políticos al dictarse sentencia absolutoria en el 

50		 Esta resolución aprobada por mayoría de tres votos implicó un retroceso en la tutela 
de la integración de los ayuntamientos, ya que dejó de lado lo dispuesto en la fracción VIII, 
del artículo 73, de la Ley de Amparo, para estimar que el amparo es improcedente contra la 
afectación de derechos políticos. 
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proceso penal, respecto del cual se le dictó un auto de formal prisión;51 am-
paro en revisión 8577/48 promovido por los regidores del ayuntamiento del 
Municipio de Esperanza Distrito de Ciudad Cerdán, Puebla, contra actos 
del gobernador consistentes en declararlo desaparecido e instalar en su lu-
gar un Concejo Municipal; amparo en revisión 1518/49 promovido por los 
integrantes del ayuntamiento de Tuxtepec, Oaxaca, contra actos de los Po-
deres Legislativo y Ejecutivo locales consistentes en deponer al Presidente 
Municipal y al Síndico de ese ayuntamiento,52 entre otros muchos.

De los amparos en revisión resueltos posteriormente por la SCJN, desta-
ca el 5588/73 promovido por los integrantes del ayuntamiento de Mérida, 
Yucatán, en contra de los Poderes Legislativo y Ejecutivo del propio Esta-
do por los actos consistentes, esencialmente, en el Decreto 225 del 20 de 
septiembre de 1973, mediante el cual se les revocó el mandato, así como el 
artículo 30, fracción XLI, de la Constitución Política del Estado de Yucatán 
que facultaba al Congreso del Estado para que libremente, por mayoría de 
votos, revocara el mandato de los integrantes de los ayuntamientos. De la 
sentencia dictada por el juez de Distrito en el Estado de Yucatán dentro del 
expediente 1039/73, destaca que en ella estimó que no se actualizaba la cau-
sa de improcedencia prevista en la fracción VIII del artículo 73 de la Ley 
de Amparo, ya que no basta que un precepto de la respectiva Constitución 
local, confiera una atribución de remoción discrecional a la respectiva legis-
latura local para que el amparo sea improcedente contra los actos que emita 
en ejercicio de esa atribución, pues para ello sería necesario que dicha fa-
cultad se apegara a la Constitución General. Además, en el estudio de fondo 
estimó fundados los conceptos de violación dirigidos a impugnar el artículo 
30, fracción XLI, de la Constitución de aquél Estado por ser violatoria del 

51		 Véase la tesis de la SCJN que lleva por rubro, texto y datos de identificación: “derechos 
políticos (regidores, privación a los, de su cargo). Debe sobreseerse el amparo contra 
los actos consistentes en la privación del cargo de regidor de un Ayuntamiento y las conse-
cuencias y efectos de dicho acto, por ser actos meramente políticos que si son violatorios, 
no dan lugar al juicio de amparo, por no tratarse de garantías individuales”. (Tesis Aislada, 
Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, t. XCVII, p. 1778).

52		 Véase la tesis de la SCJN que lleva por rubro, texto y datos de identificación: “dere-
chos políticos. En los términos del artículo 103, fracción I, de la Constitución Federal, el 
juicio de amparo sólo procede por violación de garantías individuales, debiendo entenderse 
por tales, aquellas que conciernen al hombre y no las que se refieren al ciudadano. De aquí 
que la infracción de un derecho político no pueda remediarse por medio del juicio de ga-
rantías, supuesto que no constituye violación de una garantía individual” (Tesis Aislada, 
Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, t. C, p. 1026).
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artículo 115 constitucional e incluso los relacionados con el procedimiento 
seguido por los Poderes Legislativo y Ejecutivo para revocar el mandato.

El citado fallo fue recurrido por dichos Poderes y la SCJN en sentencia 
dictada el 19 de noviembre de 1973 decidió sobreseer en el juicio por tratar-
se de la impugnación de un acto que afecta derechos políticos y no garantías 
individuales.

Por lo que se refiere a los criterios sustentados durante la Novena Época 
por los órganos de la jurisdicción constitucional ordinaria, en relación con 
la fracción VIII, del artículo 73 de la Ley de Amparo, debe destacarse el 
emitido por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Primer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 212/2004, en el cual sostuvo que el amparo 
sí procede contra los actos consistentes en la remoción de los integrantes 
de un ayuntamiento al no actualizarse la fracción VIII, del artículo 73 de la 
Ley de Amparo.53

En cuanto a los criterios recientes de la SCJN cabe señalar que en todos 
ellos se ha estimado que para determinar si la facultad de nombramiento, 
remoción o suspensión que se concede al respectivo poder legislativo es 
discrecional o no, debe atenderse a la esencia de la regulación respectiva no 
a la denominación que se dé a la atribución. Además, para calificar a una 
resolución como soberana o discrecional se ha optado por diversos criterios 
que pudieran o no estimarse complementarios.

Así, en el análisis de la procedencia del amparo contra la designación o 
ratificación del Presidente de la Comisión Nacional de Derechos Humanos 
(amparo en revisión 471/2006), contra la elección de los Consejeros de la 
Judicatura en el Estado de Jalisco (contradicción de tesis 253/2009) y con-
tra el nombramiento o ratificación del Presidente del Instituto de Transpa-
rencia e Información Pública del Estado de Jalisco (contradicción de tesis 
70/2010), la Segunda Sala de la SCJN ha sostenido que la atribución res-
pectiva es soberana en la medida que no exige que la decisión sea avalada 
o sometida a la aprobación, sanción o ratificación de persona u organismo 
alguno. En cambio, al resolver la contradicción de tesis 118/2009, la propia 
Segunda Sala sostuvo que la facultad para resolver sobre la elección, ratifi-
cación o cese de los magistrados del Supremo Tribunal de Justicia del Es-
tado de Jalisco no puede considerarse soberana o discrecional, porque esto 

53		 Véase la tesis que lleva por rubro y datos de identificación: “remoción de funciona-
rios municipales. contra las resoluciones emitidas por el congreso del estado 
de michoacán que las ordene, procede el juicio de garantías (interpretación 
del artículo 73, fracción viii, de la ley de amparo)” (Tesis: XI.1o.10 K, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XXI, abril de 2005, p. 1470).
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debe entenderse como el poder, atribución o derecho otorgado a la autori-
dad por una norma de derecho positivo vigente, para decidir acerca de algo 
sin sujetarse a reglas específicas, aunado a que dichas decisiones no pueden 
tomarse sin una debida fundamentación y motivación.

Por su parte, la Primera Sala de la SCJN, al conocer de la contradicción 
de tesis 31/2006-PL, estimó que la resolución dictada por el Tribunal Su-
perior de Justicia de un Estado que actúa como jurado de sentencia en un 
juicio político es un acto de naturaleza política, por lo que no procede el 
amparo en su contra en términos de lo previsto en la fracción VIII del artículo 
73 de la Ley de Amparo.

C. Los medios de control de la constitucionalidad procedentes contra 
los actos relacionados con la permanencia en un cargo de elección 
popular

Tomando en cuenta lo precisado, se estima conveniente reflexionar en 
este apartado sobre los alcances de los medios de control de la jurisdicción 
constitucional ordinaria y de la constitucional electoral para conocer de los 
actos relacionados con la permanencia en un cargo de elección popular, 
pronunciándose sobre el juicio de amparo, la controversia constitucional y 
los medios de impugnación en materia electoral, específicamente sobre el 
juicio para la protección de los derechos político-electorales.

1. La procedencia del amparo. A partir de la interpretación de lo esta-
blecido en la fracción VIII, del artículo 73 de la Ley de Amparo, es posible 
sostener que dicho numeral implica, en principio, reconocer que a la juris-
dicción de amparo corresponde el control de constitucionalidad de los ac-
tos que afectan la permanencia en un cargo de elección popular ajenos a la 
calificación de las elecciones respectivas, lo cual es competencia exclusiva 
del TEPJF.

Para arribar a esta conclusión, debe tomarse en cuenta tanto el alcance 
de la jurisdicción de amparo respecto de la suspensión y remoción de servi-
dores públicos titulares de Poderes y órganos del Estado mexicano como la 
naturaleza acotada de la jurisdicción constitucional electoral, atendiendo a lo 
previsto en los artículos 41, párrafo último y 99 de la CPEUM.

Tal como se sostuvo en los criterios emitidos por la Segunda Sala de 
la SCJN de 1936 a 1938, la adición de la fracción VIII, del artículo 73 de la 
Ley de Amparo, implicó que los únicos actos relacionados con la suspen-
sión o remoción de servidores públicos en relación con los cuales el juicio 
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de amparo sería improcedente, son aquellos respecto de los cuales la regu-
lación que los rige permite al Poder Legislativo decidir discrecionalmente 
sobre ello, en la inteligencia de que tratándose de esos dos tipos de actos, 
suspensión y remoción, el avance de la regulación tendiente a brindar segu-
ridad jurídica, fortalecer a los diferentes niveles de gobierno y dotar de ma-
yor autonomía a los Poderes y órganos constitucionales autónomos, ha dado 
lugar a que difícilmente permanezcan atribuciones que discrecionalmente 
permitan resolver al respecto, entendiendo a las facultades discrecionales, 
en los términos en que los conceptualizó la propia Segunda Sala al resolver 
la contradicción de tesis 118/2009, como aquellas que permiten decidir so-
bre alguna cuestión sin sujetarse a reglas específicas.54

Aún más, del análisis detenido de la referida causa de improcedencia y 
del contexto constitucional en el que se inserta es posible llegar a la con-
clusión de que no existe justificación constitucional para que los actos que 
impliquen un nombramiento, suspensión o remoción de un servidor público 
titular de un Poder u órgano del Estado mexicano, no puedan sujetarse al 
control constitucional con independencia de que provengan de una legisla-
tura y se puedan considerar como discrecionales.

En efecto, todo acto de autoridad que trascienda a la esfera de un gober-
nado debe cumplir con los requisitos de fundamentación y motivación, sin 
que constitucionalmente los Poderes Legislativos federal o locales estén 
exentos de respetar ese derecho fundamental, aun cuando ejerzan atribucio-
nes de las llamadas discrecionales, pues en todo caso será necesario verifi-
car que la autoridad que dictó el acto respectivo es competente para ello e 
incluso que la decisión adoptada se encuentra debidamente justificada, ya 

54		 Conviene recordar que un criterio para clasificar los actos de autoridad es el que 
atiende al grado de libertad para ejercer una facultad, considerándola como reglada cuando 
la normativa que la regula no deja un espacio libre de elección e indica cuáles son cada uno 
de los elementos que debe considerar la autoridad para actuar o estimándola como discre-
cional cuando alguno de los elementos a considerar no están reglados, en la inteligencia de 
que no existen atribuciones absolutamente regladas o absolutamente discrecionales, pues 
en todas existirá un margen de apreciación libre, como puede suceder al valorar pruebas o 
aplicar conceptos indeterminados, e incluso en el caso de las discrecionales necesariamente 
deberá preverse en una norma general la competencia para ejercerlas. Entre los otros el-
ementos reglados de las facultades discrecionales destacan: 1) el o los supuestos de hecho 
previstos legalmente como generadores del ejercicio de la facultad; 2) los requisitos que 
deben acreditarse para que se pueda ejercer la facultad en un sentido específico; 3) el fin pú-
blico perseguido mediante su ejercicio, y 4) la exigencia de la motivación de las potestades 
discrecionales. Cfr. Blanquer, David, Derecho administrativo, Valencia, Tirant lo Blanch, 
2010, t. I, pp. 189-201.
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que conforme a los criterios de la SCJN también el ejercicio de facultades 
discrecionales debe motivarse.55

Por tanto, los actos de autoridad legislativa o de diversa autoridad que 
afecten la permanencia en un cargo de elección popular podrán impugnarse 
en el juicio de amparo cuando no estén relacionados con la calificación de 
las elecciones respectivas, en la inteligencia de que si la facultad del Poder 
legislativo correspondiente es discrecional podrá operar la improcedencia 
de dicho juicio, sin menoscabo de que existan elementos para considerar 
que la fracción VIII, del artículo 73, de la Ley de Amparo podría estimarse 
inconstitucional por impedir el acceso a la justicia para verificar la validez 
de actos de autoridad que al ser discrecionales deben motivarse necesaria-
mente, de manera razonable. 

2. La procedencia de la controversia constitucional. Tratándose de actos 
que afecten la permanencia en cargos de elección popular se ha recono-
cido que la controversia constitucional procede cuando se ve afectada la 
integración de uno de los Poderes legitimados para promover un juicio de 
esta naturaleza. Es decir, un ayuntamiento o un tribunal local pueden acudir 
a la controversia constitucional para impugnar un acto de otra autoridad que 
afecte su integración, ya que conforme a la jurisprudencia del Pleno de la 
SCJN los actos que afectan la integración del órgano de gobierno municipal 
trascienden a su interés legítimo y, por ende, pueden ser impugnados por su 
representante a través de una controversia constitucional.56 

55		 Véase la tesis de la SCJN que lleva por rubro, texto y datos de identificación: “fa-
cultades discrecionales. La Segunda Sala de la Suprema Corte ha establecido que si 
bien el ejercicio de la facultad discrecional está subordinado a la regla del artículo 16 de la 
Constitución Federal, en cuanto este precepto impone a las autoridades la obligación de 
fundar y motivar los actos que puedan traducirse en molestias a la posesión y derechos de los 
particulares, y aunque dicho ejercicio suponga un juicio subjetivo del autor del acto que no 
puede ni debe sustituirse por el criterio del juez, si está sujeto al control de este último, por 
lo menos cuando el juicio subjetivo no es razonable, sino arbitrario y caprichoso y cuando 
es notoriamente injusto o contrario a la equidad, pudiendo añadirse que dicho control es 
procedente cuando en el referido juicio no se hayan tomado en cuenta las circunstancias de 
hecho, o sean alteradas injustificadamente, así como en los casos en que el razonamiento 
sea ilógico o contrario a los principios generales del derecho” (Tesis Aislada, Semanario 
Judicial de la Federación, Sexta Época, Tercera Parte, t. LVII, p. 65).

56		 Cfr. Tesis jurisprudencial que lleva por rubro y datos de identificación: “controver-
sia constitucional. se actualiza el interés legítimo del municipio para acudir 
a esta vía cuando se emitan actos de autoridad que vulneren su integración” 
(Tesis: P./J. 84/2001, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. 
XIV, julio de 2001, p. 925).
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Lo anterior sin menoscabo de recordar que si el acto respectivo guarda 
relación con la calificación de las elecciones se estará en presencia, al día 
de hoy, de una causa de improcedencia de la controversia constitucional, al 
tratarse de un acto en materia electoral, siendo pertinente que, para evitar 
dejar en indefensión al que acuda al medio incorrecto, se establezca un me-
canismo que dé el tratamiento procesal propio de una cuestión de compe-
tencia y no de procedencia.

3. Improcedencia de los medios de impugnación de la jurisdicción elec-
toral. Por lo que se refiere a la suspensión o remoción de quien ocupa un 
cargo de elección popular, especial relevancia resulta considerar que la ju-
risdicción constitucional electoral encuentra acotado su ámbito competen-
cial en el artículo 99 de la CPEUM, sin que alguno de los medios de im-
pugnación previstos en este numeral pueda tener el alcance de analizar la 
validez de actos ajenos al proceso electoral y a la calificación del resultado 
de las elecciones respectivas. 

En todo caso, respecto del JDC es necesario tomar en cuenta que dicho 
medio de impugnación tiene como finalidad lograr la tutela de derechos po-
lítico-electorales, por lo cual cualquier acto que implique evaluar los resul-
tados de la contienda electoral podría estimarse relacionado con el derecho 
a ser votado; sin embargo, una vez calificadas las elecciones respectivas y 
ocupado el cargo, los actos que afecten la permanencia en él serán ajenos a 
la materia electoral, pues implicarán el estudio de una normativa de natura-
leza diferente, desvinculada de la que regula los procesos electorales.

Ante esta interpretación, resulta importante contar con un mecanismo 
que permita determinar, de oficio, si la vía para impugnar el acto respectivo 
es de la jurisdicción constitucional ordinaria o la electoral, reiterando que 
los problemas de articulación horizontal entre ambas jurisdicciones se de-
ben solventar como cuestiones de competencia y no de procedencia.

4. Precedentes relevantes. Si bien originalmente la Sala Superior del TE-
PJF sostuvo en la tesis 26/2004 que el JDC es improcedente para tutelar 
la permanencia o la reincorporación en los cargos de elección popular, lo 
cierto es que en 2008 dicho criterio se abandonó en la tesis XVII/2008 de la 
propia Sala, que lleva por rubro: “sustitución por renuncia de un re-
presentante popular electo. procede el juicio para la protección 
de los derechos político electorales del ciudadano”. posterior-
mente, en su jurisprudencia 20/2010, cuyo rubro indica “derecho 
político electoral a ser votado. incluye el derecho a ocupar y 
desempeñar el cargo”, se precisa que el JDC es procedente para contro-
vertir actos y resoluciones que violen el derecho a ser votado, el cual com-
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prende el derecho a ocupar el cargo respectivo, por lo que debe entenderse 
incluido el derecho de ejercer las funciones inherentes durante el periodo 
del encargo, criterio que amerita especial atención tratándose de los inte-
grantes de un ayuntamiento, ya que conforme a la jurisprudencia del Pleno 
de la SCJN, los actos que afectan la integración del órgano de gobierno 
municipal pueden ser impugnados por su representante a través de una con-
troversia constitucional, como se advierte de la tesis citada anteriormente.

 Por ello, si bien el referido criterio ha permitido al TEPJF conocer de 
JDC en los que se controvierten actos que afectan la permanencia de los 
integrantes de los ayuntamientos, con motivo de actos relacionados con 
la calificación de las elecciones respectivas,57 debe tomarse en cuenta que 
también ha servido de base para que incluso conozca de juicios de esa na-
turaleza en los que se controvierten actos posteriores a los de la calificación 
de una elección, en los que el Poder Legislativo local ha declarado la des-
aparición de un ayuntamiento, como sucedió en el JDC 30/2008 resuelto el 
3 de diciembre de 2008, por la Sala Regional de la Tercera Circunscripción 
Plurinominal Electoral del Poder Judicial de la Federación con sede en Xa-
lapa, Veracruz, en el cual se determinó revocar el Decreto 704 del Congreso 
del Estado de Oaxaca, que declaró la desaparición de Poderes por la desin-
tegración del ayuntamiento de San Raymundo Jalpan, Centro, Oaxaca.

En este asunto se presentó la posibilidad de que se emitieran diversas 
sentencias respecto del mismo acto impugnado, tanto por una Sala del TE-
PJF como por la SCJN, ya que el referido Decreto se impugnó en la de-
manda relativa a la controversia constitucional 151/2008 y si bien en la 
sentencia emitida en ésta se sobreseyó respecto de ese Decreto específico, 
por cesación de sus efectos, lo cierto es que se analizó la validez del impug-
nado en ampliación de la demanda, el Decreto 807 emitido por el propio 
legislador en cumplimiento del fallo dictado por esa Sala Electoral, el cual 
también determinó la desaparición del referido ayuntamiento y fue declara-

57		 Entre los asuntos en los que las Salas del TEPJF han conocido de problemas de in-
tegración de los ayuntamientos relacionados con la calificación de elecciones que poste-
riormente han dado lugar a controversias constitucionales desechadas, destacan los JDC 
436/2010, 437/2010, 441/2010 y 442/2010 del índice de la Sala Regional de la Tercera 
Circunscripción Plurinominal Electoral del Poder Judicial de la Federación con sede en Xa-
lapa, Veracruz, en los cuales se revocaron sendos acuerdos del Consejo General del Instituto 
Electoral del Estado de Oaxaca, respecto de la elección de concejales del Ayuntamiento de 
San Juan Cotzocón, de este último Estado, resoluciones que dieron lugar a diversos actos 
impugnados en la controversia constitucional 20/2011, desechada por el ministro instructor.
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do inválido por mayoría de cuatro votos de los ministros integrantes de la 
Segunda Sala de la SCJN al resolver la citada controversia constitucional.

Con independencia de las consideraciones que hubiere expresado la 
Sala Regional antes referida, al conocer del respectivo JDC y del grado 
de vinculación que existió entre el nuevo Decreto del Congreso de Oaxa-
ca y la sentencia dictada en aquel juicio, lo cierto es que la validez de un 
acto formalmente legislativo relacionado con la integración de un ayun-
tamiento fue analizado en las dos jurisdicciones constitucionales materia 
de estudio.

En adición a lo expuesto, cabe señalar que la Sala Superior del TEPJF ha 
venido precisando que la procedencia del JDC para analizar la validez de 
actos que afectan la permanencia en un cargo al que se accede por la vía del 
voto se encuentra limitada, “pues no todo acto relacionado con la perma-
nencia en el cargo es de naturaleza electoral”.58

En ese orden de ideas se estima conveniente establecer los mecanismos 
procesales que permitan dirimir cuestiones de competencia, de oficio, entre 
la jurisdicción constitucional ordinaria y la electoral, pues con ello la posi-
bilidad de sentencias contradictorias se evitaría considerablemente, aunado 
a que la SCJN podría definir en criterio vinculatorio hasta dónde llega la 
jurisdicción de las Salas del TEPJF en cuanto a la tutela del derecho a ser 
votado y su llamada expresión a la permanencia y al ejercicio de las funcio-
nes respectivas, cuestión que ha generado la aprobación de relevantes tesis 
de la referida Sala Superior, entre otras, la XVIII/2008 que lleva por rubro: 
“revocación de mandato. el juicio para la protección de los de-
rechos político-electorales del ciudadano es improcedente para 
impugnarlo”.59

58		 Cfr. Sentencia dictada en el JDC 3060/2009 y sus acumulados en los cuales diversos 
integrantes del ayuntamiento de Tzintzuntzan, Michoacán, impugnaron la convocatoria re-
alizada por el residente municipal a los suplentes respectivos. Cabe señalar que con poste-
rioridad al dictado de la sentencia respectiva en la que se deja sin efectos el acto impugnado, 
el Congreso del Estado, aparentemente inició juicio político en contra de los mismos ediles, 
acto que es materia de análisis en la controversia constitucional 31/2011.

59		 Conviene agregar que otros actos de naturaleza política cuyo conocimiento por las 
jurisdicciones constitucionales ordinaria y electoral es materia de debate, son los de natura-
leza parlamentaria, los que serán objeto de análisis en estudio posterior. Sirvan por lo pronto 
de referente las tesis XIV/2007 y XVII/2007 de la Sala Superior del TEPJF que llevan 
por rubro: “juicio para la protección de los derechos político-electorales del 
ciudadano. la remoción del coordinador de una fracción parlamentaria no es 
impugnable en amparo” y “derecho político electoral de ser votado. su tutela 
excluye los actos políticos correspondientes al derecho parlamentario”.
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3. El control de la constitucionalidad de los actos que afectan el derecho 
político a integrar autoridades electorales locales

Como ya se precisó las normas que regulan el ingreso, permanencia y 
remoción de los titulares de un instituto electoral o de un tribunal electoral, 
así como sus actos de aplicación, no son actos que regulan el ejercicio de un 
derecho político-electoral. Además, resulta discutible sostener que dichas 
normas constituyen un marco jurídico que rige la actuación de autoridades 
que organizan y califican comicios o resuelven controversias que surjan en 
éstos, pues lo cierto es que la normativa que sin duda encuadra en este su-
puesto es la que determina las atribuciones de los institutos y los tribunales 
electorales, mas no la que da cauce a las que ejercen las legislaturas locales 
u otros Poderes respecto de la integración de esos órganos.

A pesar de lo anterior, la incertidumbre que en alguna medida ha exis-
tido respecto de la procedencia del juicio de amparo para impugnar actos 
de esa naturaleza, dada la jurisprudencia al tenor de la cual el amparo es 
improcedente contra actos que afecten derechos políticos, debe reconocerse 
que el TEPJF ha realizado una interpretación relevante sobre los supuestos 
de procedencia del JRC, como se precisará a continuación, para aceptar 
la posibilidad de revisar la validez de los procedimientos encaminados al 
nombramiento de titulares de institutos electorales o de magistrados de tri-
bunales electorales locales.

Al respecto, conviene comenzar por señalar que un elemento que tam-
bién pudo generar el criterio relativo a que los actos de esa naturaleza son 
impugnables en la jurisdicción constitucional electoral fue el sustentado por 
la SCJN, por mayoría de seis votos, al resolver la acción de inconstitucio-
nalidad 1/95, en la cual se impugnaron diversos preceptos de la Ley de Par-
ticipación Ciudadana del Distrito Federal, específicamente los relacionados 
con la integración de los Consejos Ciudadanos, órganos de representación 
vecinal y participación ciudadana. En el fallo respectivo, emitido el 31 de 
octubre de 1995, se determinó que la regulación impugnada pertenece a la 
materia electoral, dado que los consejeros ciudadanos ejercen claras fun-
ciones de poder público al tener la posibilidad de aplazar los programas 
anuales delegacionales o provocar su modificación, por lo que se sobreseyó 
en la respectiva acción de inconstitucionalidad. 

En relación con este criterio importa mencionar que se estableció en un 
contexto constitucional diverso al vigente a partir de 1996, en el cual se am-
plió la procedencia de las acciones de inconstitucionalidad para impugnar 
leyes en materia electoral y se establecieron las bases constitucionales de la 



PROPUESTA DE ARTICULACIÓN DE LAS JURISDICCIONES 241

jurisdicción constitucional electoral. Además, la elección de los consejeros 
ciudadanos en materia de representación vecinal y participación ciudadana 
no guarda analogía con la designación de los titulares de las autoridades 
electorales antes referidas, pues el mecanismo para ello es diverso y sus 
funciones también.

Por lo que se refiere a los principales criterios sustentados al respecto por 
la Sala Superior del TEPJF, cabe señalar que el primer asunto en el que se 
analizó la validez del nombramiento de consejeros electorales fue el JRC 
391/2000, promovido por el Partido de la Revolución Democrática contra 
el Decreto del Congreso del Estado de Yucatán, mediante el cual ratificó por 
un periodo más a los consejeros ciudadanos del Consejo Electoral de ese 
Estado. De lo sostenido en este fallo, especial atención merecen, para los 
efectos de este artículo, el considerando primero relativo a la competencia 
del TEPJF y su considerando cuarto, en el cual se precisan los efectos de la 
revocación del Decreto impugnado.

En el considerando primero se realizó la interpretación de la fracción 
IV del artículo 99 constitucional, al tenor de la cual dicho Tribunal conocerá 
de las impugnaciones de los actos o resoluciones definitivos firmes de las 
autoridades competentes de las entidades federativas para organizar y cali-
ficar los comicios o resolver sobre las controversias que surjan dentro de los 
mismos, que puedan resultar determinantes para el desarrollo del proceso 
respectivo o el resultado final de las elecciones. Es decir, los supuestos de 
procedencia del JDR.

En dicho considerando se sostuvo que la interpretación de estos supues-
tos debe realizarse en forma amplia y no limitada para atender al propósito 
del Poder Revisor de la Constitución, al realizar las reformas en materia 
electoral en 1996, por lo cual exclusivamente respecto del acto impug-
nado el Congreso del Estado de Yucatán es autoridad electoral responsable 
para efectos del JDR, máxime que conforme a lo previsto en la LSMIME 
el sistema de medios de impugnación en materia electoral tiene como fi-
nalidad garantizar que todos los actos y resoluciones de las autoridades 
electorales se sujeten a los principios de constitucionalidad y de legalidad, 
por lo que el Decreto impugnado es un acto que debe considerarse como 
de organización de las elecciones, en un sentido amplio, sin restringir este 
concepto constitucional a los actos que, dentro del proceso electoral, se lle-
van a cabo previamente al día en que habrá de realizarse la jornada electoral 
correspondiente.

Por otra parte, debe destacarse que en el considerando cuarto del fallo en 
comento, con el objeto de reparar la violación constitucional cometida por 
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la autoridad responsable, se determinó dejar sin efectos todos los actos o re-
soluciones emanados del Consejo Electoral del Estado de Yucatán, integra-
do de conformidad con el Decreto controvertido, sin menoscabo de que los 
consejeros respectivos ya hubieran rendido protesta ante el Congreso del 
Estado, toda vez que la limitante prevista en el artículo 86, párrafo 1, inciso 
e), de la LSMIME relativa a que la reparación sea factible antes de la fecha 
constitucional o legalmente prevista para la instalación de los órganos o la 
toma de posesión de los funcionarios electos, se refiere únicamente a órga-
nos o servidores públicos que son electos en los comicios que se celebren 
para renovar los poderes públicos.

Como se advierte, la interpretación realizada en esa sentencia por el TE-
PJF tuvo como finalidad tutelar el derecho de acceso a la justicia y si bien 
al tenor del contexto jurisprudencial en el que se insertó, resultó el más 
afortunado para lograr la prevalencia del orden jurídico, ello no obsta para 
reconocer que sería discutible en un contexto legal y jurisprudencial en el 
cual las jurisdicciones constitucionales ordinaria y electoral se articularan 
plenamente y en el cual se precisara la procedencia del amparo para contro-
vertir actos de esa especie con base en la interpretación de la fracción VIII, 
del artículo 73 de la Ley de Amparo.

Incluso, debe tomarse en cuenta que la naturaleza de la jurisdicción elec-
toral no parece ser la adecuada para impugnar actos de los poderes legislati-
vos relacionados con el nombramiento de autoridades electorales, ya que en 
términos de lo previsto en el artículo 41, párrafo último, de la CPEUM, 
en materia electoral, la interposición de los medios de impugnación no pro-
ducirá efectos suspensivos sobre la resolución o acto impugnado, por lo que 
cuando se impugnen actos de esa naturaleza no podrá suspenderse el inicio 
de funciones de los servidores públicos cuya designación se cuestiona, a di-
ferencia de lo que podría suceder en un juicio de amparo. Esta circunstancia 
también trasciende a los efectos que se impriman a la sentencia que declare 
la inconstitucionalidad o ilegalidad del nombramiento impugnado, pues de 
haberse suspendido60 sus efectos no se habrían concretado y, por ende, los 
nombrados ilegalmente no habrían ejercido sus atribuciones, a diferencia de 

60		 Entre los criterios jurisprudenciales relacionados con la suspensión de los efectos de 
un nombramiento en un cargo público, destaca la tesis 76/2011 de la Segunda Sala de la 
SCJN, pendiente de publicar, cuyo rubro y texto en lo conducente indican: “suspensión 
en amparo. procede concederla contra la etapa final del procedimiento para 
designar nuevos notarios públicos, por satisfacerse el requisito previsto en la 
fracción ii del artículo 124 de la ley de amparo. Cuando se impugna el procedimien-
to para designar funcionarios o particulares que ejercerán la función pública, la suspensión 
de los actos reclamados procede contra su etapa final, esto es, contra el acto de designación 
y otorgamiento de la autorización correspondiente […]”.
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lo que sucede en la jurisdicción electoral en la cual incluso se invalidan los 
actos dictados por el órgano integrado ilegalmente, lo cual resulta discutible 
por su trascendencia al principio de seguridad jurídica y por el hecho de que 
en la LSMIME no se prevé un precepto similar al artículo 80 de la Ley de 
Amparo que permita imprimir efectos restitutorios al fallo.

En ese tenor, conforme al sistema que se propone en el presente estudio, 
si un partido político controvirtiera mediante un JRC los actos emitidos 
por una legislatura local en relación con el nombramiento de consejeros o 
magistrados electorales, se podría remitir la demanda a un juez de Distri-
to, reencausándose la vía para estimar que la procedente es la del amparo 
indirecto, en la inteligencia de que al tenor de la reforma al artículo 107, 
fracción I, de la CPEUM (pendiente de publicar), a los partidos políticos se 
les podría reconocer un interés legítimo para impugnar en amparo los actos 
relacionados con la designación de consejeros o magistrados electorales, en 
la inteligencia de que no resulta extraño que un partido político acuda al jui-
cio de amparo a impugnar actos de autoridad que no pertenecen a la llamada 
materia electoral directa, como sucede cuando controvierten mediante di-
cho juicio un laudo dictado por una Junta Federal de Conciliación y Arbi-
traje en una contienda laboral que se suscite con alguno de sus trabajadores.

En estrecha relación con el precedente antes referido, destaca también el 
JRC 424/2000 y su acumulado 425/2000, promovidos por los Partidos de la 
Revolución Democrática y Acción Nacional, contra el acto consistente en 
la designación de magistrados del Tribunal Electoral del Estado de Yucatán, 
realizada por insaculación llevada a cabo por el Pleno del Tribunal Supe-
rior de Justicia de ese Estado. En la sentencia respectiva, dictada el 26 de 
octubre de 2000 por la Sala Superior del TEPJF, se justificó la competencia 
de ésta, al considerar que dicho Pleno, en el caso concreto, es autoridad 
para efectos de un JRC. De lo sostenido en este fallo debe destacarse que 
al analizar el procedimiento que estableció la autoridad responsable para la 
designación en comento, se arribó a la conclusión de que al regularse los 
requisitos exigibles no se previó con claridad cuáles eran los documentos 
de validez legal que se consideraban debían presentarse para que los candi-
datos acreditaran cumplir con los requisitos exigibles, por lo cual se estimó 
que el procedimiento respectivo violó las garantías de legalidad, audiencia, 
debida fundamentación y motivación, así como certeza. En ese tenor, en el 
considerando sexto del fallo respectivo, se precisó que como consecuencia 
de la revocación del acto impugnado quedaban sin efectos todos los actos 
y resoluciones emanados del Tribunal Electoral, integrado de conformidad 
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con el procedimiento de referencia, lo que revela nuevamente la problemática 
derivada de la imposibilidad de suspender los efectos de los actos impugnados.

Posteriormente, son de llamar la atención los JDC 221/2000 y 222/2000, 
los cuales fueron promovidos por diversos aspirantes al cargo de magis-
trados electorales del Tribunal Electoral del Estado de Yucatán, contra los 
resultados del procedimiento realizado en cumplimiento de lo resuelto en el 
JRC 424/2000 y su acumulado 425/2000. En estas resoluciones dictadas 
el 11 de diciembre de 2000 por la Sala Superior del TEPJF, se desecharon 
los referidos juicios, al precisarse que la única vía para impugnar actos de 
esa naturaleza es el JRC.

En el caso de estos juicios, llama la atención que de contarse con un sis-
tema que articulara las jurisdicciones constitucionales ordinaria y electoral, 
en lugar de haberse desechado las referidas demandas, la Sala Superior del 
TEPJF se pudo declarar incompetente para remitirlas a un Juzgado de Dis-
trito con el objeto de que se reencauzaran con el carácter de juicios de 
amparo.

Otro asunto que debe mencionarse es el JRC 4/2001, promovido por 
el Partido Revolucionario Institucional en contra de la designación de 
un magistrado de la Sala de Segunda Instancia del Tribunal Electoral del 
Estado de Zacatecas, el cual fue resuelto el 30 de enero de 2001, revo-
cando el Decreto respectivo en virtud de que el designado había fungido 
durante el año inmediato anterior como representante de una coalición en 
un Distrito Electoral. También es de mencionarse el JRC 6/2001, en cuya 
resolución dictada del 6 de febrero de 2001 se revocó la designación de 
una magistrada de la Sala de Primera Instancia del Tribunal Electoral del 
Estado de Zacatecas, dado que la votación que sirvió de sustento a su de-
signación se emitió por un porcentaje de diputados menor al exigido cons-
titucionalmente, para que la Comisión Permanente de la legislatura del 
Estado pudiera elegir a un magistrado electoral. Nuevamente, los efectos 
de la revocación del Decreto impugnado se tradujeron en dejar sin efectos 
todos los actos o resoluciones emanados de la Sala a la que se encontraba 
adscrita dicha magistrada.

Para efectos de este análisis, cabe señalar que antes de la reforma de 30 
de junio de 2008 a la LSMIME, se resolvieron diversos JRC en los que se 
impugnaron actos relacionados con la designación de consejeros y magis-
trados electorales, entre los que destacan: el 366/2001, relacionado con la 
designación de Consejeros Electorales del Estado de Coahuila; el 323/2001, 
relacionado con la designación de un Consejero Electoral del Estado de 
Tlaxcala; el 031/2002, relacionado con la designación de los magistrados 
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de la Sala Electoral-Administrativa del Estado de Tlaxcala; el 189/2002, 
relacionado con la designación de los magistrados del Tribunal Electoral 
del Estado de Nuevo León y en donde se imprimieron efectos peculiares a 
la revocación del Decreto respectivo; el 001/2003, relacionado con el nom-
bramiento de un magistrado de la Sala Administrativa del Tribunal Superior 
de Justicia del Estado de Campeche, en el que aun cuando se revocó el nom-
bramiento se precisó que los actos en los que intervino el designado quedan 
subsistentes; el 540/2003, relacionado con la designación de Consejeros 
Electorales del Estado de Chihuahua; el 021/2004, relacionado con la de-
signación de Consejeros Electorales del Estado de Colima; el 515/2006, re-
lacionado con la designación de Consejeros Electorales del Estado de Baja 
California; el 18/2008, relacionado con la designación de los Consejeros 
Electorales del Estado de Durango, en el cual aun cuando se revocó la de-
signación de algunos de los Consejeros, se indicó que subsistirían los actos 
que hubieren realizado con tal carácter.

Cabe agregar que aun cuando en el 2003, la Sala Superior del TEPJF 
aprobó la tesis jurisprudencial 16/2003 cuyo rubro indica: “funcionarios 
electorales. contra su designación resulta improcedente el jui-
cio para la protección de los derechos político-electorales del 
ciudadano”, sustentada en relevantes argumentos como el consistente en 
que la designación de magistrados electorales no implica el dictado de ac-
tos que puedan afectar esos derechos fundamentales, ya que no se lleva a 
cabo a través del sistema de elección popular y directa, llama la atención 
que mediante la reforma realizada a la LSMIME del 30 de junio de 2008, se 
adicionara a su artículo 79 un párrafo 2 para prever como supuesto de pro-
cedencia de los JDC la impugnación de “los actos y resoluciones por quien 
teniendo interés jurídico, considere que indebidamente se afecta su derecho 
para integrar las autoridades electorales de las entidades federativas”.

En relación con esta adición, cabe destacar que la misma no se propuso 
en la iniciativa correspondiente y se agregó en la Cámara de Senadores que 
fungió como Cámara de origen, sin que en el dictamen respectivo se advier-
tan las razones de su inclusión.

Al respecto, se estima discutible que dicho supuesto de procedencia del 
JDC, tenga asidero constitucional, ya que tal como lo había sostenido la 
jurisprudencia del TEPJF, los derechos que se afectan con la designación 
de un consejero o de un magistrado electoral de un Estado no están directa-
mente relacionados con los derechos político-electorales.

Con independencia de lo anterior, debe reconocerse que la Sala Superior del 
TEPJF, al resolver diversos JDC promovidos a partir de la entrada en vigor de 
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la referida reforma de agosto de 2008, contra actos de esa naturaleza, ha 
interpretado el marco constitucional y legal aplicable a la designación de 
consejeros y magistrados electorales, fijando relevantes criterios que incre-
mentan la eficacia del marco constitucional y legal.

Entre los JDC que se han resuelto por la Sala Superior del TEPJF, des-
tacan: el JDC 2676/2008, relacionado con la conclusión de funciones de 
Consejeros Electorales del Distrito Federal; el JDC 2868/2008 y acumula-
dos, relacionado con una convocatoria para designar Consejero Electoral 
del Distrito Federal; el JDC 2732/2008, relacionado con la designación de 
Consejeros del Instituto Electoral del Estado de México; el JDC 2676/2008, 
relacionado con la culminación de funciones del Consejero Presidente del 
Consejo Electoral del Distrito Federal; el JDC 31/2009 y sus acumulados, 
relacionado con la impugnación de un Decreto, del Congreso del Estado de 
Aguascalientes, mediante el cual se aprobó el Código Electoral del Estado, 
donde se analizó la validez del artículo cuarto transitorio de dicho Decreto 
que fijaba la fecha de terminación del cargo de los Consejeros Electorales 
y en cuyo fallo se determinó la inaplicación de dicho precepto transito-
rio; el JDC 2977/2009 acumulado con los JRC 79/2009 y otros, relaciona-
dos con el Decreto del Congreso del Estado de Aguascalientes que desig-
na a integrantes del Consejo del Instituto Electoral de ese Estado; el JDC 
300/2009, relacionado con la designación de Magistrados del Tribunal de 
Justicia Electoral del Estado de Zacatecas; el JDC 2982/2009, relacionado 
con la conclusión de funciones de una magistrada del Tribunal Electoral del 
Estado de San Luis Potosí; el JDC 3003/2009, relacionado con la convo-
catoria emitida por el Congreso del Estado de Baja California para la de-
signación de Consejeros del Instituto Electoral de esa entidad política; y el 
JDC 2866/2008 acumulado, entre otros, con el JRC 149/2008, relacionado 
con la determinación del Consejo del Instituto Electoral y de Participación 
Ciudadana del Estado de Jalisco relativa a la integración de los Consejeros 
suplentes. 

Además, a partir de la entrada en vigor de la referida reforma a la LS-
MIME, la propia Sala también ha resuelto diversos JRC relacionados con 
la designación de consejeros y magistrados electorales, destacando: el JRC 
105/2008, relacionado con una convocatoria para el nombramiento de Con-
sejeros Electorales del Distrito Federal; el JRC 635/2007, relacionado con 
la sentencia dictada por el Tribunal Electoral y de Transparencia Informati-
va del Estado de Sonora, relacionada con la impugnación de la designación 
del Consejero Presidente del Consejo Electoral de esa entidad federativa; el 
JRC 1/2009, relacionado con la ratificación de los Consejeros del Instituto 
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Electoral del Estado de Quintana Roo; el JRC 21/2009, relacionado con la 
designación de una magistrada del Tribunal Electoral del Estado de Zacate-
cas; y el JRC 412/2010, relacionado con la designación de Consejeros del 
Instituto Electoral del Estado de Querétaro.

En estas resoluciones, nuevamente el TEPJF contribuye de manera con-
siderable al adecuado desarrollo del orden jurídico nacional; sin embargo, 
debe tomarse en cuenta que la posibilidad de impugnar tanto en un JDC 
como en un JRC actos relacionados con el nombramiento, suspensión o 
remoción de consejeros o magistrados electorales locales, necesariamente 
generará intersecciones jurisdiccionales tanto con el juicio de controversia 
constitucional, especialmente el promovido por un Poder Judicial local res-
pecto de la designación de magistrados electorales que pertenezcan a éste, 
como respecto de los juicios de amparo que promuevan los afectados por 
las decisiones que normalmente corresponde emitir a las legislaturas loca-
les.

Como muestra de lo anterior, basta referir a las sentencias contradictorias 
dictadas en el amparo en revisión 45/2010 resuelto por el Tribunal Colegia-
do del Vigésimo Tercer Circuito y en el JDC 3000/2009, fallado por la Sala 
Superior del TEPJF, en los cuales el mismo gobernado impugnó el decreto 
del Congreso del Estado de Zacatecas del 28 de octubre de 2009, mediante 
el cual se eligió a diversos magistrados del Tribunal Electoral del Estado 
de Zacatecas, dando lugar a que el referido Tribunal de amparo otorgara la 
protección de la justicia de la Unión y la Sala de mérito reconociera la va-
lidez del acto respectivo.

Por el momento, la solución de tal contradicción se encuentra sujeta a lo 
que determine el Pleno de la SCJN al conocer del incidente de inejecución de-
rivado de la actitud contumaz del referido Congreso, la cual encuentra como 
justificación la existencia de un diverso fallo, dictado previamente, que re-
conoce la validez del acto legislativo impugnado, sin menoscabo de que por 
cualquier situación extraordinaria dicho incidente llegue a carecer de materia.

En abono a lo anterior, destacan las sentencias de amparo dictadas por 
el Juez Tercero de Distrito en el Estado de Baja California, en el amparo 
73/2010 en el que se concedió el amparo contra el Decreto de la legislatura 
de ese Estado, en el cual se designaron Consejeros del Instituto Electoral de 
esa entidad política, así como la emitida por el juez Segundo de Distrito en 
el Estado de San Luis Potosí, en la que se otorgó la protección constitucional 
respecto de la no ratificación de un magistrado del Tribunal Electoral del Po-
der Judicial de ese Estado, resoluciones que aun cuando fueron impugnadas 
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en revisión del conocimiento de la SCJN, son reveladoras de la posibilidad de 
las referidas intersecciones.

En ese tenor, se estima necesario reflexionar sobre la posibilidad de de-
rogar el párrafo 2, del artículo 79, de la LSMIME, por carecer de asidero 
constitucional, lo cual daría lugar a que los sujetos afectados por los actos 
relacionados con el nombramiento, suspensión y remoción de consejeros 
y magistrados electorales acudieran a la vía constitucional y legalmente 
prevista para verificar la validez de ese tipo de actos, es decir, el juicio de 
amparo, atendiendo a la aplicación en sentido contrario de lo previsto en la 
fracción VIII, del artículo 73 de la Ley de Amparo. 

En estrecha relación con lo anterior, tomando en cuenta que resulta dis-
cutible sostener que un acto relacionado con el nombramiento, suspensión 
y remoción de consejeros y magistrados electorales encuadra en los su-
puestos de procedencia del JRC, en un contexto de articulación entre las 
jurisdicciones constitucionales ordinaria y electoral, resultaría conveniente 
superar la jurisprudencia del TEPJF, que permite su procedencia contra ese 
tipo de actos, dejando en manos de la jurisdicción de amparo su impugna-
ción, incluso por los partidos políticos, quienes dada su situación jurídica 
derivada de ser el único medio para obtener el registro de candidatos a elec-
ción popular, se verían afectados en su interés legítimo con los actos de esa 
naturaleza. 

4. Problemas de la articulación vertical de las jurisdicciones 
constitucionales ordinaria y electoral nacionales

En este apartado se abordan tres aspectos relevantes sobre la fuerza jurí-
dica de lo resuelto por la SJCN respecto de las potestades jurisdiccionales 
de las Salas del TEPJF, incluyendo las particularidades que al parecer deben 
tomarse en cuenta al resolver un incidente de inejecución derivado del in-
cumplimiento de una sentencia dictada en la jurisdicción constitucional or-
dinaria.

A. La fuerza vinculatoria de las sentencias de la SCJN respecto 
de la jurisdicción constitucional electoral

En este rubro debe tomarse en cuenta que por lo regular las sentencias 
dictadas por la SCJN que trasciendan al ámbito de la jurisdicción electoral 
son las emitidas al conocer de una acción de inconstitucionalidad en la que 
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se impugnen leyes generales, máxime que actualmente son escasos los con-
flictos competenciales en los que sea parte una Sala del TEPJF, de los que 
correspondería resolver a ese Alto Tribunal en términos de lo previsto en 
el artículo 106 constitucional, siendo relevante analizar, incluso, si en los 
diversos asuntos de su competencia pudiera emitirse un fallo que resultara 
vinculatorio para dichas Salas. 

En ese tenor, tratándose de los pronunciamientos emitidos por la SCJN 
al resolver una acción de inconstitucionalidad, en la que se declara la inva-
lidez de una ley electoral resulta indiscutible que conforme a lo establecido 
en la CPEUM —más allá de lo que pudiera establecer un tratado internacio-
nal cuya validez sería discutible, salvo por lo que se refiere a la Corte Penal 
Internacional, al no existir base constitucional alguna para que el Estado 
mexicano aceptara suprimir la naturaleza terminal que la propia CPEUM 
confiere a la SCJN—, dicha determinación adquiere la fuerza propia de 
la cosa juzgada material, en tanto que la expulsión del orden jurídico de la 
norma invalidada no podrá ser objeto de análisis en algún otro juicio.

Por otro lado, en el caso de los fallos que reconocen la validez de una 
disposición general propia de la materia electoral directa, debe considerarse 
que esos pronunciamientos gozan de la fuerza de cosa juzgada material en 
cuanto a la consideración, consistente en que la específica porción normati-
va cuya validez se reconoció no viola determinado precepto constitucional, 
tratándose además, de una cosa juzgada relativa, pues no implica que la 
SCJN haya revisado su constitucionalidad al tenor de toda la CPEUM. 

Ello, en virtud de que la validez de una ley que rija la materia electoral 
directa no puede ser controvertida a través del juicio de amparo, como deri-
va de lo previsto en el artículo 105, fracción II, párrafo antepenúltimo, de la 
CPEUM, el cual señala que la única vía para plantear la no conformidad de 
las leyes electorales a la Constitución es la acción de inconstitucionalidad.

En abono a lo anterior, es importante señalar qué consecuencias tiene 
respecto de la jurisdicción electoral, lo determinado por el Pleno de la SCJN 
al reconocer la validez de una ley electoral en el momento de resolver una 
acción de inconstitucionalidad, debiendo tomarse en cuenta que conforme 
al inciso f) del párrafo 1, del artículo 10, de la LSMIME, los medios de im-
pugnación previstos en esta ley serán improcedentes cuando en ellos se so-
licite, en forma exclusiva, la no aplicación de una norma general en materia 
electoral cuya validez haya sido declarada por la SCJN, en los términos de 
la fracción II, del artículo 105 constitucional.

Al respecto, es posible sostener que dicha causa de improcedencia si 
bien se refiere expresamente a la improcedencia de la totalidad del juicio 
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cuando únicamente se haga un planteamiento de constitucionalidad de una 
norma, cuya validez ya fue reconocida por el Pleno de la SCJN al resolver 
una acción de inconstitucionalidad, lo cierto es que implícitamente revela 
que cuando se atribuyan diversos vicios al acto concreto impugnado en la 
jurisdicción electoral, la consecuencia será que el planteamiento de incons-
titucionalidad en los términos referidos se considere inoperante, lo que vie-
ne a corroborar que el pronunciamiento de validez realizado por la SCJN, al 
resolver una acción de inconstitucionalidad tiene la fuerza de cosa juzgada 
material relativa.

Lo anterior, en virtud de que la causa de improcedencia en comento se 
refiere a la totalidad del respectivo medio de control electoral, en el cual 
no será, generalmente, acto impugnado la ley que se estime inválida por 
el promovente, por lo que si en la demanda respectiva únicamente se atri-
buye un vicio de inconstitucionalidad de leyes respecto del cual ya existe 
reconocimiento de validez emitido por la SCJN al conocer de una acción de 
inconstitucionalidad, resulta lógico que se afecte la procedencia del medio 
promovido; en cambio, si se atribuyen diversos vicios al acto concreto im-
pugnado, ello provocara que el medio resulte procedente para estudiar és-
tos, sin que pueda sostenerse que en este supuesto se tornará procedente el 
planteamiento de invalidez de la disposición general reconocida válida por 
la SCJN, pues la imposibilidad constitucional y legal para abordar ese plan-
teamiento, derivado de la cosa juzgada material de la que está investido el 
respectivo fallo de la SCJN, lógicamente no puede diluirse por el hecho de 
que en la demanda del medio de impugnación electoral se hayan realizado 
diversos planteamientos, por lo que la única consecuencia de que se presen-
te esta situación será que este último medio sea procedente y que el plantea-
miento que pretende desconocer esa cosa juzgada material sea inoperante.

Importa señalar que la relatividad de la cosa juzgada material de la que 
están investidos los fallos en los que la SCJN reconoce la validez de una 
norma general, implica que si ante las Salas del TEPJF se plantea un diverso 
vicio al que se estimó infundado en el fallo de la SCJN, aquéllas sí podrán 
abordarlo e incluso estimar que la norma es inconstitucional e inaplicarla al 
caso concreto, ya que el citado inciso f) debe interpretarse atendiendo a sus 
fines y no darle un mayor alcance que impida el ejercicio de las atribuciones 
para velar por el apego de la normativa secundaria al texto constitucional, 
pues resulta lógico que la cosa juzgada material que reconoce la LSMIME 
sea la que deriva precisamente de la materia del pronunciamiento emitido 
por la SCJN.
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Otro aspecto que debe destacarse de lo señalado en inciso f), del párrafo 
1, del artículo 10, de la LSMIME, es que la improcedencia que prevé no 
deriva de la fuerza vinculatoria de carácter jurisprudencial que asiste a los 
criterios sostenidos por la SCJN al resolver una acción de inconstituciona-
lidad por una mayoría de cuando menos ocho votos, sino del carácter de 
fuerza juzgada material que asiste a lo determinado por el Pleno de ese Alto 
Tribunal aun cuando el criterio de validez no se haya aprobado por ocho 
votos sino por una mayoría inferior.

En ese orden, si el Pleno de la SCJN ya se pronunció sobre la validez 
de una ley electoral, aun cuando ello fuera por una mayoría inferior a ocho 
votos, la fuerza de la cosa juzgada material de dicho pronunciamiento reco-
nocida en el citado inciso f) impedirá que ese preciso problema de constitu-
cionalidad se pueda analizar por las Salas del TEPJF.

Finalmente, debe tomarse en cuenta que la fuerza vinculatoria de una 
sentencia dictada en una acción de inconstitucionalidad, en términos de lo 
previsto en la fracción IV, del artículo 41, de la LR105,61 puede llegar al 
extremo de obligar a las Salas del TEPJF a realizar la aplicación de un pre-
cepto legal en los términos precisados en la propia sentencia, como sucedió 
en la acción de inconstitucionalidad 2/2009, respecto a la postergación de 
los efectos de invalidez de diversos numerales. 

B. La fuerza vinculatoria de la jurisprudencia de la SCJN respecto 
de la jurisdicción constitucional electoral

Aun cuando la fuerza jurisprudencial que en nuestro sistema legal se 
imprime a un fallo constitucional no, implica una modificación del orden 
jurídico, es necesario reconocer que cuando el legislador le confiere a de-
terminadas sentencias esa fuerza jurídica, se genera un parámetro de juz-
gamiento, al cual deben apegarse los órganos jurisdiccionales del Estado 
mexicano, lo que es revelador del impacto que la jurisprudencia tiene sobre 
el orden jurídico, sin que ello implique reconocer a dichos fallos el carácter 
de disposiciones de observancia general, pero sí constituir la causa de una de-

61		 Dicho numeral señala: “Artículo 41. Las sentencias deberán contener: […] IV. Los 
alcances y efectos de la sentencia, fijando con precisión, en su caso, los órganos obligados 
a cumplirla, las normas generales o actos respecto de los cuales opere y todos aquellos el-
ementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. Cuando la sentencia 
declare la invalidez de una norma general, sus efectos deberán extenderse a todas aquellas 
normas cuya validez dependa de la propia norma invalidada […].” 
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terminación judicial que por mandato legal resulta vinculatoria para los demás 
tribunales.

En el caso de las acciones de inconstitucionalidad en las que se impug-
nen leyes electorales, debe comenzarse por señalar que en el artículo 43 de 
la LR105 se establece que las razones contenidas en los considerandos en 
que se funden los resolutivos de las sentencias aprobadas por cuando menos 
ocho votos, serán obligatorias para las Salas, tribunales unitarios y colegia-
dos de circuito, juzgados de distrito, tribunales militares, agrarios y judicia-
les del orden común de los estados y del Distrito Federal, y administrativos 
y del trabajo, sean éstos federales o locales.

Ante ello, aun cuando es claro el reconocimiento de una fuerza vincu-
latoria de dichas consideraciones, resulta necesario determinar si la misma  
—aunque formalmente no es denominada como jurisprudencia— puede te-
ner esa naturaleza.

Para tal fin, debe tomarse en cuenta que el artículo 177 de la LOPJF pre-
vé que la jurisprudencia del Pleno, las Salas de la misma y los tribunales 
colegiados de circuito en las ejecutorias que pronuncien en los asuntos de 
su competencia distintos del juicio de amparo, se regirán por las disposi-
ciones de la Ley de Amparo, salvo en los casos en que la ley de la materia 
contuviera disposición expresa en contrario.

En ese tenor, en principio debe tomarse en cuenta que si el legislador 
previó la salvedad indicada en la parte final de ese numeral, es decir, la 
no vinculación a la Ley de Amparo respecto de determinada jurispruden-
cia, ello fue en virtud de que alguna ley diferente a ésta debe contener una 
regulación que rija a diversa jurisprudencia establecida por la SCJN, pues 
resultaría ocioso que hubiera previsto la referida salvedad aun cuando no 
existiera otro ordenamiento que regulara la fuerza vinculatoria de los fallos 
de ese Tribunal, resultando que la única ley diversa a la Ley de Amparo que 
se pronuncia sobre la fuerza vinculatoria de lo determinado por la SCJN en 
asuntos diferentes al juicio de garantías, es la LR105. 

Por otra parte, también destaca lo previsto en el artículo 235 de la LOPJF, 
conforme al cual la jurisprudencia del Pleno de la SCJN será obligatoria 
para el TEPJF cuando se refiera a la interpretación directa de un precepto de 
la CPEUM y en los casos en que resulte exactamente aplicable.

De la lectura detenida de este precepto se puede sostener que se refiere a dos 
supuestos diversos, el primero sobre la jurisprudencia relativa a la interpreta-
ción directa de un precepto constitucional y el segundo sobre la jurisprudencia 
que resulta exactamente aplicable, es decir, cuando se refiere al alcance de un 
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específico contexto normativo que también debe interpretarse o aplicarse por 
las Salas del TEPJF.

Por tanto, si bien en el primer supuesto la jurisprudencia respectiva po-
drá tener su origen en cualquiera de los asuntos que resuelva el Pleno de 
la SCJN, en los que pueda integrar jurisprudencia al tenor de lo previsto 
en la Ley de Amparo, lo cierto es que en el segundo supuesto, es decir, 
cuando la jurisprudencia se refiera a “los casos en que resulte exactamente 
aplicable”, será necesario que aquélla derive del conocimiento de asuntos 
en materia electoral, los cuales únicamente podrán ser, por lo regular, las 
acciones de inconstitucionalidad contra leyes en materia electoral.

En ese tenor, tomando en cuenta la fuerza vinculatoria que asiste a las 
determinaciones adoptadas en una acción de inconstitucionalidad que sean 
aprobadas por una mayoría de ocho votos, así como lo previsto en los ar-
tículos 177 y 235 de la LOPJF, se impone concluir que dichas determina-
ciones tienen carácter jurisprudencial y, por ende, son vinculatorias para el 
TEPJF. 

No obsta a lo anterior el hecho de que en el artículo 99, de la CPEUM, se 
prevea la posibilidad de que se den contradicciones de tesis entre el Pleno 
y las Salas de la SCJN y el TEPJF, cuando las Salas de éste sustenten una 
tesis sobre la inconstitucionalidad de algún acto o sobre la interpretación de 
algún precepto constitucional, pues dichas contradicciones podrán actuali-
zarse con criterios de la SCJN sobre la interpretación directa o sobre la in-
terpretación de una ley electoral62 que realicen el Pleno o las Salas, siempre 
y cuando los criterios respectivos no alcancen una votación mayoritaria de 
ocho votos, mas no cuando el Pleno sostenga un criterio sobre la validez 
de una ley electoral con una votación mayoritaria inferior a ocho votos, 
pues en este supuesto, aun cuando el criterio no goza de fuerza jurispruden-
cial que vincule al TEPJF, lo cierto es que el respectivo y preciso análisis de 
constitucionalidad tiene efectos de cosa juzgada material para efectos de la 
jurisdicción electoral, tal como deriva del inciso f), párrafo 1 del artículo 10 
de la LSMIME, pues cualquier planteamiento sobre la validez de esa norma 
que ya haya sido analizado por el Pleno de la SCJN que concluya con una 
votación mayoritaria no calificada, será inoperante en los medios de control 
de la constitucionalidad electorales.

62		 Cfr. Coello Cetina, Rafael, Tipología de las sentencias dictadas en acciones de in-
constitucionalidad contra leyes electorales atendiendo a sus efectos en temas de derecho 
procesal electoral, México, SEGOB, 2010, pp. 159-161.
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Precisado lo anterior, en relación con lo establecido en el artículo 235 de 
la LOPJF, con el fin de evitar mayor incertidumbre, se estima conveniente 
modificarlo para precisar que tanto la jurisprudencia emitida por el Pleno en 
términos del artículo 192 de la Ley de Amparo, como la fijada en términos 
del artículo 43 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del artículo 
105 de la CPEUM, serán vinculatorias para las Salas del TEPJF.

Además, para mayor claridad es pertinente señalar que dicha jurispruden-
cia será la relativa a la interpretación directa de un precepto de la CPEUM 
o la exactamente aplicable que se refiera al alcance o la validez de una ley 
electoral.

En ese contexto, es relevante distinguir entre los efectos de una sentencia 
dictada en una acción de inconstitucionalidad que declare la invalidez de 
una específica disposición general y la fuerza vinculatoria de la jurispru-
dencia establecida por la SCJN, siendo ejemplificativo de esa falta de dis-
tinción el criterio sustentado por la Sala Regional de la Tercera Circunscrip-
ción Plurinominal Electoral del Poder Judicial de la Federación con sede en 
Xalapa, Veracruz, al resolver el 18 de octubre de 2010 los JDC 135/2010 y 
sus acumulados.

En esta sentencia se analizó el criterio sustentado por el Pleno de la 
SCJN al resolver la acción de inconstitucionalidad 26/2004. En este fallo 
se declaró la invalidez de la interpretación auténtica realizada por el Poder 
Legislativo del Estado de Veracruz, mediante el Decreto 881,63 en la cual 
se sostenía que el artículo 206 del Código Electoral del Estado de Veracruz 
de Ignacio de la Llave, al referirse al “partido político mayoritario” alude 
al que bajo el principio de mayoría relativa hubiere alcanzado un número 
superior de curules uninominales respecto a cualquiera de sus adversarios. 
La declaratoria de invalidez se sustentó en que dicho Decreto se aparta to-
talmente del verdadero sentido que debe darse al numeral respectivo, al no 
atenderse a la votación total obtenida sino a los curules resultantes de las 
constancias de mayoría relativa, lo que contraviene el principio de repre-
sentación proporcional.

63		 De dicho fallo derivó la tesis jurisprudencial que lleva por rubro y datos de identifi-
cación: “materia electoral. el artículo único del decreto 881 de interpretación 
auténtica de la ley, emitido por la legislatura del estado de veracruz de igna-
cio de la llave y publicado en la gaceta oficial el 16 de octubre de 2004, contra-
viene el principio de representación proporcional previsto en la constitución 
federal” (Tesis: P./J. 88/2005, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, t. XXII, julio de 2005, p. 790).
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De este fallo constitucional debe reconocerse que su fuerza vinculatoria 
se refirió únicamente a la invalidez de la respectiva interpretación auténtica, 
sin menoscabo de que en él se reiterara el criterio jurisprudencial del Pleno 
de la SCJN, relativo a que una base general que deben observar las legisla-
turas de los Estados para cumplir con el establecimiento del principio de re-
presentación proporcional en materia electoral, tratándose de diputados, es 
la consistente en que la asignación de diputados por ese principio debe ser, 
independiente y adicionalmente a las constancias de mayoría relativa que 
hubiesen obtenido los candidatos del partido, de acuerdo con su votación.64

Posteriormente, para diverso proceso electoral celebrado en el Estado de 
Veracruz, en relación con la aplicación del artículo 255 del Código Electo-
ral para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, precepto que en su 
fracción VI prácticamente reprodujo lo previsto en la fracción VI del referi-
do artículo 206; en el referido JDC 135/2010 y sus acumulados, se cuestionó 
la resolución del Tribunal Electoral de esa entidad federativa en la que se 
reconoció la validez de la determinación del Instituto Electoral Veracruza-
no que asignó diputados por el principio de representación proporcional, 
considerando como “partido político mayoritario” al que obtuvo la mayoría 
absoluta de escaños del Congreso.

Al respecto, la referida Sala Regional consideró que en la acción de in-
constitucionalidad 26/2004 no se realizó la interpretación directa de algún 
precepto constitucional, ya que únicamente se trató lo relativo a los límites 
de la facultad de interpretación auténtica del poder Legislativo del Estado 
de Veracruz, así como los alcances del artículo 206 del Código Electoral de 
dicha entidad, por lo que a su juicio no se reunieron los elementos del ar-
tículo 235 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, ya que 
la jurisprudencia de la SCJN es vinculante cuando trata la interpretación 
directa de un precepto constitucional, lo cual no ocurrió en dicho asunto, 
“pues en esa acción se trató únicamente lo concerniente a una disposición 
de la legislación secundaria”.

Incluso, en la foja 42 de la sentencia respectiva, la Sala Regional de mé-
rito arribó, entre otras, a la siguiente conclusión:

No hay limitaciones de interpretación de la expresión partido mayoritario, en 
virtud de lo resuelto en la acción de inconstitucionalidad 26/2004, con inde-

64		 Dicha base se establece en la tesis jurisprudencial que lleva por rubro y datos de iden-
tificación: “materia electoral. bases generales del principio de representación 
proporcional” (Tesis: P./J. 69/98, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, No-
vena Época, t. VIII, noviembre de 1998, p. 189).
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pendencia de que esta Sala Regional comparte lo concerniente a la invalidez 
de la interpretación auténtica propuesta en el decreto cuestionado, por lo cual 
no será utilizada esa interpretación legislativa al resolver esta sentencia.

Más adelante, en la foja 66 del fallo en comento, se sostuvo que de acuer-
do con la interpretación de la normativa aplicable, la expresión “partido 
mayoritario” prevista en el artículo 255 del respectivo Código Electoral, 
significa que por tal se tendrá al partido político que por la votación total 
emitida obtenga 25 curules, por lo que dicha expresión deriva de que ese 
número es el que representa a ese partido, como el que obtuvo más escaños 
por ese principio en relación con el resto. Importa destacar que en las con-
sideraciones restantes se realizan interesantes reflexiones para justificar la 
conveniencia del criterio fijado, tomando en cuenta los límites establecidos 
en la legislación respectiva en cuanto a que ningún partido podría tener por 
ambos principios más de 30 diputaciones y que al partido mayoritario sólo 
podrán asignarse hasta cinco diputaciones por representación proporcional. 
Además, se ejemplifica con las consecuencias que hubiera tenido para la 
elección de diputados anterior adoptar el criterio relativo a que el partido 
mayoritario es aquel que obtuvo el mayor número de votos.

Como se advierte de lo anterior, con independencia de lo expresado por 
la Sala Regional antes referida, para justificar la conclusión a la que arribó, 
lo cierto es que se limitó al análisis de la fuerza vinculatoria de la sentencia 
emitida por el Pleno de la SCJN, al resolver la acción de inconstituciona-
lidad 26/2004 y sus acumuladas, la cual, efectivamente, se refería exclusi-
vamente a la invalidez de una interpretación auténtica impugnada respecto 
de un numeral diverso al que interpretó al resolver los JDC 135/2010 y sus 
acumulados. 

Incluso, si bien se sostuvo que dicho fallo no encuadra en lo previsto 
en el artículo 235 de la LOPJF, lo cierto es que dejó de tomar en cuenta el 
criterio jurisprudencial fijado en la tesis jurisprudencial 69/98, el cual se re-
fiere con toda claridad a la interpretación que debe darse a la CPEUM, para 
concluir que la asignación de los diputados por el principio de representa-
ción proporcional debe tomar en cuenta la votación total alcanzada por cada 
partido político y no un determinado número de escaños obtenidos por el 
principio de mayoría relativa, pues en el caso concreto, al no atender a esta 
base constitucional, se determinó que el partido mayoritario para efectos de 
la aplicación del límite de cinco diputados por representación proporcional 
fue el que obtuvo más escaños y no el que obtuvo más votos, lo que final-
mente modificó la asignación respectiva.
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En ese orden de ideas, podría sostenerse que la referida Sala Regional 
no atendió a la jurisprudencia 69/98 del Pleno de la SCJN, ya que la base 
jurisprudencial en comento, al referirse a una interpretación directa de la 
CPEUM, permea a la norma impugnada, y si bien pudiera aducirse que en 
aquélla literalmente no se establece que al aplicar las normas que rigen la 
asignación de diputados por el principio de representación proporcional, el 
partido mayoritario que encontrará topada la asignación de diputados de esa 
naturaleza se definirá por el número total de votos obtenidos en el Estado 
en la votación para diputados y no por el número de escaños alcanzados 
por el principio de mayoría relativa, lo cierto es que ello implicaría limitar 
los efectos de la referida jurisprudencia sobre interpretación directa, ya que 
la fuerza vinculatoria de las bases fijadas en ésta no están sujetas a la exis-
tencia de una jurisprudencia específica en la que se aborde el alcance del 
numeral ordinario materia de análisis.

 Por tanto, aun cuando pudiera resultar opinable que en el caso narrado 
se hubiere desconocido la jurisprudencia de la SCJN, lo cierto es que las 
consideraciones del fallo electoral en comento revelan una falta de distin-
ción entre los efectos de una sentencia de invalidez dictada en una acción 
de inconstitucionalidad y los efectos de un criterio jurisprudencial sobre 
interpretación directa de la CPEUM establecido en una sentencia de esa 
naturaleza, máxime que en la foja 29 de la resolución emitida en el JDC en 
comento se sostiene que “la jurisprudencia derivada de la acción de incons-
titucionalidad, por lo dicho, no era aplicable al caso concreto, pues la auto-
ridad administrativa no fundó su asignación en la interpretación auténtica 
propuesta por el congreso en aquél caso, de ahí que resulte intrascendente 
discutir sobre la vinculación de lo decidido por la corte y el tribunal local”; 
incluso cuando el criterio sostenido en la acción de inconstitucionalidad 
26/2004, al referirse a un específico acto legislativo, se agota con las con-
secuencias de la declaración de invalidez de la respectiva interpretación au-
téntica, lo que no permite desconocer el criterio jurisprudencial que exigía 
atender al número de votos y no al de escaños, para los efectos conducentes.

C. Las atribuciones de la SCJN al resolver un incidente de inejecución 
de una sentencia de amparo contraria a una sentencia de la jurisdicción 
constitucional electoral

En el supuesto de que una sentencia dictada dentro de un juicio de am-
paro no se acate por la autoridad vinculada a ello, en virtud de que exista 
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una diversa de una Sala del TEPJF que haya reconocido la validez del mis-
mo acto, la vía para resolver dicha problemática será el incidente de ineje-
cución que se instaure ante el incumplimiento de la respectiva sentencia 
concesoria, siempre y cuando dicha autoridad no cumpla con esta última 
durante el procedimiento de ejecución seguido por el juzgador de amparo 
de primera instancia.

Ante un supuesto de esa naturaleza, al resolver un incidente de inejecu-
ción de sentencia de especial relevancia resulta fijar un criterio para deter-
minar qué fallo constitucional debe prevalecer, pudiendo sugerirse, entre 
otros, el relativo a la jerarquía del órgano emisor, el relativo al momento 
en que se generó cosa juzgada formal o material, el de la sentencia emitida en 
la vía constitucionalmente correcta o el de la sentencia cuya conclusión se 
apegue al marco constitucional aplicable. 

Al respecto, se estima que el relativo al momento en el que se generó 
cosa juzgada formal o material no puede ser aplicado como primer crite-
rio decisorio, ya que para determinar si jurídicamente existe la respectiva 
cosa juzgada es necesario analizar, primero, si los tribunales que dictaron 
las sentencias respectivas actuaron dentro del ámbito competencial que les 
asigna la CPEUM. 

En ese tenor, se considera que el primer criterio a considerar es el relati-
vo a la sentencia emitida en la vía constitucionalmente correcta. Lo anterior, 
porque atendiendo al principio de supremacía constitucional para determi-
nar si un fallo tiene el carácter de cosa juzgada inalterable es necesario 
analizar si éste se emitió por el órgano que constitucionalmente tiene atri-
buciones para ello. Conforme a este criterio de advertirse que sólo uno de 
los tribunales que dictó una de las sentencias respectivas actuó dentro de 
su ámbito competencial deberá concluirse que este fallo debe prevalecer. 
Lo anterior, aun cuando de las conclusiones adoptadas en esta sentencia se 
pudiera estimar que no son conformes al marco jurídico aplicable, pues en 
todo caso, por una parte, carecerían de sustento constitucional las dictadas 
en una vía cuya previsión no encuentra sustento constitucional y, por otra 
parte, el criterio relativo a la validez de lo resuelto únicamente podría operar 
cuando las sentencias respectivas fueron dictadas en vías constitucional-
mente válidas.

En el supuesto de que las sentencias contradictorias se hubieren dictado 
al conocer de vías constitucionalmente válidas, surge la interrogante sobre 
el criterio aplicable, ya que al tratarse de sentencias dictadas por tribuna-
les competentes para ello ninguna presentaría un vicio formal determinante 
para resolver la contradicción entre ellas. Ante tal situación, se estima ne-
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cesario tomar en cuenta el alcance de los principios de supremacía constitu-
cional y de seguridad jurídica en virtud de los cuales si bien pudiera soste-
nerse que los fallos emitidos por órganos competentes deben prevalecer, lo 
cierto es que ante la validez formal de las sentencias contradictorias resulta 
necesario encontrar un criterio de prevalencia de mayor entidad. 

Por ello, estimamos que de presentarse dos sentencias contradictorias 
formalmente válidas en cuanto a la competencia del órgano que las emitió 
debe atenderse a la validez material de cada uno de esos fallos, por lo que 
si alguno de ellos es contrario, por ejemplo, a la jurisprudencia previamen-
te establecida o, aún más, al criterio que estime correcto en este momento 
procesal el órgano terminal del Estado Mexicano, ello implicará que esta 
última cederá ante la apegada al marco jurídico aplicable, sin menoscabo de 
reconocer la posibilidad de que todas ellas arriben a conclusiones inválidas, 
lo que tornaría aún más compleja la solución del problema.

En ese tenor, se puede concluir que ante fallos contradictorios dictados 
en vías constitucionalmente válidas prevalecerá el que se apegue al marco 
jurídico aplicable si los restantes no lo respetan.

Como se advierte la aplicación del criterio anterior no permitiría resolver 
los extremos en los que ambas sentencias se estimaran materialmente vá-
lidas o inválidas. En el primero supuesto, una vez determinado que ambas 
sentencias son válidas, lo que implica, incluso, que en los juicios respec-
tivos se escuchó a las partes afectadas, debe estimarse aplicable el criterio 
relativo al momento en el que operó la fuerza de la cosa juzgada, por lo cual 
deberá prevalecer la sentencia que en fecha previa hubiere causado estado. 

 En el otro extremo, cuando las sentencias contradictorias resulten invá-
lidas formal o materialmente si bien pudiera sostenerse que la potestad para 
determinar cuál debe prevalecer no debe llegar al extremo de desconocer 
todas las sentencias analizadas, lo cierto es que el orden jurídico nacional sí 
recoge como principio procesal la posibilidad de que el órgano terminal 
del Estado mexicano deje sin efectos sentencias que aparentemente habían 
constituido cosa juzgada, como se advierte del criterio jurisprudencial aun 
vigente que permite a la SCJN conocer de un recurso de revisión interpues-
to contra una sentencia dictada por un Juez de Distrito, por un tercero per-
judicado que no fue llamado al juicio de amparo respectivo.65 

65		 Cfr. Tesis jurisprudencial del Pleno de la SCJN que lleva por rubro, datos de identifi-
cación y notas: “tercero perjudicado no emplazado o mal emplazado en un juicio 
de amparo indirecto. puede interponer el recurso de revisión en contra de la 
sentencia que el juez de distrito declara ejecutoriada y que afecta claramen-
te sus derechos, dentro del plazo legal contado a partir de que tiene conoci-
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Por ende, en el referido supuesto se estima apegado al orden jurídico del 
Estado mexicano que la SCJN concluya que son inobservables los respecti-
vos fallos contradictorios al presentar ambos vicios que afectan su validez, 
supuesto extremo en el cual se pretende privilegiar el principio de supre-
macía constitucional y no convalidar un fallo contrario a derecho que, por 
ende, no debe constituir cosa juzgada material, sin menoscabo de reconocer 
lo opinable de esta conclusión dadas sus consecuencias para el principio de 
seguridad jurídica.

En ese contexto, si en un incidente de inejecución la SCJN advirtiera que 
una sentencia concesoria de amparo no se ha ejecutado por existir una di-
versa de una Sala del TEPJF que reconoce la validez del mismo acto decla-
rado inconstitucional en aquélla, se estima necesario seguir la metodología 
antes precisada.

VI. Conclusiones

PRIMERA. La adecuada articulación de las jurisdicciones constituciona-
les nacionales ordinaria y electoral es necesaria para una mejor tutela de los 
principios de acceso efectivo a la justicia y de seguridad jurídica.

SEGUNDA. El estudio de la articulación de las jurisdicciones del Estado 
Mexicano puede realizarse desde sus ámbitos horizontal y vertical.

TERCERA. Las bases normativas que pretenden articular las jurisdic-
ciones constitucionales ordinaria y electoral se encuentran en los artículos 
99, párrafo séptimo, de la CPEUM; 73, fracciones I, II y VII de la Ley de 

miento de la sentencia (Tesis: P./J. 41/1998, Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, t. VIII, agosto de 1998, p. 65). Nota: Por mayoría de seis votos el 
Tribunal Pleno determinó abandonar el criterio sostenido en esta tesis, según se desprende 
de la ejecutoria emitida el veinticinco de enero de dos mil cinco en el amparo en revisión 
1340/2004 de la cual derivó la tesis número P. XI/2005, que aparece publicada en el Se-
manario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XXI, abril de 2005, p. 
5, de rubro: “revisión. es improcedente contra ejecutorias dictadas en amparo 
indirecto, aun cuando los recurrentes se ostenten como terceros perjudicados 
no emplazados”. Posteriormente, en la sesión celebrada el dieciséis de marzo de dos mil 
diez, se declaró infundada la solicitud de modificación de jurisprudencia 4/2008-PL, en la 
cual se solicitó la modificación de la tesis jurisprudencial P./J. 41/98, por mayoría de nueve 
votos de los ministros Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Margarita Beatriz Luna Ramos 
con salvedades, José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
de Jesús Gudiño Pelayo, Luis María Aguilar Morales, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas, Juan N. Silva Meza y Presidente Guillermo I. Ortiz Mayagoitia; el señor ministro 
Sergio A. Valls Hernández votó a favor del proyecto. La señora ministra Margarita Beatriz 
Luna Ramos se reservó su derecho para formular voto concurrente”.
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Amparo; 19, fracciones I y II; 41, 43 y 73 de la LR105; 177 y 235 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación y 10, párrafo 1, incisos f) y g), 
de la LSMIME. 

CUARTA. Para deslindar los ámbitos de tutela de los medios de control 
de la jurisdicción constitucional ordinaria respecto de los de la constitu-
cional electoral es relevante fijar el alcance del término “leyes electorales” 
establecido tanto en el inciso f) como en el párrafo antepenúltimo de la frac-
ción II del artículo 105 de la CPEUM, tomando en cuenta que el primero se 
utiliza para regular la legitimación de los partidos políticos para promover 
una acción de inconstitucionalidad y el segundo para limitar la procedencia 
de los medios de control de la constitucionalidad diversos a dicha acción, 
específicamente, el juicio de amparo y la controversia constitucional. 

QUINTA. Las leyes electorales cuya constitucionalidad puede contro-
vertirse por los partidos políticos en una acción de inconstitucionalidad son 
las que encuadran en un concepto amplio que incluye las que regulan los 
procesos electorales y aspectos vinculados directa o indirectamente con di-
chos procesos, lo que incluye los actos formal y materialmente legislativos 
que regulan el nombramiento, suspensión o remoción de los consejeros y 
magistrados electorales, las relaciones de las autoridades electorales con 
sus trabajadores, su régimen de responsabilidades administrativas e incluso 
los delitos en materia electoral.

SEXTA. Las leyes electorales que únicamente pueden impugnarse en 
una acción de inconstitucionalidad y, por ende, en su contra resulta impro-
cedente tanto el juicio de amparo como la controversia constitucional, son 
las que rigen los actos materia de impugnación en la jurisdicción constitu-
cional electoral, entendida como la materia electoral directa, por lo que en 
estos últimos medios de control de la constitucionalidad sí pueden impug-
narse las leyes que trascienden a lo electoral pero constituyen la materia 
electoral indirecta, como son las que regulan el nombramiento, suspensión 
o remoción de los consejeros y magistrados electorales, las relaciones de las 
autoridades electorales con sus trabajadores, su régimen de responsabilida-
des administrativas e incluso los delitos en materia electoral.

SÉPTIMA. Existen criterios de la SCJN en los que se ha aceptado la 
procedencia del juicio de amparo y de la controversia constitucional para 
controvertir la constitucionalidad de leyes que inciden en la materia elec-
toral indirecta, lo que es revelador de que éstas no encuadran en el término 
“leyes electorales” utilizado en el párrafo antepenúltimo de la fracción II 
del artículo 105 constitucional para limitar la procedencia de esos medios 
de control.
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OCTAVA. En materia de articulación horizontal de las jurisdicciones 
constitucionales ordinaria y electoral es conveniente reconocer jurispruden-
cialmente la facultad del juzgador para reencauzar las demandas promovi-
das por los justiciables, derogar la fracción VII del artículo 73 de la Ley 
de Amparo y regular un mecanismo que permita la solución, de oficio, de 
los problemas competenciales entre ambas jurisdicciones, confiriendo a la 
SCJN la atribución para resolver, en su caso, los conflictos que se presenten.

NOVENA. Los llamados derechos políticos constituyen derechos funda-
mentales, por ser de rango constitucional, y de ellos gozan los habitantes de 
la República que cuenten con la ciudadanía mexicana; además, los referidos 
derechos se pueden dividir en dos especies, los político-electorales y los 
políticos no electorales. 

DÉCIMA. Los criterios sostenidos en las diferentes Épocas del Sema-
nario Judicial de la Federación por la SCJN, respecto a la procedencia del 
amparo contra los actos que afecten la permanencia en cargos de elección 
popular o contra los relacionados con el nombramiento, suspensión y remo-
ción de servidores públicos no generan certeza a los gobernados.

DÉCIMA PRIMERA. Para determinar a qué jurisdicción constitucional 
corresponde conocer de los actos que afecten la permanencia en un cargo 
de elección popular debe distinguirse entre el régimen que rige la elección 
popular que permite ocupar un cargo público y los diversos regímenes que 
rigen el desempeño del mismo.

DÉCIMA SEGUNDA. El juicio de amparo es procedente para impug-
nar los actos que afecten la permanencia en cargos de elección popular, 
diversos a los derivados de la calificación de las elecciones respectivas, así 
como para controvertir los relacionados con el nombramiento, suspensión 
y remoción de servidores públicos designados como titulares de Poderes u 
órganos del Estado, atendiendo a lo previsto en la fracción VIII del artículo 
73 de la Ley de Amparo.

DÉCIMA TERCERA. Al conocer de juicios de revisión constitucional 
y de protección de los derechos político-electorales del ciudadano promo-
vidos contras actos relacionados con el nombramiento, suspensión o remo-
ción de consejeros y magistrados electorales, la Sala Superior del TEPJF ha 
restaurado el orden constitucional y ha fijado criterios relevantes. 

DÉCIMA CUARTA. En un contexto de articulación entre las jurisdic-
ciones constitucionales ordinaria y electoral es discutible sostener que los 
actos relacionados con el nombramiento, suspensión y remoción de conse-
jeros y magistrados electorales encuadran en los supuestos constitucionales 
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de procedencia del juicio de revisión constitucional y del juicio para la pro-
tección de los derechos político electorales de la competencia del TEPJF.

DÉCIMA QUINTA. La jurisprudencia del Pleno de la SCJN en materia 
de interpretación directa de la CPEUM establecida en términos de lo pre-
visto en los artículos 192 de la Ley de Amparo y 43 de la LR105 sobre el 
alcance o la validez de un mandato establecido en una ley electoral vinculan 
a las Salas del TEPJF. 

VII. Propuesta de reformas legislativas

1. Se propone derogar el artículo 73, fracción VII, de la Ley de Amparo 
así como el artículo 19, fracción II, de la LR105.

2. Se propone modificar la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federa-
ción para reformar sus artículos 10, 37, 52 y 235 así como para establecer 
un Título Décimo Tercero denominado “del acceso efectivo a la juris-
dicción constitucional y de los procedimientos para dirimir con-
flictos competenciales para ejercerla”. El texto de dicha propuesta 
es el siguiente:

Artículo 10. La Suprema Corte de Justicia conocerá funcionando en Pleno:

I. De las controversias constitucionales, salvo de las que se refieran a la ma-
teria electoral, y de las acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las 
fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados 
Mexicanos.

Artículo 37. Con las salvedades a que se refieren los artículos 10 y 21 de 
esta Ley, son competentes los tribunales colegiados de circuito para conocer:

I. De los juicios de amparo directo contra sentencias definitivas, laudos 
o resoluciones que pongan fin al juicio por violaciones cometidas en ellas o 
durante la secuela del procedimiento, salvo en materia electoral, cuando se 
trate[…]

Artículo 52. Los jueces de distrito en materia administrativa conocerán:
II. De los juicios de amparo que se promuevan conforme a la fracción VII 

del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
contra actos de autoridad judicial en las controversias que se susciten con 
motivo de la aplicación de leyes federales o locales, salvo en materia elec-
toral, cuando deba decidirse sobre la legalidad o subsistencia de un acto de 
autoridad administrativa o de un procedimiento seguido en forma de juicio;
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III. De los juicios de amparo que se promuevan contra leyes y demás dis-
posiciones de observancia general en materia administrativa, salvo en mate-
ria electoral;

IV. De los juicios de amparo que se promuevan contra autoridad distinta a 
la judicial, salvo en materia electoral y en los casos a que se refieren las frac-
ciones II del artículo 50 y III del artículo anterior en lo conducente;V. De los 
amparos que se promuevan contra actos de tribunales administrativos, salvo 
los electorales, ejecutados en el juicio, fuera de él o después de concluido, o 
que afecten a personas extrañas al juicio.

Artículo 235. La jurisprudencia establecida por el Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación en términos de lo previsto en los artículos 192 
de la Ley de Amparo y 43 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II 
del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
será obligatoria para las Salas del Tribunal Electoral cuando se refiera a la 
interpretación directa de la Constitución o en los casos en que fije el alcance 
o la validez de una ley electoral.

título décimo tercero
del acceso efectivo a la jurisdicción constitucional y de los 

procedimientos para dirimir conflictos competenciales para ejer-
cerla.

Artículo 252. Los órganos jurisdiccionales regulados en esta Ley al cono-
cer de cualquier medio de defensa deberán atender a la naturaleza del acto 
controvertido para determinar el procedente para impugnarlo, con indepen-
dencia de la denominación que le haya dado su promovente, y si estiman 
que procede uno diversa de su competencia, promovido oportunamente, lo 
reencauzaran. Si alguno de los referidos órganos jurisdiccionales considera 
que el medio de defensa efectivamente planteado es de la competencia de 
otro de los regulados en esta Ley o que uno de éstos está conociendo de un 
juicio de su competencia, deberán seguir el procedimiento que corresponda 
de los regulados en este Título, en la inteligencia de que, en su caso, el que 
resulte competente requerirá al actor para que su escrito inicial cumpla con 
los requisitos formales respectivos.

Artículo 253. Si el Pleno o alguna de las Salas de la Suprema de Justicia de 
la Nación estima que atendiendo a la naturaleza del acto que se controvierte 
en un juicio de su conocimiento su impugnación debe hacerse valer en una 
vía que es de la competencia de un órgano diverso, se declarará incompetente 
y remitirá los autos a la Sala Superior o a las Salas Regionales del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación o al Tribunal de Circuito o al 
Juzgado de Distrito que corresponda para que siga el juicio determinado por 
aquélla.

Cuando el Pleno o alguna de las Salas de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, de oficio o a petición de alguna de las partes, estime que un 
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diverso órgano jurisdiccional de los previstos en esta Ley está conociendo 
de un asunto que atendiendo a la naturaleza del acto reclamado corresponde 
a un juicio de su competencia, solicitará por medios electrónicos informe al 
órgano respectivo y con base en los diversos elementos que recabe resolverá 
si asume su competencia, si le asiste al órgano requerido o a uno diverso.

Artículo 254 Si la Sala Superior o las Salas Regionales del Tribunal Elec-
toral del Poder Judicial de la Federación o un Tribunal de Circuito o un Juez 
de Distrito conocen de un asunto de la competencia de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, atendiendo tanto a la naturaleza de la conducta impug-
nada como a la vía procedente para impugnarla, se declararán incompetentes 
de plano y remitirán por medios electrónicos la demanda respectiva a la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, cuyo Pleno o Sala, según corresponda, 
decidirán sin trámite alguno, si asumen la competencia, si le asiste al órgano 
requeriente o a uno diverso.

El mismo procedimiento se seguirá respecto de los asuntos presentados 
ante una Sala Regional cuando ésta considere que son de la competencia de la 
Sala Superior o cuando un Juzgado de Distrito estime que el asunto sometido 
a su consideración corresponde a un Tribunal de Circuito. 

Artículo 255. Cuando un Tribunal de Circuito o un Juzgado de Distrito 
estime que la Sala Superior o una Sala Regional del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación está conociendo de un asunto de su compe-
tencia, dictará resolución en la que atendiendo a la naturaleza de la conducta 
impugnada precise el medio procedente para impugnarla y requiera por me-
dios electrónicos a la Sala que corresponda para que cese en el conocimiento 
y le remita copia de la demanda. Dentro de los dos días siguientes, la Sala 
requerida determinará si acepta el requerimiento o si no lo comparte. Si de-
termina que no es competente para conocer del asunto respectivo, atendiendo 
a la vía procedente, remitirá los autos al tribunal requeriente. Si el requerido 
no está conforme lo hará saber al tribunal requeriente, suspenderá el procedi-
miento cuando ello no afecte el desarrollo de un proceso electoral y remitirá 
los autos al Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, quien 
lo turnará a la Sala que corresponda para que dentro de los diez días hábiles 
siguientes resuelva cuál es la vía procedente para impugnar la conducta con-
trovertida y, por ende, el órgano en el que recae la competencia para conocer 
de ésta.

Si una de las Salas del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Fede-
ración estima que un Tribunal de Circuito o un Juzgado de Distrito están 
conociendo de un asunto de su competencia se seguirá, en lo conducente, el 
procedimiento previsto en el párrafo anterior.

Artículo 256. Cuando una Sala del Tribunal Electoral del Poder Judicial de 
la Federación estime que un asunto promovido ante ella es de la competencia 
de un Tribunal de Circuito o de un Juzgado de Distrito, se declarará incom-
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petente de plano y comunicará su resolución, por medios electrónicos, al que 
estime competente acompañando copia de la demanda correspondiente. Reci-
bida esta comunicación el juzgador requerido decidirá de plano, dentro de las 
cuarenta y ocho horas siguientes, si acepta o no el conocimiento del asunto.

Si el tribunal requerido acepta el conocimiento del asunto, comunicará su 
resolución al requeriente para que le remita los autos, previa notificación a 
las partes y aviso a la Suprema Corte de Justicia. Si el juzgador requerido no 
aceptare el conocimiento del medio de defensa, hará saber su determinación 
al tribunal requeriente para que si éste insiste en declinar su competencia se 
remita la demanda por medios electrónicos a la Suprema Corte de Justicia 
para que el Pleno o alguna de las Salas, según corresponda, resuelva lo con-
ducente.

Cuando un Tribunal de Circuito o un Jugado de Distrito estimen que aten-
diendo a la naturaleza de la conducta impugnada ante ellos, la vía procedente 
es de la competencia de la Sala Superior o de una Sala Regional del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación seguirán, en lo conducente, el 
procedimiento previsto en este numeral.

Artículo 257. Cuando un órgano jurisdiccional de los regulados en esta 
Ley tenga conocimiento de que otro está conociendo de un diverso juicio 
constitucional, de la misma o de diversa naturaleza, promovido por el mismo 
actor contra las mismas autoridades y por el mismo acto reclamado, aunque 
los planteamientos de inconstitucionalidad sean diversos, dará aviso inme-
diatamente, por medios electrónicos, al titular de dicho órgano, remitiéndole 
copia de la demanda, con expresión del día y hora de su presentación.

Recibido el comunicado por el juzgador requerido, previas las alegacio-
nes que podrán presentar las partes dentro de los tres días hábiles siguientes, 
decidirá, dentro de las veinticuatro horas siguientes, si se trata del mismo 
asunto atendiendo a la naturaleza de las conductas impugnadas, cuál es la 
vía para impugnarlas y si a él le corresponde su conocimiento y comunicará 
su resolución al juzgador requeriente. Si el juzgador requerido decide que 
se trata del mismo asunto y reconoce la competencia del otro juzgador le 
remitirá los autos; en caso contrario, sólo le comunicará su resolución. Si el 
juzgador requeriente estuviere conforme con la resolución del requerido en 
virtud de la cual asume la competencia lo hará saber a éste remitiéndole los 
autos respectivos.

Si el juzgador requeriente es la Sala Superior o una Sala Regional del Tri-
bunal Electoral del Poder Judicial de la Federación respecto de un Tribunal 
de Circuito o un Juez de Distrito o viceversa, los órganos contendientes re-
mitirán a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por medios electrónicos, 
copia de las demandas respectivas con la expresión de la fecha y hora de su 
presentación, así como de las constancias conducentes para que, con base en 
dichos elementos y en lo que aleguen por escrito las partes se resuelva, dentro 



PROPUESTA DE ARTICULACIÓN DE LAS JURISDICCIONES 267

de los diez días hábiles siguientes, lo que proceda, determinando cuál de los 
juzgadores contendientes debe conocer del juicio que resulte procedente o 
declarando que se trata de juicios diversos y que cada uno de ellos debe con-
tinuarse ante el juzgador que conoció originalmente de los mismos. 

Cuando se determine por la Suprema Corte que se trata de un mismo jui-
cio, únicamente se continuará el promovido ante el juzgador que previno. El 
juzgador constitucional declarado competente, sin acumular los expedientes, 
sobreseerá en el otro juicio, quedando sin efecto las providencias decretadas 
por el juzgador incompetente.

Artículo 258. Luego que se suscite una cuestión de competencia de las 
reguladas en este ordenamiento las Salas Superior y Regionales podrán con-
tinuar con el juicio respectivo hasta dejarlo en estado de resolución y los 
Tribunales de Circuito podrán continuar tramitando el incidente de suspen-
sión hasta su resolución y debida ejecución, sin menoscabo de suspender 
cualquier otro procedimiento.

Artículo 259. Los problemas de competencia que se susciten entre los 
Tribunales de Circuito y los Juzgados de Distrito se substanciarán conforme 
a lo establecido en la Ley de Amparo. 

Artículo 260. Los plazos para hacer valer los juicios y los medios de de-
fensa del conocimiento de las jurisdicciones constitucionales de la competen-
cia de los tribunales regulados en esta ley se interrumpirán cuando los escri-
tos respectivos se presenten ante el órgano al que conforme a la vía planteada 
originalmente corresponda conocer de ellos.

Artículo 261. Cuando se encuentre pendiente de resolver en la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación un asunto en el que se controvierta un acto im-
pugnado en uno o diversos medios de defensa de los referidos en esta Ley, el 
Pleno de aquella, mediante acuerdos generales, podrá suspender la resolución 
de éstos en tanto resuelve los de su competencia.




